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Bogotá D.C., 25 de agosto de 2020 
 

 

Señor: 

Juez Administrativo de Bogotá D.C (reparto) 

E.  S.  D. 

 

 

Referencia: 
Medio control: 
Demandante:  
Entidad demandada:  

Demanda 
Nulidad simple  
Ángela Mayerly Cañizales Cáceres   
Concejo de Bogotá  

 

 

Respetado señor juez: 

 

Yo, Ángela Mayerly Cañizales Cáceres, identificada como aparece al pie de mi firma, acudo a su 

despacho con el propósito de instaurar una demanda en ejercicio del medio de control de nulidad 

simple en contra de la Resolución Nº 027 del 16 de enero de 2020, “Por la cual se revoca la 

Resolución Nº 0905 del 30 de diciembre de 2019, por medio de la cual se ordena el inicio del 

proceso de convocatoria pública para proveer el cargo de contralor distrital”, expedida por la mesa 

directiva del Concejo de Bogotá, en uso de sus atribuciones reglamentarias, conforme con lo 

dispuesto en los artículos 20 y 119 del Acuerdo 741 de 20191.  

 

Esta demanda se dirige en contra de la Resolución Nº 027 del 16 de enero de 2020, que en su 

Artículo 1º resolvió revocar la Resolución Nº 0905 del 30 de diciembre de 2019, acto administrativo 

mediante el cual se dio inicio a la convocatoria pública para la elección del Contralor de Bogotá 

D.C.  

 

La anterior solicitud, la realizo de conformidad con los parámetros señalados en el Artículo 162 de 

la Ley 1437 de 2011, así: 

  

1. Partes 

 

-Demandante:  

 

Ángela Mayerly Cañizales Cáceres, en nombre y representación propia. 

 

-Entidad demandada:  

 

Concejo de Bogotá D.C., representado por Carlos Fernando Galán Pachón, corporación de la que 

hace parte la mesa directiva que profirió la Resolución Nº 027 del 16 de enero de 2020, “Por la cual 

se revoca la Resolución Nº 0905 del 30 de diciembre de 2019, por medio de la cual se ordena el 

inicio del proceso de convocatoria pública para proveer el cargo de contralor distrital”.  

 

2. Pretensiones 

 

De manera respetuosa, solicito a su despacho lo siguiente: 

 

2.1. Declarar la nulidad del Resolución Nº 027 del 16 de enero de 2020, proferida por la 

mesa directiva del Concejo de Bogotá D.C., mediante la cual se revocó la Resolución 

Nº 0905 del 30 de diciembre de 2019, por medio de la cual se ordenó el inicio del 

                                                 
1 Artículo 11 del Acuerdo Nº 741 de 2019. (…) Es el órgano de dirección y de gobierno. Estará integrada por los siguientes miembros 
elegidos por la Plenaria de la Corporación para periodos fijos de un (1) año: Un Presidente, un Primer Vicepresidente y un Segundo 
Vicepresidente. (…) 
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proceso de convocatoria pública para proveer el cargo de contralor distrital, por estar 

incurso en el vicio de falsa motivación. 

 

2.2. Condene al pago de costas y agencias en derecho a la entidad demandada. 

 

3. Hechos 

 

3.1. El 30 de diciembre de 2019, la mesa directiva del Concejo de Bogotá D.C. expidió la 

Resolución Nº 0905 de 2019 “Por medio de la cual se ordena el inicio del proceso de 

convocatoria pública para proveer el cargo de contralor distrital” 

 

3.2. El 16 de enero de 2020, la mesa directiva del Concejo de Bogotá D.C. profirió la 

Resolución Nº 027, en cuya parte resolutiva consagró lo siguiente:  

ARTÍCULO 1º. REVOCAR la Resolución 0905 del 30 de diciembre de 
2019 “POR MEDIO DE LA CUAL SE ORDENA EL INICIO DE EL 
PROCESO DE CONVOCATORIA PÚBLICA PARA PROVEER EL 
CARGO DE CONTRALOR DISTRITAL”, por las razones expuestas en la 
parte motiva de la presente Resolución. 
ARTÍCULO 2o. COMUNICAR el contenido de la presente resolución al 
Secretario General del Concejo de Bogotá, D.C., para lo de su competencia. 

 

El acto administrativo demandado está incurso en el vicio de falsa motivación2 por una razón:  los 

hechos que tuvo en cuenta el Concejo de Bogotá como motivos determinantes de la decisión no 

estuvieron probados dentro de la actuación administrativa. De manera que, en el acto 

administrativo se desconocen los supuestos jurídicos que le debían servir de fundamento. 

 

En ese sentido, esa corporación motivó la decisión de revocar un acto administrativo anterior en 

la presunta oposición de éste con la Constitución y a la ley, lo que, en definitiva, no se probó en la 

actuación administrativa desplegada por la mesa directiva.  

 

De acuerdo con la apreciación de la mesa directiva del Concejo de Bogotá -2020-, la Resolución 

Nº 0905 de 2019 expedida por el mismo órgano, es opuesta a la Constitución Política y a la Ley3,  

lo que no es cierto. Con sustento en la anterior causal de revocatoria directa, opuesta a la realidad, 

la mesa directiva del Concejo de Bogotá, el 16 de enero de 2020, decidió revocar la Resolución Nº 

0905 de 2019, por medio de la cual se ordenó el inicio del proceso de convocatoria pública para 

proveer el cargo de contralor distrital.  

 

4. Fundamentos de derecho  

El Artículo 137 del CPACA consagra los conceptos de violación de los actos administrativos. En 

el presente caso, se configura la causal de nulidad de falsa motivación. 

 

4.1.  Normas violadas 

Con el fin de cumplir el requisito establecido en el numeral 4º del Artículo 162 del CPACA, a 

continuación, indico las normas violadas con la expedición de la Resolución Nº 027 del 16 de enero 

de 2020, así:  

 

• Constitución Política de Colombia: artículos 1º, 29, 83, 123 y 209.  

• Ley 1437 de 2011: artículos 3, 42, 44 y 93.  

• Ley 1904 de 2018: artículo 5º. 

 

                                                 
2 Consejo de Estado. Sección Cuarta. Sentencia del 28 de septiembre de 2016. C.P. Dr. Hugo Fernando Bastidas 
Bárcenas. Ex. 25000232700020110039201 (…) Ahora bien, los hechos que fundamentan la decisión administrativa 
deben ser reales y la realidad, por supuesto, siempre será una sola. Por ende, cuando los hechos que tuvo en cuenta la 
Administración para adoptar la decisión no existieron o fueron apreciados en una dimensión equivocada, se incurre en 
falsa motivación porque la realidad no concuerda con el escenario fáctico que la Administración supuso que existía al 
tomar la decisión. 
3 Numeral 1º del Artículo 93 del CPACA. 
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4.2. Concepto de violación   

La mesa directiva del Concejo de Bogotá, en ejercicio de sus atribuciones establecidas en el Acuerdo 

Nº 741 de 2019, decidió expedir la Resolución Nº 027 de 2020, con en el acto administrativo se 

desconocen los supuestos jurídicos que le debían servir de fundamento y en contra de las normas 

que regulan la figura de la revocatoria directa de los actos administrativos -Artículo 93 del CPACA.  

 

Así las cosas, la violación a las normas citadas, parte de la expedición de un acto viciado, en este 

caso, por falsa motivación, porque la mesa directiva profirió la Resolución Nº 027 de 2020, en la 

que expresó una manifestación de voluntad concreta en contra de los hechos y del derecho, lo que 

generó un problema de inconveniencia de su decisión y la vició desde el punto de vista de su 

legalidad.  

 

En tanto que, los ciudadanos esperamos que los servidores públicos cumplan sus funciones 

partiendo del respeto por los principios de buena fe, moralidad, imparcialidad y publicidad, así 

como, del debido proceso como derecho que los agrupa en el ámbito de las actuaciones 

administrativas. Así mismo, esperamos que la motivación de los actos administrativos obedezca a 

verdaderas razones fácticas y jurídicas, que, además de justificar el ejercicio del poder, demuestren 

el uso correcto de las atribuciones y facultades otorgadas por la ley.  

 

En este caso, la mesa directiva del Concejo de Bogotá motivó falsamente la Resolución Nº 027 de 

2020 porque manifestó, expresamente, que la Resolución Nº 0905 de 2019, expedida por este 

mismo órgano, estaba en manifiesta oposición a la Constitución Política y a la Ley, por el presunto 

desconocimiento, tanto del reglamento interno del Concejo de Bogotá como, de las normas que 

regulan la elección del contralor distrital, y de las condiciones pactadas en el contrato 

interadministrativo Nº 190513-0-2019 celebrado con la Universidad Nacional, lo que no es cierto, 

como más adelante lo explicaré.  

 

En esa medida, la falsa motivación de la que fue objeto la Resolución Nº 027 de 2020 violó el 

principio de buena fe consagrado en el Artículo 83 de la Constitución Política, el derecho al debido 

proceso aplicable a las actuaciones administrativas consagrado en el Artículo 29 de la Constitución. 

De igual forma, el Artículo 123 de la Constitución Política que establece la obligación de los 

servidores públicos de ejercer sus funciones en la forma prevista en la Constitución y en la ley. 

También, el Artículo 209 de la carta política al trasgredir los principios de igualdad, moralidad, 

eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad en el ejercicio de la función administrativa.  

 

Así mismo, la expedición con falsa motivación de la Resolución Nº 027 de 2020 violó los artículos 

3, 42 y 44 de la Ley 1437 de 2011, porque la mesa directiva del Concejo de Bogotá -2020- no aplicó 

las disposiciones que regulan el procedimiento de la revocatoria directa a la luz de los principios 

consagrados en la Constitución Política y en la primera parte del CPACA. De igual forma, no 

expidió el acto administrativo con motivación en cumplimiento de lo dispuesto en el Artículo 42 

del CPACA y, frente a la obligación consagrada en el Artículo 44 del mismo código, no expidió la 

decisión discrecional de revocar un acto administrativo de acuerdo con las normas que la autorizan 

y de forma proporcional con los hechos que le sirvieron de causa.   

 

Finalmente, la mesa directiva del Concejo de Bogotá al expedir el acto administrativo demandado 

incumplió el Artículo 93 del CPACA, desconoció el Artículo 5º de la Ley 1904 de 2018 porque 

señaló que la mesa directiva del Concejo de Bogotá se extralimitó en sus funciones al dar inicio a 

la convocatoria de la elección del contralor distrital de Bogotá porque, en su criterio, y en claro 

desconocimiento de la ley, la mesa directiva debía esperar a que la universidad contratada remitiera 

un proyecto de acto con el fin de convocar la elección del contralor de Bogotá.  

 

4.3.  Falsa motivación  

A partir de una interpretación sistemática e integradora de la jurisprudencia del Consejo de Estado, 

es posible establecer que para que puedan servir de fundamento a un acto administrativo, los 

motivos de hecho y de derecho a los que responde la autoridad, éstos deben ser verdaderos, reales 
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y legales4.  Así lo manifestó el Consejo de Estado en la sentencia del 8 de febrero de 2018, en la 

que además indicó que el vicio de falsa motivación se puede presentar por error de hecho o error 

de derecho, en los siguientes términos: 

 

(…) El error de hecho se presenta cuando la Administración desconoce los supuestos 
fácticos en que debía soportar su decisión, ya sea porque la autoridad que profirió el 
acto no los tuvo en cuenta o, porque pese a haberlos considerado se deformó la 
realidad de tal manera que se dejaron por fuera o se introdujeron circunstancias de 
tiempo, modo y lugar que resultan irreales y que traen como consecuencia que el acto 
administrativo no se funde en hechos ciertos, verdaderos y existentes al momento de 
ser proferido. Por otra parte, también se incurre en falsa motivación por error de 
derecho, que tiene lugar cuando se desconocen los supuestos jurídicos que debían 
servir de fundamento a los actos demandados, situación que se presenta por: i) 
inexistencia de las normas en que se basó la Administración; ii) ausencia de relación 
entre los preceptos que sirvieron de fundamento a la manifestación de voluntad de la 
Administración y los supuestos de hecho objeto de decisión; y finalmente iii) cuando 
se invocan las disposiciones adecuadas pero se hace una interpretación errónea de las 
mismas. (…)5 

 

Así las cosas, mientras la falsa motivación por error de derecho se configura cuando en el acto 

administrativo se desconocen los supuestos jurídicos que le debían servir de fundamento, la falsa 

motivación por error de hecho se da cuando la realidad no concuerda con el escenario fáctico que 

la administración supuso existía al tomar la decisión. Para el caso concreto, solicito a su despacho 

declarar la nulidad de la Resolución Nº 027 de 2020 por falsa motivación por error de derecho, de 

acuerdo con las consideraciones que adelante expongo.  

 

4.4. Motivación de la Resolución Nº 027 de 2020 

El acto administrativo demandado invoca la causal primera del Artículo 93 del CPACA para 

revocar la Resolución Nº 905 de 2019. Para el efecto, señala: 

 

Que la Ley 1437 de 2011, en su artículo 93 establece: “Los actos administrativos 
deberán ser revocados por las mismas autoridades que los hayan expedido o por sus 
inmediatos superiores jerárquicos o funcionales, de oficio o a solicitud de parte, en 
cualquiera de los siguientes casos: (...) 1. Cuando sea manifiesta su oposición a la 
Constitución Política o a la ley”. 

  

Posteriormente, en el acto administrativo multicitado, la mesa directiva hizo un recuento de los 

trámites que precedieron la celebración del contrato interadministrativo Nº 190513-0-2019, 

suscrito con la Universidad Nacional, así: 

 

(…) Que la Mesa Directiva en cumplimiento de las funciones, establecidas en el 

artículo 20 del Acuerdo 741 del 2019 y en cumplimiento del principio de legalidad de 

la administración pública, al recibir informe del señor Secretario General del 

Organismo de Control, DANILSON GUEVARA VILLABÓN, de fecha 15 de enero 

de 2020 con radicado 2020IE702, analiza lo siguiente: 

Que el Secretario General del Concejo de Bogotá, D.C, mediante memorando del 24 

de octubre de 2019, solicitó al Director Financiero de la misma Corporación tramitar 

con carácter urgente ante la Secretaría Distrital de Hacienda contratación cuyo objeto 

es: “Prestar los servicios para adelantar los procesos de selección, basados en el mérito, 

mediante procedimientos y medios técnicos, objetivos e imparciales, que permitan la 

participación en igualdad de condiciones de quienes se presenten como aspirantes para 

promover los cargos de Personero de Bogotá y Contralor de Bogotá, conforme a las 

disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias que regulen la materia”. 

Que, con fundamento en la solicitud antes enunciada, se realizó la contratación directa 

a través de un contrato interadministrativo suscrito entre la Directora de Gestión 

Corporativa de la Secretaría Distrital de Hacienda y la Universidad Nacional de 

                                                 
4 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Radicado 13001-23-31-000-2002- 01674-
01. Sentencia del 8 de febrero de 2018. C.P. Alberto Yepes Barreiro 
5 Consejo de Estado. Sección Cuarta. Sentencia del 28 de septiembre de 2016. C.P. Dr. Hugo Fernando Bastidas 
Bárcenas. Exp. 25000232700020110039201. 
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Colombia, suscrito el día 19 de diciembre de 2019, con número de identificación 

190513-0-2019, perfeccionado y legalizado según comunicación suscrita por la 

Subdirectora de Asuntos Contractuales de la Secretaría de Hacienda de fecha 20 de 

diciembre de 2019. 

Que, con la misma comunicación, se asignó como supervisor del contrato en mención, 

al SECRETARIO GENERAL DE ORGANISMO DE CONTROL DEL 

CONCEJO DE BOGOTÁ D.C. 

Luego, hizo mención al Acuerdo Nº 741 de 2019, mediante el cual se expidió el reglamento del 

Concejo de Bogotá D.C., y a las normas vigentes que regulan la elección de los contralores 

distritales y municipales, de la siguiente forma: 

Que el artículo 105 del Acuerdo 741 de 2019, Reglamento Interno del Concejo de 
Bogotá, consagra la elección de Contralor o Contralora (...). Para el efecto de su 
elección se hará conforme a las normas legales vigentes. 
 
Que la Resolución 0728 de fecha 18 de noviembre de 2019, proferida por la 
Contraloría General de la República, desarrolla los términos generales que deben 
cumplir las convocatorias públicas que adelanten las corporaciones públicas para la de 
contralores territoriales, teniendo como fundamento y respetando el marco normativo 
establecido en la Constitución Política y la Ley 1904 de 2018. 
 

Continuó relatando la forma en la que se estipuló, en el contrato interadministrativo Nº 190513-0-

2019, el pago a la Universidad Nacional y los productos que ésta debía entregar para que procediera 

cada desembolso, así:    

 

(…) Que tanto en los estudios y documentos previos del proceso de contratación 
directa numeral “2.8 FORMA DE PAGO”, como en la cláusula “3. FORMA DE 
PAGO” del contrato 190513-0- 2019, se estableció un “Primer pago del 30% previa 
entrega de las siguientes actividades y/o productos: (...) b) Un 15% a la entrega del 
plan de trabajo aprobado y con el visto bueno del Supervisor del Contrato, el 
cronograma del proceso de selección, la elaboración y publicación del acto 
administrativo de convocatoria pública del proceso de selección, expedido por 
la Mesa Directiva del Concejo de Bogotá D.C., acta de cierre de inscripciones, 
listado definitivo de admitidos y no admitidos para presentar pruebas en la 
Convocatoria del Contralor de Bogotá. NOTA: En todo caso y respecto a la elección 
del Contralor de Bogotá, el contratista deberá sujetarse a los términos generales que, 
para el proceso de convocatoria pública de selección, expida la Contraloría General 
de la República, conforme a lo previsto en el artículo 6 del Acto Legislativo No. 04 de 
2019.” (negrilla fuera de texto). 
 
Que con fecha 30 de diciembre de 2019, el supervisor designado por el Concejo de 
Bogotá D.C., y el representante legal de la Universidad Nacional, suscribieron el Acta 
de Inicio del Contrato. (...) 

 

Con sustento en lo anterior, la mesa directiva del Concejo de Bogotá concluyó lo siguiente: 

 

(…) Que la Mesa Directiva del Concejo de Bogotá desconoció lo consagrado en el 

Reglamento Interno de la Corporación, las normas que regulan la materia, así como 

lo pactado en el contrato que nos ocupa, expidiendo la Resolución 0905 del 30 de 

diciembre de 2019 “por medio de la cual se ordena el inicio del proceso de 

convocatoria pública para proveer el cargo de contralor distrital. (…) 

De otra parte y con la finalidad de sustentar el presunto desconocimiento por parte de la mesa 

directiva del Concejo de Bogotá -2019- de las condiciones del contrato interadministrativo Nº 

190513-0-2019, con ocasión de la expedición de la Resolución Nº 905 de 2019, la mesa directiva -

2020- manifestó en el acto administrativo demandado, los siguientes hechos: 

 

Que el supervisor del contrato manifiesta que el día 30 de diciembre de 2019, a las 
5:47 p.m., recibió por parte de la Presidenta de la Corporación, mediante correo 
institucional dirigido a la Secretaría General, las Resoluciones Nos. 0905 y 0906 de 
2019, expedidas por la Mesa Directiva, mediante las cuales ordena el inicio del proceso 
de convocatoria pública para proveer los Cargos de Personero y Contralor Distrital. 
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Que teniendo en cuenta lo anterior, el señor Secretario General solicitó a la 
Universidad le informara si tenía conocimiento al respecto. 
 
Que según comunicación de la Universidad Nacional vía correo electrónico ante 
solicitud que le hiciera el supervisor del contrato con fecha 31 de diciembre de 2019, 
manifiesta: “en atención a su solicitud le recuerdo que en reunión celebrada el día de 
ayer 30 de diciembre del presente, en las instalaciones de la Universidad, estando 
presente el Director Jurídico del Consejo de Bogotá (Sic), la directora del proyecto por 
parte de la Universidad y los asesores jurídicos del Centro, se acordó que el día 9 de 
enero de 2020 se realizará la reunión en la cual la Universidad presentará el respectivo 
cronograma junto con las resoluciones y el borrador de la convocatoria. Lo anterior 
fue aprobado por usted en calidad de supervisor, quedando consignado en el acta que 
se levantó de dicha reunión. 
 
Por otro lado, la Universidad no tiene conocimiento de las Resoluciones 0905 y 0906 
referidas por usted”. 
 
Que en cumplimento de lo acordado en el acta de inicio del contrato, “el día 9 de 
enero de 2020 en el salón Presidentes del Concejo de Bogotá, con la participación de 
(…) y el supervisor del contrato la Universidad presentó el plan de trabajo, los 
cronogramas y los proyectos de resoluciones, comprometiéndose el día 10 de enero 
de 2020 a radicar oficialmente ante la Secretaría General los productos referidos, 
teniendo en cuenta las observaciones realizadas en la reunión, como consta en el acta 
de la reunión, la cual reposa en la carpeta de supervisión”. 
 
Que “mediante oficio con número de radicado 2020ER528 de fecha 10 de enero de 
2020, la Universidad Nacional radicó ante la Secretaría General de la Corporación el 
Plan de Trabajo, cronograma de los proceso (sic) de selección y los proyectos de 
resoluciones de las convocatorias de los procesos de selección, los cuales mediante 
memorando con número de radicado 2020IE454 de fecha 10 de enero de 2020 remití 
a la Mesa Directiva de la Corporación para su revisión y visto bueno, teniendo en 
cuenta que la Mesa Directiva tiene entre sus funciones adelantar el proceso de 
convocatoria pública para la elección del Contralor de Bogotá y de presentar 
previamente para autorización de la Plenaria la resolución que dicte el respectivo 
concurso público de méritos para la elección del Personero de Bogotá y expedir el 
acto administrativo con base en ello, atendiendo las disposiciones constitucionales, 
legales y reglamentarias que regulan la materia”. 

 

Que no se puede perder de vista que el contrato Interadministrativo No. 190513-0-
2019 del 19 de diciembre 2019, se celebró con la Universidad Nacional, para satisfacer 
la necesidad del Concejo de Bogotá, en cumplimiento de la normatividad vigente que 
contiene los requisitos para la elección de Contralor Distrital, cuyo objeto es: “Prestar 
los servicios para adelantar los procesos de selección, basados en el mérito, mediante 
procedimientos y medios técnicos, objetivos e imparciales, que permitan la 
participación en igualdad de condiciones de quienes se presenten como aspirantes para 
promover los cargos de Personero de Bogotá y Contralor de Bogotá, conforme a las 
disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias que regulen la materia”. 
 
(…) 

 
Con fundamento en lo anterior, la mesa directiva del Concejo de Bogotá -2020- concluyó en el acto 

administrativo demandado, lo siguiente: 

 
Que teniendo en cuenta todo lo expuesto, se concluye que la Mesa Directiva anterior 
se extralimitó en sus funciones, toda vez que para la fecha en que fue expedida la 
Resolución No. 0905 del 30 de diciembre 2019, la Universidad en cumplimiento de 
las obligaciones contraídas mediante la suscripción del contrato No. 190513-0-2019, 
y el contenido del acta de inicio del mencionado contrato, no había presentado el 
proyecto de Resolución por medio de la cual se ordena el inicio del proceso de 
convocatoria pública para proveer el cargo de Contralor Distrital. Es así como, sin 
contar con el proyecto de Resolución antes mencionado, la Mesa Directiva no podía 
expedir acto administrativo alguno. Por lo tanto, la Mesa Directiva no puede 
emitir decisiones en contravía de las normas vigentes y del acuerdo de 
voluntades suscrito con la Universidad Nacional, toda vez que, al expedirlos, 
los mismos se configuran en actos ilegales. 
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4.5. La motivación de la Resolución Nº 027 de 2020 es falsa por basarse en varios 

errores 

Como se observa, la motivación de la Resolución Nº 027 de 2020 que es el sustento de la 

revocatoria directa de la Resolución Nº 905 de 2019, es falsa por las siguientes razones: (a) Con la 

expedición de la Resolución Nº 905 de 2019, la mesa directiva del Concejo Directivo de Bogotá -

2019- no desconoció las normas que regulan la elección del contralor distrital, (b) Con la expedición 

de la Resolución Nº 905 de 2019, la mesa directiva del Concejo Directivo de Bogotá -2019- no 

desconoció el reglamento interno de la corporación establecido mediante el Acuerdo Nº 741 de 

2019 y (c) El presunto desconocimiento de lo estipulado en el contrato interadministrativo Nº 

190513-0-2019 por parte de la mesa directiva del Consejo de Bogotá -2019- no tiene la vocación 

de configurar la causal de que el acto es contrario a la ley que regula la elección del contralor distrital 

de Bogotá.  

 

a. Con la expedición de la Resolución Nº 905 de 2019, la mesa directiva del Concejo 

Directivo de Bogotá -2019- no desconoció las normas que regulan la elección del 

contralor distrital 

Según la motivación de la Resolución Nº 027 de 2020, por medio de la cual se revocó la Resolución 

Nº 905 de 2019, este último acto administrativo quebrantó las normas legales vigentes que regulan 

la elección de los contralores distritales y municipales. Esta conclusión es uno de los argumentos 

sobre los cuales la mesa directiva del Concejo de Bogotá justificó la existencia de la causal 1º del 

Artículo 93 del CAPCA para proceder a revocar la Resolución Nº 905 de 2019. Para determinar la 

certeza de este argumento, es necesario indicar cuál, en el momento de la expedición de la 

Resolución Nº 905 de 2019, era la norma que regula la citada elección. 

 

Al respecto, hay que tener en cuenta que el inciso 7º del Acto legislativo Nº 04 del 18 de septiembre 

de 2019 modificó el Artículo 272 de la Constitución Política. El citado artículo, con la modificación 

incluida, dispone que "Los Contralores departamentales, distritales y municipales serán elegidos 

por las Asambleas Departamentales, Concejos Municipales y Distritales de terna conformada por 

quienes obtengan los mayores puntajes en convocatoria pública conforme a la ley, siguiendo los 

principios de transparencia, publicidad, objetividad, participación ciudadana y equidad de género, 

para un periodo de cuatro años que no podrá coincidir con el periodo del correspondiente 

gobernador y alcalde". 

  

A su vez, el parágrafo primero transitorio del Artículo 4º del Acto Legislativo 04 del 18 de 

septiembre de 2019 establece que la siguiente elección de todos los contralores territoriales se hará 

para un periodo de dos (2) años. 

 

Ahora bien, de acuerdo con el concepto, del 12 de noviembre de 2019, proferido por la Sala de 

Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado (Ex. 11001-03-06-000-2019-00186-00), la norma 

que regula la elección de los contralores departamentales, distritales y municipales, corresponde a 

la Ley 1904 de 20186, porque el legislador no ha expedido una ley que regule, específicamente, la 

elección de contralores distritales y municipales. Lo anterior, en virtud del Artículo 11 de la citada 

ley que indica: “(…) Las disposiciones contenidas en la presente ley serán aplicables en lo que correspondan 

a la elección de los contralores departamentales, distritales, y municipales, en tanto el Congreso de la 

República expida disposiciones especiales para la materia.” 

 

En ese orden, la Contraloría General de la República, en cumplimiento el Artículo 6º del Acto 

Legislativo Nº 04 de 2019, expidió la Resolución Nº 728 de 2019 “Por la cual se establecen los 

términos generales de las convocatorias públicas de selección de contralores territoriales”, acto que 

expidió conforme con lo dispuesto en la Ley 1904 de 2018. 

 

                                                 
6 Por la cual se establecen las reglas de la convocatoria pública previa a la elección de Contralor General de la República 
por el Congreso de la República. 
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Una vez definido lo anterior, es preciso indicar que la mesa directiva del Concejo de Bogotá en la 

motivación de la Resolución Nº 905 de 2019 manifestó que el Artículo 272 de la Constitución 

Política, modificado por el Acto Legislativo Nº 04 de 2020, señaló que los contralores distritales y 

municipales serán elegidos de una terna conformada por quienes obtengan los mayores puntajes 

en la convocatoria pública realizada conforme con la ley, para el caso, como ya se explicó, por la 

Ley 1904 de 2018.  

 

También, que la Contraloría General de República reglamentó, de conformidad con el Artículo 6º 

del Acto Legislativo Nº 04 de 2019, la elección de los contralores distritales y municipales, con 

sustento en la Ley 1904 de 2018, mediante la Resolución Nº 728 de noviembre de 2019. Como se 

aprecia del texto literal de la multicitada resolución que en su parte motiva consagró lo siguiente: 

  

Que el inciso 7 del artículo 272 de la Constitución Política, modificado por el Acto 
Legislativo 04 del 18 de septiembre de 2019, dispone que “ Los Contralores 
departamentales, distritales y municipales serán elegidos por las Asambleas 
Departamentales, Concejos Municipales y Distritales de terna conformada por quienes 
obtengan los mayores puntajes en convocatoria pública conforme a la ley, siguiendo 
los principios de transparencia, publicidad, objetividad, participación ciudadana y 
equidad de género, para un periodo de cuatro años que no podrá coincidir con el 
periodo del correspondiente gobernador y alcalde”. 
 
Que, a su vez, el parágrafo primero transitorio del artículo 4o del Acto Legislativo 04 
del 18 de septiembre de 2019, establece que la siguiente elección de todos los 
Contralores territoriales se hará para un periodo de dos (2) años. 
 
Que el artículo 6o del Acto Legislativo 04 del 18 de septiembre de 2019, consagra que 
"La Contraloría General de la República desarrollará los términos generales para el 
proceso de convocatoria pública de selección de los contralores departamentales, 
municipales y distritales”. 
 
Que la Ley 1904 de 2018 "por la cual se establecen las reglas de la convocatoria pública 
previa a la elección de Contralor General de la República por el Congreso de la 
República”, regula, entre otras, las etapas de la convocatoria y el proceso de elección 
y la facultad para contratar una institución de educación superior, pública o privada y 
con acreditación de alta calidad, para adelantar la convocatoria pública. 
 
Que, así mismo, el artículo 11 de la citada ley, establece que las disposiciones 
contenidas en la misma son aplicables, en lo correspondiente, a la elección de los 
contralores departamentales, distritales y municipales, en tanto el Congreso de la 
República expida disposiciones especiales para la materia. 
 
(….) 
 
Que, en este sentido, la resolución 0728 de fecha 18 de noviembre de 2019 proferida 
por la Contraloría General de la Republica, desarrolla los términos generales que 
deben cumplir las convocatorias públicas que adelanten las corporaciones públicas 
para la elección de contralores territoriales, teniendo como fundamento y respetando 
el marco normativo establecido en la Constitución Política y la Ley 1904 de 2018. 

 

Para dar cumplimiento a las normas que regulan la elección de los contralores distritales y 

municipales, la mesa directiva del Concejo de Bogotá en la Resolución Nº 0905 de 2019, reguló las 

etapas de la convocatoria pública para la elección del contralor distrital de Bogotá conforme con 

lo dispuesto en la Ley 1904 de 2018 y en la Resolución Nº 728 del 18 de noviembre de 2019, lo 

que se aprecia en el siguiente cuadro, así: 

 

Resolución Nº 0905 de 2019 Ley 1904 de 2018 

Etapas y condiciones de la convocatoria El proceso para la elección del Contralor General de la 
República tendrá obligatoriamente las siguientes etapas: 

a. Convocatoria 

La convocatoria es norma reguladora de todo el 
concurso y obliga tanto al Concejo de Bogotá D.C, 
como a las entidades contratadas para su realización y 
a los participantes. Contendrá el reglamento del 
concejo, las etapas que deben surtirse y el 
procedimiento administrativo orientado a garantizar 

Convocatoria 
 
Entendida como el aviso público, para invitar a todos los 
ciudadanos interesados en participar en la convocatoria 
para la elección del Contralor General de la República. 
Corresponde efectuarla a la Mesa Directiva del Congreso 
de la República, en un término no inferior a dos meses 
previos al inicio de la primera legislatura que comienza el 
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los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad publicidad en el 
proceso de selección. 
 
La convocatoria contiene, la fecha de fijación; 
denominación, código y grado; salario; lugar de 
trabajo; lugar, fecha y hora de inscripciones; fecha de 
publicación de lista de admitidos y no admitidos; 
trámite de reclamaciones recursos procedentes: fecha, 
hora y lugar de la prueba de conocimientos; pruebas 
que se aplicarán, indicando el carácter de prueba, el 
puntaje mínimo aprobatorio y el valor dentro de la 
convocatoria; fecha de publicación de los resultados de 
la convocatoria los requisitos para el desempeño del 
cargo que en ningún caso podrán ser diferentes a los 
establecidos en la Ley además de las funciones y 
condiciones adicionales que se consideren pertinentes 
para el proceso. 
 
 
 

20 de julio del año en que inicia también el periodo 
constitucional del Presidente de la República. 
 
En la misma se designará la entidad encargada de adelantar 
la convocatoria pública y deberá contener como mínimo 
la siguiente información: 
  
a) los factores que habrán de evaluarse, 
  
b) los criterios de ponderación que aseguren el acceso en 
igualdad de oportunidades a los aspirantes, 
c) fecha de fijación, lugar, fecha y hora de inscripción y 
término para la misma, 
  
d) fecha de publicación de lista de admitidos y no 
admitidos, 
  
e) fecha, hora y lugar de las pruebas de conocimiento, 
  
f) trámite de reclamaciones y recursos procedentes, 
  
g) fecha, hora y lugar de la entrevista, 
  
h) fecha de publicación de los resultados de la selección y 
fecha de la elección, 
  
i) los demás aspectos que se estimen pertinentes, que 
tengan relación con el proceso de selección y aseguren la 
eficacia del mismo. 

b. Reclutamiento  Inscripción 

c. Pruebas:  
1. Prueba de conocimientos académicos, tendrá 

un valor del 60% del total de la convocatoria. 
2. Prueba que evalúe la formación profesional, 

tendrá un valor del 15%. 
3. Prueba de valoración de la experiencia que 

sobrepasen los requisitos del empleo que 
tendrá un valor total del 15%. 

4. Prueba de valoración de la Actividad     
Docente, tendrá un valor del 5%. 

5. Prueba de valoración de la Producción de 
obras en el ámbito fiscal, tendrá un valor del 5% 
 

Parágrafo: La pruebas descrita en el numeral 1 será de 
carácter eliminatoria, mientras que las descritas en los 
numerales 2 a 5 serán de carácter clasificatoria. 

Artículo 6º Etapas del Proceso de Selección. (…) 
Pruebas. Las pruebas de conocimiento se dirigen a 
establecer la capacidad, idoneidad y aptitud del aspirante 
frente al cargo. La valoración de los factores anteriores se 
realizará a través de pruebas de conocimiento objetivas, 
elaboradas por un establecimiento de educación superior 
público o privado debidamente acreditado y con enfoque 
en temáticas que giren en torno a Gerencia Pública, 
control fiscal, organización y funcionamiento de la 
Contraloría General de la República y las relaciones del 
ente de control y la administración pública. 
  
Los parámetros de ponderación estarán previamente 
establecidos en la convocatoria y la prueba es de carácter 
eliminatorio. 
  
5. Criterios de selección. En todo caso, el criterio de 
mérito prevalecerá para la selección del Contralor General 
de la República, en virtud de lo previsto en el 
artículo 126 de la Constitución Política y el mayor 
merecimiento de los aspirantes estará dado por la 
ponderación en las pruebas de conocimiento, la formación 
profesional, la experiencia, la competencia, la actividad 
docente, la producción de· obras en el ámbito fiscal y la 
aptitud específica para el ejercicio del cargo y el 
desempeño de la función. 
  
La valoración de los estudios y experiencia que sobrepasen 
los requisitos del empleo, tendrán el valor que se fije en la 
convocatoria. 
  
6. Entrevista. Una vez seleccionados los 10 elegibles las 
Plenarias de Senado Y Cámara escucharán por separado y 
por el tiempo que señale la Mesa Directiva a cada uno de 
los candidatos. 

d. Lista de habilitados  Lista de elegidos 

ARTÍCULO 4o. PRINCIPIOS ORIENTADORES. 
La convocatoria pública estará sujeta en su integridad 
a los principios de igualdad, moralidad eficacia, 
economía, equidad de género, objetividad, 
transparencia, celeridad, imparcialidad y publicidad. 
 
ARTÍCULO 5. NORMAS APLICABLES. El proceso 
de selección de esta convocatoria, se regirá por las 
disposiciones contenidas en esta Resolución, las cuales 

Criterios de selección, entrevista, conformación de la 

lista de seleccionados y elección. 

 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#126
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se desarrollan en concordancia con la Ley 1904 de 
2018, el artículo 6o del acto Legislativo 04 del 18 de 
septiembre de 2019 y la resolución 0728 del 18 de 
noviembre de 2019 proferida por la Contraloría 
General de la Nación. 

ARTÍCULO 7°. REQUISITOS MÍNIMOS DE 
PARTICIPACIÓN- son requisitos mínimos para 
participar en la presente convocatoria los siguientes: 

1. Ser ciudadano(a) colombiano (a). 
2. Cumplir con los requisitos mínimos de 

Inscripción determinados en la presente 
convocatoria. 

3. No encontrarse incurso en las causales 
constitucionales y legales de inhabilidad e 
incompatibilidad o prohibiciones para 
desempeñar empleos públicos. 

4. No estar sancionado en su condición de 
profesional. 

5. Aceptar en su totalidad las reglas 
establecidas de la convocatoria. 

6. Tener más de veinticinco (25) años de edad. 
7. Acreditar título profesional universitario. 
8. Las demás establecidas en las normas legales 
reglamentarias vigentes. 

ARTÍCULO  4. Requisitos para ser Contralor 
General de la República. Para ser elegido Contralor 
General de la República se requiere como mínimo ser 
colombiano de nacimiento y en ejercicio de la ciudadanía; 
tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o 
haber sido profesor universitario durante un tiempo no 
menor de 5 años. 
  
Además de los requisitos mínimos, el aspirante a Contralor 
General de la República deberá acreditar todas las 
calidades adicionales, logros académicos y laborales que 
acrediten el mayor mérito para el desempeño del cargo. 
  
No podrá ser elegido Contralor General quien sea o haya 
sido miembro del Congreso u ocupado cargo público 
alguno del orden nacional, al tenor del artículo 126 de la 
Constitución Política, salvo la docencia, en el año 
inmediatamente anterior a la elección. Tampoco podrá ser 
elegido quien haya sido condenado a pena de prisión por 
delitos comunes. 
  
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o 
elección del Contralor personas que se hallen dentro del 
cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y 
primero civil o legal respecto de los candidatos. 

ARTÍCULO 8o. REGLAS GENERALES. El 
aspirante en la convocatoria deberá tener en cuenta lo 
siguiente: 

a. Las condiciones y reglas de la convocatoria serán 
las establecidas en esta resolución y la resolución 
0728 del 18 de noviembre de 2019 proferida por la 
Contraloría General de la Nación, con sus 
modificaciones y aclaraciones, las cuales son 
vinculantes para el interesado a partir de la 
inscripción. 
b. El interesado debe cumplir los requisitos 
exigidos por la Constitución y la ley para ejercer el 
cargo convocado y para participar en la 
convocatoria. 
c. La comunicación con los inscritos relacionada 
con la convocatoria se realizará a través de la 
página web del Concejo de Bogotá D.C. 
www.concejobogota.gov.co, o el medio que sea 
dispuesto por la Universidad Nacional de 
Colombia. 
d. El interesado en condición de discapacidad 
debe informarlo en el formulario de inscripción, a 
fin de disponer los apoyos que requiera, y las 
entidades convocantes deben dar cumplimiento a 
lo dispuesto en la Ley 1996 de 2019 en la materia. 
e. Luego de realizada la inscripción, los datos allí 
consignados son inmodificables. 

 

ARTÍCULO 9o. CAUSALES DE INADMISIÓN O 
EXCLUSIÓN DE LA CONVOCATORIA. Son 
causales de inadmisión o exclusión las siguientes: 

1. Inscribirse de manera extemporánea o 
radicar en un lugar distinto u hora posterior al 
cierre establecido. 
2. Estar incurso en alguna de las causales 
de Inhabilidad o Incompatibilidad establecidas 
en la Constitución y en la ley y en especial en los 
artículos de la Constitución Política y 174 y 175 
de la Ley 136 de 1994 y 107, 108 del decreto ley 
1421 de 1993. 
3. No presentar la documentación en las 

fechas establecidas, o presentar documentación 

falsa, adulterada o que no corresponda a la 

realidad. 

4. No cumplir con los requisitos exigidos para 

el análisis u experiencia y títulos profesionales. 

5. No acreditar los requisitos mínimos de 

estudio requeridos para el cargo. 

 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#126
http://www.concejobogota.gov.co/
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6. No superar las pruebas en los cortes 

previstos. 

7. No presentarse o llegar tarde a 

cualquiera de las pruebas a que haya sido citado. 

8. Ser suplantado por otra persona para la 

presentación de las pruebas previstas en la 

convocatoria. 

Parágrafo. Verificada la ocurrencia de cualquier causal, 
en cualquier momento del concurso, el aspirante será 
excluido, por la Universidad Nacional de Colombia, 
sin perjuicio de las acciones judiciales o administrativas 
a que haya lugar. 

 

Como se observa del cuadro expuesto, la Resolución Nº 0905 de 2019 consagró todas las etapas 

de la convocatoria establecidas en la Ley 1904 de 2018, y así mismo, las reglas fijadas en la 

Resolución Nº 728 de noviembre de 2019, expedida por la Contraloría General de la República. 

De manera que, no es válido afirmar, como la hizo la mesa directiva del Concejo de Bogotá, que la 

Resolución Nº 0905 de 2019 desconoció o se opuso a las normas que regulan la elección de los 

contralores distritales y municipales, en razón a que, cada una de las disposiciones consagradas en 

las normas que regulan el asunto fueron desarrolladas e incluidas en la Resolución Nº 0905 de 2019.   

 

Aunado a la razón anterior, es importante mencionar que, una de las obligaciones de las 

corporaciones territoriales en la elección de los contralores distritales y municipales es contratar a 

una institución de educación superior pública o privada con acreditación de alta calidad para que 

lleve a cabo el trámite de la convocatoria.  

 

No obstante, en ninguna disposición de la Ley 1904 de 2018, ni en la Resolución Nº 728 de 2019 

expedida por la Contraloría General de la República, se consagró la obligación o el deber para esas 

instituciones públicas o privadas contratadas de proyectar o realizar el acto administrativo de la 

convocatoria, al contrario, como se aprecia en el cuadro expuesto transcribí algunas normas, la 

convocatoria pública es responsabilidad de las mesas directivas de las corporaciones territoriales.   

 

Lo anterior, se indica en el Artículo 5º de la Ley 1904 de 2018, así: 

 

ARTÍCULO  5. La Convocatoria Pública se hará por conducto de la Mesa Directiva 
del Congreso de la República, a la cual se faculta para seleccionar en el acto de 
convocatoria a una institución de educación superior, pública o privada y con 
acreditación de alta calidad, con quien se deberá suscribir contrato o convenio a fin de 
adelantar una convocatoria pública con quienes aspiren a ocupar el cargo. 

 

En ese sentido, lo que consagró el legislador fue la facultad de las mesas directivas, para el caso, de 

las corporaciones territoriales en virtud del Artículo 11 de la Ley 1904 de 2018, de seleccionar, 

incluso, en el acto de convocatoria, a una institución de educación superior pública o privada con 

el fin de adelantar la convocatoria pública. Para esto, deben suscribir un contrato o convenio. Así, 

la norma es clara en manifestar que la convocatoria pública es responsabilidad de las mesas 

directivas de las corporaciones y que, para conseguir este propósito, están facultadas para contratar 

una institución de educación superior. 

 

Ahora, la Ley 1904 de 2018 no reguló las condiciones o estipulaciones que debe contener el 

convenio o el contrato que lleguen a celebrar las corporaciones territoriales para llevar a cabo las 

convocatorias públicas para la elección de los contralores distritales y municipales.  

 

En ese sentido, el contrato o convenio suscrito se regirá por las normas aplicables en materia de 

contratación pública de las corporaciones territoriales y por las condiciones pactadas en el negocio 

jurídico celebrado con la institución de educación superior, sin que el contrato asigne o elimine 

responsabilidades otorgadas por el legislador a las mesas directivas de los Concejos, como el inicio 

de la convocatoria. 
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Con sustento en lo expuesto y en la motivación de la Resolución Nº 905 de 2019, es evidente que 

este acto administrativo se expidió con base en las reglas y lineamientos que establecer las normas 

vigentes para la elección de los contralores distritales y municipales. De manera que, el argumento 

según el cual la Resolución Nº 905 de 2019 desconoce las normas que regulan la elección de la 

persona que ocupara ese cargo público es falso.  

 

b. Con la expedición de la Resolución Nº 0905 de 2019 la mesa directiva no desconoció 

el reglamento interno de la corporación, establecido mediante el Acuerdo Nº 741 de 

2019 

De acuerdo con la motivación de la Resolución Nº 027 de 2020, que detallé atrás, la Resolución Nº 

0905 de 2019 desconoció el reglamento interno del Concejo de Bogotá. Sin embargo, en el texto 

de la resolución atacada no se evidencian las razones por las cuales la mesa directiva del Concejo 

de Bogotá concluyó el presunto desconocimiento.   

 

Así que, siguiendo el orden de la exposición de la motivación del acto administrativo demandado, 

se puede deducir que la mesa directiva del Concejo de Bogotá -2020- entendió, equivocadamente, 

que con la expedición de la Resolución Nº 0905 de 2019 se desconocieron las normas que regulan 

la elección del contralor y, por ende, también desconoció el Artículo 105 del Acuerdo Nº 741 de 

2019, en el que se consagró que la mesa directiva de esa corporación adelantará el respectivo 

proceso de convocatoria pública para la elección de conformidad con las normas legales vigentes. 

 

El artículo citado del reglamento interno del Concejo de Bogotá indica lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 105.- Elección del Contralor o Contralora. El Concejo de Bogotá, 
D.C., elegirá el Contralor o la Contralora de Bogotá, durante el primer periodo de 
sesiones ordinarias correspondiente al inicio del período constitucional, para un 
periodo institucional de cuatro (4) años, que iniciará el primero de marzo y concluirá 
el último día de febrero. Para el efecto de su elección se hará conforme a las normas 
legales vigentes. 

  
Parágrafo. La Mesa Directiva del Concejo de Bogotá, D.C., adelantará el respectivo 
proceso de convocatoria pública de conformidad con las normas legales vigentes. 

 

Como lo señala la norma transcrita, la mesa directiva del Concejo de Bogotá debe adelantar el 

proceso de convocatoria pública de conformidad con las normas legales vigentes, que, como ya lo 

indiqué, corresponden a la Ley 1904 de 2018 y la Resolución Nº 728 del 18 de noviembre de 2019. 

Esta regulación se cumplió por parte de la mesa directiva del Concejo de Bogotá al momento de 

expedir la Resolución Nº 0905 de 2019, como lo expliqué en el literal anterior.  

 

Por tal motivo, concluir, como lo hizo la mesa directiva de la citada corporación, que este órgano 

desconoció el reglamento del Concejo no tiene sustento fáctico ni jurídico, pues como se desprende 

de la motivación de la Resolución Nº 0905 de 2019, lo que hizo la mesa directiva en ese acto 

administrativo, fue desarrollar las pautas y lineamientos establecidos en la Ley 1904 de 2018 para 

la elección del contralor distrital de Bogotá. Así mismo, desarrolló las pautas y reglas señaladas por 

la Contraloría General de la República en la Resolución Nº 728 de 2019.  

 

Muestra adicional de la veracidad de mi dicho, es el cronograma que se estableció en la Resolución 

Nº 0905 de 2019, el que, como se advierte al hacer una comparación simple del texto de la Ley 

1904 de 2018 y de la Resolución Nº 728 de 2019, corresponde a la consagración de las etapas 

señaladas por la Contraloría General de la República para la elección de los contralores distritales 

y municipales.  

 

Las etapas consagradas y descritas en el cronograma para la elección del contralor distrital de 

Bogotá se definieron en la Resolución Nº 0905 de 2019 según el Artículo 2º de la Ley 1904 de 2018 

y, así mismo, se consagraron etapas para garantizar los principios de publicidad, transparencia, 



  13 

participación ciudadana, equidad de género y criterios de mérito para su selección7 en cumplimiento 

del Artículo 6º de la citada ley. 

 

A continuación, transcribo el cronograma señalado en la Resolución Nº 0905 de 2019, así: 

 

 

 

 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                 
7 Artículo 2º Ley 1904 de 2019. La Convocatoria Pública previa a la elección del Contralor General de la República 
por el Congreso de la República en pleno, deberá cumplir con los requisitos y procedimientos establecidos en esta ley, 
que garanticen los principios de publicidad, transparencia, participación ciudadana, equidad de género y criterios de 
mérito para su selección 

Actividad Fecha Lugar 

Publicación de la Convocatoria 17 de enero al 

2 de febrero de 2020 Podrán emplearse los medios previstos en el artículo 

2.2.6.5 del Decreto 1083 de 2015. No obstante, como 

mínimo deberá publicarse en la página web del Concejo 

de Bogotá D.C., www.concejobogota.gov.co 

Inscripción 3 al 5 de febrero de 2020 Sede principal del Concejo de Bogotá, D.C., ubicada en 

la Calle 36 No. 28A-41 en horario de 8:00 am a 4:00 pm 

Verificación de requisitos mínimos 

y documentación 

4 al 7 de febrero de 2020 Verificación de requisitos y documentación será 

adelantada por la Universidad Nacional de Colombia 

Publicación de las listas de 

admitidos y no admitidos 

10 de febrero de 2020 Página web del Concejo de Bogotá, D.C. 

www.concejobogota.gov.co 

Página de la Universidad Nacional de Colombia 

Presentación de reclamaciones 

requisitos mínimos 

11 y 12 de febrero Página web del Concejo de Bogotá, D.C. 

www.concejobogota.gov.co 

Página de la Universidad Nacional de Colombia 

Respuesta a reclamaciones 

requisitos mínimos 

12,13 y 14de febrero Página web del Concejo de Bogotá, D.C. 

www.concejobogota.gov.co 

Página de la Universidad Nacional de Colombia 

Publicación de las listas definitivas 

de admitidos y no admitidos. 

18 de febrero Por medio de la página web del Concejo de Bogotá, 

D.C. www.concejobogota.gov.co 

Página de la Universidad Nacional de Colombia 

Aplicación prueba escrita de 

conocimientos 

28 de marzo En el lugar y hora indicados por la Universidad 

Nacional 

Publicación de los resultados de las 

pruebas escritas de conocimientos 

6 de abril Por medio de la página web del Concejo de Bogotá, 

D.C. www.concejobogota.gov.co 

Página de la Universidad Nacional de Colombia 

Presentación de reclamaciones con 

respecto a los resultados de las 

pruebas escritas de conocimiento 

7 y 8 de abril Por medio de la página web del Concejo de Bogotá, 

D.C. www.concejobogota.gov.co 

Página de la Universidad Nacional de Colombia 

Respuestas a las reclamaciones con 

respecto a los resultados de las 

pruebas escritas de conocimiento 

8,13 y 14 de abril Por medio de la página web del Concejo de Bogotá, 

D.C. www.concejobogota.gov.co 

Página de la Universidad Nacional de Colombia 

Publicación de los resultados 

definitivos de las pruebas escritas 

15 de abril Por medio de la página web del Concejo de Bogotá, 

D.C. www.concejobogota.gov.co 

Página de la Universidad Nacional de Colombia 

Aplicación pruebas clasificatorias 

(formación, experiencia, actividad 

docente y producción ámbito fiscal) 

7 al 17 de abril Lugar en el que disponga la Universidad Nacional de 

Colombia 

Publicación resultados pruebas 

clasificatorias 

(formación, experiencia, actividad 

docente y producción ámbito fiscal) 

22 de abril Por medio de la página web del Concejo de Bogotá, 

D.C. www.concejobogota.gov.co 

Página de la Universidad Nacional de Colombia 

Presentación de reclamaciones 

pruebas clasificatorias 

23 y 24 de abril Por medio de la página web del Concejo de Bogotá, 

D.C. www.concejobogota.gov.co 

Página de la Universidad Nacional de Colombia 

Respuesta de reclamaciones pruebas 

clasificatorias 

29 de abril Por medio de la página web del Concejo de 
Bogotá, D.C. www.concejobogota.gov.co 

Página de la Universidad Nacional de Colombia 

http://www.concejobogota.gov.co/
http://www.concejobogota.gov.co/
http://www.concejobogota.gov.co/
http://www.concejobogota.gov.co/
http://www.concejobogota.gov.co/
http://www.concejobogota.gov.co/
http://www.concejobogota.gov.co/
http://www.concejobogota.gov.co/
http://www.concejobogota.gov.co/
http://www.concejobogota.gov.co/
http://www.concejobogota.gov.co/
http://www.concejobogota.gov.co/
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Parágrafo: El cronograma podrá ser modificado previa publicación en la página web del Concejo de Bogotá D.C 
www.concejobogota.gov.co y de la Universidad Nacional de Colombia teniendo en cuenta los términos señalados en las 
normas aplicables y los previstos en el presente documento. 
 
 

De este cronograma también se puede advertir que la convocatoria se realizó con una antelación 

de más de 3 meses de acuerdo con lo exigido en el Artículo 3º de la Resolución Nº 728 de 2019, a 

pesar de que, en el parágrafo transitorio del mismo artículo, se indica que para la elección de los 

contralores municipales en el año 2020 este término no será obligatorio. No obstante, la mesa 

directiva del Concejo de Bogotá -2019- planeó un cronograma que iba desde el mes de enero al 

mes de del mencionado artículo. 

 

Finalmente, nótese nuevamente en lo consagrado en el parágrafo del Artículo 5º de la Resolución 

Nº 741 de 2019 – reglamento del Concejo de Bogotá. En este se indica que la mesa directiva del 

Concejo de Bogotá D.C. adelanta el respectivo proceso de convocatoria pública para la elección 

del contralor de Bogotá de conformidad con las normas vigentes. De manera que, en el reglamento 

interno de esa corporación no se estableció la obligación a la mesa directiva de someter a 

aprobación previa de la sala plena del concejo la convocatoria del contralor. Así que, conforme con 

la Ley 1904 de 2018 y al reglamento interno del Concejo de Bogotá la mesa directiva de esta 

corporación tiene como función iniciar la convocatoria para la elección del multicitado cargo, sin 

injerencia de otras instancias. 

 

En ese sentido, la mesa directiva -2019- no tenía la obligación de presentar ante la plenaria la 

convocatoria del contralor. De acuerdo con el Artículo 105 la obligación de la mesa directiva 

consiste en adelantar la convocatoria conforme con la Ley 1904 de 2018 y la Resolución Nº 728 de 

2019, o aquellas que la modifiquen o sustituyan, y eso, en efecto, fue lo que hizo con la Resolución 

Nº 905 de 2019.  

 

Con fundamento en lo expuesto en este literal, es evidente que la Resolución Nº 0905 de 2019 no 

desconoció lo consagrado en el reglamento del Concejo de Bogotá, Resolución Nº 741 de 2019. 

 

c. El presunto desconocimiento de lo estipulado en el contrato interadministrativo Nº 

190513-0-2019 por parte de la mesa directiva del Consejo de Bogotá -2019- no 

configura la causal de que el acto es contrario a la ley que regula la elección del 

contralor distrital de Bogotá 

 

En la motivación de la Resolución Nº 027 de 2020, la mesa directiva del Concejo de Bogotá 

concluyó que la mesa anterior al expedir la Resolución Nº 0905 de 2019 se extralimitó en sus 

funciones al expedir la convocatoria para la elección del contralor distrital sin que la Universidad 

Nacional, en cumplimiento de una de las cláusulas del contrato No. 190513-0-2019, hubiese 

presentado un proyecto de acto administrativo de convocatoria. 

 

De tal manera, que la mesa directiva en la Resolución Nº 027 de 2020 concluyó que la mesa directiva 

anterior no podía expedir acto administrativo alguno y, en ese orden, la Resolución Nº 0905 de 

2019 es una decisión que está en contravía de las normas vigentes y del acuerdo de voluntades 

suscrito con la Universidad Nacional, toda vez que, al expedirlos, éste se configuró en un acto 

ilegal. 

 

 

Entrega Terna 28 de abril Por medio de la página web del Concejo de Bogotá, 

D.C. www.concejobogota.gov.co 

Página de la Universidad Nacional de Colombia 

Aplicación examen de integridad-

DAFP 

30 de abril Ante la DAFP. 

Aplicación entrevista por parte del 

Concejo de Bogotá 

4 de mayo 

2020 

En la Plenaria del Concejo de Bogotá. 

http://www.concejobogota.gov.co/
http://www.concejobogota.gov.co/
Martha
Resaltado
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La anterior conclusión es la más falaz que se puede advertir en la motivación de la Resolución Nº 

027 de 2019, por las siguientes razones: 

 

-Para el momento de la expedición de la Resolución Nº 0905 de 2019, el Concejo de Bogotá ya 

había suscrito el contrato interadministrativo Nº 19513-0-2019 y, de acuerdo con lo expuesto en 

este acto administrativo, la Universidad Nacional, con la finalidad de suscribir el acta de inicio, 

acordó con el Concejo de Bogotá el cronograma para la convocatoria de la elección de contralor 

distrital, que finalmente se consagró en la mencionada resolución.  

 

Al respecto, en la Resolución Nº 0905 de 2019 se indicó lo siguiente: 

 
Que la Directora de Gestión Corporativa de la Secretaria Distrital de Hacienda, 
Facultada por la Resolución SHD-000432 del 25 de noviembre de 2016, suscribió 
contrato interadministrativo N°190513-0-2019 desde el 19 de diciembre de 2019, con 
la universidad Nacional de Colombia, a fin de prestar los servicios para adelantar los 
procesos de selección basados en el mérito, mediante procedimientos y medios 
técnicos, objetivos e imparciales, que permitan la participación en igualdad de 
condiciones de quienes se presenten como aspirantes para proveer los cargos de 
Personero de Bogotá y Contralor de Bogotá, conforme a las disposiciones 
constitucionales, legales y reglamentarias que regulan la materia. 

 
Que con el fin de llevar a cabo la firma del Acta de Inicio del contrato 
interadministrativo N°190513- 0-2019, suscrito entre la Secretaria Distrital de 
Hacienda y la Universidad Nacional de Colombia se llevó a cabo reunión en el Centro 
de Investigaciones para el Desarrollo (CID) en la cual el Concejo de Bogotá y la Dra. 
Vilma Narváez Narváez (Subdirectora del CID), Dra. Ángela Torres Marino 
(Directora del Proyecto contrato interadministrativo N°190513-0-2019), Camilo 
Calvo Salamanca (Asesor Jurídico del Proyecto contrato interadministrativo 
N°190513-0-2019) y Diana Torres (Asesora Jurídica del CID), acordaron los 
cronogramas a llevar a cabo para La Convocatoria Pública para proveer el cargo de 
Contralor Distrital. (…) 

 
 

Sin embargo, y tal como lo manifestó la mesa directiva en la Resolución Nº 027 de 2020, según una 

comunicación del Centro de Investigaciones para el Desarrollo -CID-, la Universidad Nacional 

desconocía la Resolución Nº 0905 de 2019 y que, en principio, había acordado entregar el 

cronograma de la convocatoria el 9 de enero de 2020. 

 

Sobre este aspecto, resalto que las diferencias o inconvenientes en el cumplimiento o entrega de 

productos por parte de la Universidad Nacional en virtud de las obligaciones estipuladas en el 

contrato interadministrativo Nº 19513-0-2019 corresponden a eso, a situaciones meramente 

derivadas de un contrato y que en nada tienen que ver con las funciones o responsabilidades 

asignadas por la ley y los reglamentos a la mesa directiva del Concejo de Bogotá.  

 

Así, es erróneo concluir que, el presunto desconocimiento por parte de la mesa directiva del 

contrato suscrito con la Universidad Nacional, al no esperar que este ente entregara un proyecto 

de acto administrativo de convocatoria para expedir la Resolución Nº 905 de 2019, la hace ilegal 

por dos razones:  

 

(i) Las funciones de la mesa directiva del Concejo de Bogotá D.C. 

 

Según los artículos 1º8, 2º y 3º de la Resolución Nº 741 de 2019 – Reglamento del Concejo de 

Bogotá, esta corporación es político -administrativa de elección popular y ejerce sus atribuciones 

como suprema autoridad del Distrito Capital de conformidad con la Constitución y la Ley.  

 

 

                                                 
8 Resolución Nª 741 de 2019. ARTÍCULO 1.- NATURALEZA. El Concejo de Bogotá, D.C., es una Corporación 

Político - Administrativa de Elección Popular y ejerce sus atribuciones como Suprema Autoridad del Distrito Capital, 
de conformidad con la Constitución y la ley. 
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También indican los artículos mencionados, que goza de autonomía administrativa y presupuestal 

y que, sus atribuciones, funciones y competencias las ejerce de conformidad con la establecido en 

la Constitución Política, el Estatuto Orgánico para Bogotá, D.C., las leyes especiales, así como las 

conferidas a las Asambleas Departamentales en lo que fuere compatible con su régimen especial. 

En ausencia de las normas anteriores, se somete a las disposiciones constitucionales y legales 

vigentes para los municipios. 

 

Ahora bien, dentro de la estructura orgánica del Concejo de Bogotá D.C. se encuentra la mesa 

directiva, que es el órgano de dirección y de gobierno de esta corporación. Está integrada por un 

presidente, un primer vicepresidente y segundo vicepresidente para periodos fijos de un año, 

elegidos por la plenaria9.  

 

De manera que, en el Artículo 20 del reglamento del Concejo de Bogotá se establecen las funciones 

de la mesa directiva, así: 

 

Artículo 20.- Funciones de la Mesa Directiva del Concejo De Bogotá. La Mesa 
Directiva del Concejo de Bogotá, D.C., ejercerá las siguientes funciones: 

  
1.  Ordenar y coordinar por medio de resoluciones las labores del Concejo de Bogotá, 
D.C. 

  
2.  Velar por el ordenado y eficaz funcionamiento del Concejo de Bogotá, D.C. 

   
3. Coordinar el trabajo de las Comisiones Permanentes, velar por su normal 
funcionamiento, el desarrollo de sus labores y la prontitud en el cumplimiento de sus 
obligaciones. 

  
4. Ordenar mediante resolución motivada las medidas y acciones que deban tomarse 
para conservar la tranquilidad del Concejo de Bogotá, D.C., y el normal desempeño 
de las funciones que le han sido asignadas por la Constitución, la ley y los acuerdos 
del Concejo de Bogotá D.C. 

  
5.  Nombrar y remover mediante resolución los empleados de la Corporación. 

  
6.  Reglamentar mediante resolución motivada todo lo relacionado con la 
administración y manejo del personal de la Corporación. 

  
7.  Vigilar la aplicación del régimen disciplinario a la totalidad de los servidores 
públicos. 

  
8. Aplicar las sanciones disciplinarias impuestas a los miembros de las Bancadas por 
los respectivos partidos, movimientos o grupos significativos de ciudadanos, de 
acuerdo con la ley. 

  
9. Acoger y respetar lo dispuesto en el Estatuto de la Oposición Política o las normas 
que lo modifiquen o sustituyan. 

  
10. Las demás que este Reglamento o la ley le asignen. 

 

En adición, como ya lo he citado, el Artículo 105 del reglamento le asigna la función de adelantar 

el proceso de convocatoria de la elección del contralor de Bogotá.  

 

Así las cosas, en cumplimiento del Artículo 6º de la Constitución Política la mesa directiva, de igual 

forma que todo servidor público, tiene como función todo aquello que le sea asignado por la 

Constitución, la Ley o los reglamentos. Entonces, de la revisión de las disposiciones que le asignan 

funciones a la mesa directiva del Concejo de Bogotá se puede advertir con claridad que tiene como 

función realizar la convocatoria de la elección del contralor y, para ello, no está condicionada a la 

forma o entrega de un proyecto de documento o de agotar una fase previa para cumplir con esta 

función.  

                                                 
9 Numeral 1º del Artículo 11 de la Resolución Nº 741 de 2019.  (…) 1. Plenaria del Concejo de Bogotá. Está 
conformada por la totalidad de los Concejales de la Corporación. La Plenaria elige un órgano de dirección y de gobierno 
denominado Mesa Directiva del Concejo de Bogotá, D.C., elige e integra las Comisiones Permanentes, elige al 
Secretario General y demás funcionarios de su competencia. 
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(ii) El contrato interadministrativo celebrado no es una función de la mesa directiva 

 

Por ese motivo, la mesa directiva -2020- en el acto administrativo demandado, confunde las 

funciones de la mesa con una obligación contractual asignada, en el caso del contrato 

interadministrativo Nº 19513-0-2019, a la Universidad Nacional. Lo anterior, se observa en el 

contrato que se allega con esta demanda, en el que claramente se estipula que, para la procedencia 

del primer pago a la Universidad Nacional, en un porcentaje del 15%, es necesario que ésta entregue 

un cronograma y la elaboración y publicación del acto administrativo de convocatoria pública del 

proceso de selección, expedido por la Mesa Directiva del Concejo de Bogotá D.C., así: 

 

Forma de pago: (…) previa entrega de las siguientes actividades y/o productos: a) 

Un 15% a la entrega del plan de trabajo aprobado y con el visto bueno del Supervisor 

del Contrato, el cronograma del proceso de selección, la elaboración y publicación del 

acto administrativo de convocatoria pública del proceso de selección, expedido por la 

Mesa Directiva del Concejo de Bogotá D.C., acta de cierre de inscripciones, listado 

definitivo de admitidos y no admitidos para presentar pruebas en la Convocatoria del 

Personero de Bogotá, 

 
Lo anterior evidencia una vicisitud contractual en tanto que, para el 30 de diciembre de 2019, la 

mesa directiva del Concejo de Bogotá expidió el acto administrativo que ordenó el inicio del 

proceso de convocatoria pública para proveer el cargo de contralor distrital, lo que, en principio, 

se podía remediar mediante una modificación contractual, en gracia de discusión sobre el acuerdo 

o no del CID con el cronograma consagrado en la Resolución Nº 0905 de 2019. 

 

No es jurídicamente válido indicar que, la cláusula de un contrato que tiene como finalidad definir 

la forma de pago al contratista, anule o modifique una función expresa asignada por un reglamento 

con sustento en la ley a una entidad y, menos, que condicione el ejercicio de su función al actuar o 

no del contratista. Porque si la tesis de la mesa directiva -2020- fuese de recibo, se entendería que, 

hasta que la universidad -contratista- entregue el proyecto de acto administrativo la mesa directiva 

no puede cumplir su función consagrada en la Ley 1904 de 2018 y en el Artículo 105 del 

Reglamento del Concejo de Bogotá, lo que, a todas luces, no tiene sentido.  

 

Por último, considero importante señalar que, si bien la celebración del contrato interadministrativo 

con la Universidad Nacional se celebró para el cumplimiento de las reglas y directrices indicadas 

en la Ley 1904 de 2018 y en la Resolución Nº 728 de 2019, este hecho no convierte el contrato en 

una norma y menos tiene sus efectos.  

 

Así las cosas, la entrega de un producto para que proceda un pago a favor de un contratista no es 

una condición para el ejercicio de la función de la mesa directiva del Concejo de Bogotá de tramitar 

la convocatoria pública para proveer el cargo de contralor distrital.  Tampoco es cierto que la 

expedición de un acto administrativo en ejercicio de una función expresa consagrada en la ley y en 

un reglamento esté sometida a la actividad previa de un contratista o que esta acción u omisión sea 

una forma legalmente exigible para su expedición.  

 

 
4.6. Conclusión: La Resolución Nº 027 de 2020 está viciada por falsa motivación  

 
De acuerdo con todo lo anterior, se debe declarar la nulidad de la Resolución Nº 027 de 2020 por 

estar incursa en un vicio de falsa motivación. Esto por tres razones, ya explicadas anteriormente: 

(a) Con la expedición de la Resolución Nº 905 de 2019, la mesa directiva del Concejo Directivo de 

Bogotá -2019- no desconoció las normas que regulan la elección del contralor distrital, (b) Con la 

expedición de la Resolución Nº 905 de 2019, la mesa directiva del Concejo Directivo de Bogotá -

2019- no desconoció el reglamento interno de la corporación establecido mediante el Acuerdo Nº 

741 de 2019 y (c) El presunto desconocimiento de lo estipulado en el contrato interadministrativo 

Nº 190513-0-2019 por parte de la mesa directiva del Consejo de Bogotá -2019- no tiene la vocación 
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de configurar la causal de que el acto es contrario a la ley que regula la elección del contralor distrital 

de Bogotá.  En este caso, la falsa motivación implica la vulneración a varias normas constitucionales 

y legales, explicado en el acápite del concepto de violación.  

 

Así mismo, vulneró el Artículo 93 del CPCA que consagra la figura de revocatoria directa. En 

palabras de Santofimio Gamboa10, la revocación de los actos administrativos, por un lado, es un 

mecanismo directo que puede usar el sujeto pasivo del acto frente a la autoridad que lo expidió o 

ante su superior jerárquico o funcional, por otra, una medida unilateral de la administración para 

dejar sin efectos decisiones adoptadas por ésta. En ambos casos se generan actuaciones 

administrativas11. 

 

Este mecanismo unilateral de la administración fue otorgado por el legislador con el fin de que ésta 

revisara sus propias actuaciones y, dentro del contexto de la actuación oficiosa, sacar del tránsito 

jurídico decisiones por ella misma adoptadas. Ahora bien, la decisión unilateral tomada por la 

administración, en el caso de los actos administrativos generales, se toma con sustento en precisas 

causales establecidas en la ley.  

 

Según la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, la revocatoria de los actos 

administrativos tiene como propósito:   

(...) no permitir que continúe vigente y produzca efectos un acto contrario al orden 
jurídico o al interés público o social, es decir, el imperio del principio de legalidad y el 
de la oportunidad y conveniencia de la Administración, entendida como servicio 
público y obrando en función de ese servicio (…)12 

Así las cosas, la administración tiene la facultad de revisar sus actos y, si encuentra mérito, de 

conformidad con las causales señaladas en el Código Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, podrá revocarlos. Lo anterior implica que, el acto administrativo 

válido y a pesar de gozar de presunción de legalidad en cualquier momento puede salir del mundo 

jurídico, siempre y cuando se configuren las causales descritas en el Artículo 93 del CPACA 

para su procedencia.  

 

Entonces, la figura de la revocatoria directa es entendida como el retiro de un acto administrativo 

legalmente válido por parte de la administración -que lo expidió- y opera en virtud de los motivos 

señalados en la ley. Los cuales están estructurados a partir de razones de legalidad, oportunidad y 

conveniencia.  

 

La Corte Constitucional en Sentencia C- 095 del 18 de marzo de 1998 sobre la revocatoria directa 

señaló: 

 

La figura de la revocación directa de un acto administrativo no forma parte de la vía 
gubernativa, ni constituye un recurso ordinario, se trata de una decisión soberana y 
unilateral de la administración en cumplimiento de un deber de revisión del Estado de 
sus propios actos, que se sustenta en el principio de legalidad, y en los valores 
fundantes constitucionales a la libertad de los administrados y a la justicia, que le 
permite rectificar su actuación o decisión sin la necesidad de recurrir al conocimiento 
de los tribunales contencioso-administrativos. 

 

Cuando esta figura es usada por la administración de manera oficiosa, deberá observar y demostrar 

que se configuró algunas de las causales del Artículo 93 de la Ley 1437 de 2011. Por tal motivo, 

deberá observar las reglas exigibles a cualquier actuación administrativa, respetando el debido 

proceso y las garantías de todos los ciudadanos, natuarlemente, el principio de legalidad. Lo 

anterior implica, expedir actos administrativos que tengan como fin revocar sus propios 

actos con sustento en hechos que se compadezcan con la realidad, con los hechos realmente 

probados y de conformidad con las normas y reglas jurisprudenciales que rijan la materia.  

                                                 
10 Santofimio Gamboa, Jaime Orlando. Compendio de Derecho Administrativo. Página 345 
11 Artículo 93 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 
12 Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 14 de noviembre de 1975 
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Para el caso que nos ocupa, la mesa directiva del Concejo de Bogotá con la expedición de la 

Resolución Nº 027 de 2020 vulneró el Artículo 93 del CPACA, porque no invocó los fundamentos 

jurídicos exigidos en esa disposición, pues ninguno de los hechos que motivaron el acto 

administrativo configuraron una violación u oposición con la Constitución o la Ley.  

 

Así las cosas, como la resolución demandada decidió revocar otro acto administrativo, configuró 

una situación frente a los ciudadanos, de manera que, es un acto demandable ante la jurisdicción 

contenciosa administrativa. Así lo ha indicado el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo - Sección Primera Consejero Ponente: Guillermo Vargas Ayala, (23) de octubre de 

dos mil catorce (2014) radicación número: 25000-23-41-000-2014-00674-01, en la sentencia, cuyos 

apartes se transcriben a continuación:  

 
La jurisprudencia tiene precisado que, en virtud de la misma, el acto que decida la 
solicitud de revocación directa no tiene recursos, y el que la niegue no constituye acto 
administrativo definitivo, ya que no hace parte de la vía gubernativa y no genera una 
situación jurídica nueva o distinta a la del acto administrativo que se solicite revocar 
directamente, por lo cual no es susceptible de acción contencioso administrativa. No 
así el acto que conceda la revocación directa, es decir, el acto revocatorio, que 
justamente por significar una nueva situación jurídica frente a la del acto revocado, 
pasa a ser un nuevo acto administrativo, de allí que se considere que la revocación 
directa es la sustitución o supresión de un acto administrativo mediante otro acto 
administrativo.  

 

Esta Corporación en reiteradas ocasiones, ha expresado que el acto administrativo que 
niegue o rechace una solicitud de revocación directa no constituye acto administrativo 
definitivo, por cuanto no genera una situación jurídica nueva o distinta a la del acto 
objeto de la solicitud y, por ende, tampoco es susceptible de un control judicial por la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo.  

 
Así lo ha precisado la Sección Cuarta de esta Corporación: “(iv) Revocatoria directa. 
(…) de la lectura del artículo 95 del CPACA, puede extraerse que: (i) la formulación 
de la revocatoria directa no impide que se demande el acto objeto de la misma; (ii) el 
hecho de que la administración no se haya pronunciado sobre tal revocatoria, al 
momento de la presentación de la demanda, no implica la falta de agotamiento de la 
actuación administrativa frente a la decisión que se ataca en vía judicial, puesto que tal 
agotamiento se predica frente a los recursos obligatorios que procedan contra la 
misma y que (iii) el acto que resuelve la solicitud de revocatoria no es recurrible. En 
relación con ese último punto, la jurisprudencia de esta Corporación ha sostenido que 
el acto que niega la revocatoria directa no es demandable ante la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, puesto que no crea una situación jurídica nueva o 
diferente a la creada por el acto cuya revocatoria se pide. Diferente ocurre cuando 
la administración accede a revocar el acto, puesto que ahí sí se genera una 
nueva situación jurídica frente al acto revocado.  

 
En este evento se entiende que un acto administrativo [el que revoca directamente] 
sustituye a otro [el revocado], constituyéndose en una decisión susceptible de ser 
demandada en vía judicial.  

 

5. Competencia 

De acuerdo con el numeral 1º del Artículo 155 del CPACA, la presente demanda es competencia 

de los jueces administrativos.  

 
6. Pruebas 

En el presente apartado se enumeran las pruebas que se solicita al juez administrativo, incorporar 

al expediente y ser consideradas al momento de tomar una decisión.  

 

 Documental  

 

A) Copia simple de la Resolución Nº 027 de 2020 

B) Copia simple de la Resolución Nº 0905 de 2019 

C) Copia simple de la Acuerdo Nº 741 de 2019 

https://legislacion.vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
https://legislacion.vlex.com.co/vid/administrativo-contencioso-336265861
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D) Copia simple de la Resolución Nº 728 de 2019 

E) Copia simple el contrato interadministrativo No.  190513-0-2019 

F) Copia Concepto Nº 2436 de 2019, proferido por la Sala de Consulta y Servicio Civil del 

Consejo de Estado, el 12 de noviembre de 2019. 

 
7. Estimación razonada de la cuantía 

   Sin cuantía  

8. Declaración juramentada 

Declaro bajo la gravedad de juramento que no he interpuesto otra demanda de nulidad simple por 

estos mismos hechos. 

9. Solicitud de suspensión provisional de los efectos de la norma accionada 

En el presente aparte, de manera respetuosa, presento las razones por las que considero que su 

despacho debe suspender los efectos de la Resolución Nº 027 de 2020, hasta tanto resuelva de 

fondo el presente medio de control de nulidad, el cual se dirige a demostrar que el acto 

administrativo cuestionado fue expedido con falsa motivación. Al respecto, con relevancia para el 

presente caso, el Artículo 238 de la Constitución Política señala lo siguiente:  

La jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender provisionalmente, 
por los motivos y con los requisitos que establezca la ley, los efectos de los actos 
administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial. 

Específicamente, en el caso de la jurisdicción contenciosa administrativa, el Artículo 231 del 

CPACA señala lo siguiente: 

Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se pretenda la nulidad de un 
acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos procederá por violación 
de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en 
escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su 
confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de 
las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda el 
restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios deberá probarse al 
menos sumariamente la existencia de los mismos.  

Según el Artículo 229 del CPACA, en cualquier proceso declarativo que se adelante ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo es posible solicitar la adopción de medidas cautelares. 

Según el citado Artículo 230 del mismo código, estas pueden ser preventivas, anticipativas o de 

suspensión y deben estar relacionadas directa y necesariamente con las pretensiones de la demanda. 

Así, una de las opciones con que cuenta la ciudadanía al ejercer el medio de control de nulidad 

simple es solicitar la suspensión provisional de los efectos del acto administrativo demandado. 

 

De acuerdo con el Artículo 238 de la Constitución Política, la ciudadanía, a través de la jurisdicción, 

puede solicitar que un acto administrativo deje de surtir efectos, temporalmente, con la intención 

de garantizar el ejercicio de un derecho, impedir que se modifique una situación de hecho o de 

derecho, o asegurar los resultados de una decisión futura13. Así, según el Consejo de Estado, “la 

suspensión provisional constituye un importante instrumento de naturaleza cautelar, temporal y 

accesoria, tendiente a evitar que actos contrarios al ordenamiento jurídico continúen surtiendo 

efectos, dada la presunción de legalidad que los acompaña, mientras se decide su fondo (…)”14 

 

                                                 
13 Corte Constitucional. Sentencia C-523 de 2009. M.P. María Victoria Calle Correa. 7 Consejo de Estado. Sala de lo 
Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección  
14 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. Radicado 11001-03-26- 
000-2014-00101-00 (51754) A. Auto de 12 de febrero de 2016. C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera. 
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Así que, en el caso concreto, la posibilidad de solicitar medidas cautelares dentro del procedimiento 

en el que se tramita, tiene como propósito dotar a la ciudadanía de la posibilidad de disparar el 

control judicial a la administración de una forma adecuada y efectiva. Pues, permitir que una 

situación jurídica se consolide luego de que la ciudadanía plantee serias dudas sobre la legalidad del 

marco en el que se fundamenta, es una vulneración al derecho fundamental de acceso a la justicia.  

 

Por esta razón, solicito que se suspendan los efectos de la Resolución Nº 027 de 2020 porque fue 

falsamente motivada y, consolidar o iniciar un concurso público para la elección de un cargo tan 

importante como el de contralor distrital sobre la base de un acto administrativo viciado de nulidad, 

atenta contra los principios de seguridad jurídica e igualdad de todos los ciudadanos de la capital, y 

principalmente, contra aquellos que están interesados en particiar en esa convocatoria.  

 

De otro lado, la suspensión provisional la solicito, en atención a que, los actos administrativos 

derivados de la decisión tomada por la mesa directiva mediante la Resolución Nº 027 de 2020 son 

abiertamente nulos al tener como sustento una decisión viciada, lo que podría afectar el desarrollo 

normal del proceso de selección del contralor de Bogotá y, con ello, perjudicar los intereses de los 

ciudadanos inscritos y de la ciudadanía en general que confía en la provisión de los cargos públicos 

bajo criterios de idoneidad y mérito.  

 

Así mismo, la solicitud de suspensión de los efectos de la Resolución Nº 027 de 2020 tiene como 

finalidad que el acto administrativo derogado -Resolución Nº 0905 de 2019- mediante la citada 

resolución, tenga nuevamente validez y, de esa forma, bajo el cronograma que en ésta se dispuso, 

dar inicio al proceso de elección de contralor distrital, el que, sin el errado entendimiento de la mesa 

directiva -2020-, hubiese iniciado desde el mes de enero de este año. Lo anterior, garantiza el 

ejercicio del derecho de los ciudadanos interesados en participar en el proceso de selección y el 

derecho de la ciudadanía en general, de contar con un trámite y procedimiento sin vicios de nulidad 

para la pronta elección del contralor distrital.  

 

De manera que, también se aseguraría la efectividad de una decisión futura, al dar inicio al proceso 

de selección de la persona que ocupará un cargo que tiene un rol fundamental en la garantía de 

derechos de rango constitucional, como la protección de los recursos públicos y la participación 

ciudadana para velar por el debido manejo de esos recursos, sin vicios que afecten o perpetuen aún 

más la demora del concejo de Bogotá en dar inicio a esta elección.  

 

De otra parte, el derecho contencioso administrativo está basado en la posibilidad y el derecho de 

hacer control al poder; de ello que las decisiones que se basan en él deban tener en cuenta la 

efectividad que tendrán y, en todo caso, los operadores deben hacer uso de las herramientas que el 

ordenamiento jurídico dispone para asegurarla. Así que, en la elección del contralor de Bogotá, una 

intervención tardía del juez de lo contencioso administrativo tendría como consecuencia una 

elección poco transparente, basada en una revocatoria de un acto administrativo que no se 

compadece con la realidad y que, podría demorar más su selección.  

 

10. Notificaciones 

Demandante: 
 
Recibiré las notificaciones en el correo electrónico angela.maye06@gmail.com. Mi número de 
celular es: 3507025007 
 
Entidad demandada: 
 

El Concejo de Bogotá podrá ser notificada al correo electrónico 

notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co y direccionjuridica@concejobogota.gov.co 

 
Cordialmente; 
 
Ángela Mayerly Cañizales Cáceres 

Cédula de Ciudadanía Nº. 1. 019.070.74

mailto:angela.maye06@gmail.com
mailto:notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co
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 ACUERDO 741 DE 2019 
  

(JUNIO 25) 
 

Por el cual se expide el reglamento interno del Concejo de Bogotá, Distrito Capital 
  

EL CONCEJO DE BOGOTÁ D.C., 
  

En ejercicio de las atribuciones que le confiere el Decreto Ley 1421 de 1993 en su artículo 
doce (12) numeral veinticuatro (24), 

  
ACUERDA: 

  
CAPÍTULO I 

  
NATURALEZA, AUTONOMÍA Y ATRIBUCIONES 

  
ARTÍCULO 1.- NATURALEZA. El Concejo de Bogotá, D.C., es una Corporación Político - 
Administrativa de Elección Popular y ejerce sus atribuciones como Suprema Autoridad del Distrito 
Capital, de conformidad con la Constitución y la ley. 
  
ARTÍCULO  2.- AUTONOMÍA. El Concejo de Bogotá, D.C., como Suprema Autoridad del 
Distrito Capital es autónomo en materia administrativa y presupuestal, en los términos establecidos 
en la ley. 
  
ARTÍCULO 3.- ATRIBUCIONES. El Concejo de Bogotá, D.C., ejerce las atribuciones, funciones 
y competencias de conformidad con lo establecido en la Constitución Política, el Estatuto Orgánico 
para Bogotá, D.C., las leyes especiales, así como las conferidas a las Asambleas Departamentales en 
lo que fuere compatible con su régimen especial. En ausencia de las normas anteriores, se somete a 
las disposiciones constitucionales y legales vigentes para los municipios. 
  
 
 
 
 
 

  



CAPÍTULO II 
  

RÉGIMEN DE LAS BANCADAS 
  
ARTÍCULO 4.- Los miembros del Concejo de Bogotá, D.C. representan al pueblo y deberán actuar 
en bancadas, consultando la justicia, el bien común y de conformidad con lo dispuesto en la 
Constitución, la ley, el Reglamento Interno del Concejo, los estatutos o reglamentos de cada partido, 
movimiento político o grupos significativos de ciudadanos. 
  
Son responsables políticamente ante la sociedad, el partido, movimiento o grupo significativo de 
ciudadanos y frente a sus electores, por el cumplimiento de las obligaciones propias de su investidura. 
  
Para todos los efectos legales, con antelación a la instalación del Concejo de Bogotá, D.C., para un 
nuevo periodo constitucional, las Bancadas radicarán ante la Secretaría General del Concejo sus 
respectivos estatutos o reglamentos de bancada expedidos por cada partido, movimiento político o 
grupo significativo de ciudadanos radicados ante la autoridad competente y se publicarán en la Página 
Web del Concejo de Bogotá, D.C. 
  
ARTÍCULO 5.- RÉGIMEN DE BANCADAS. Los miembros del Concejo de Bogotá, 
D.C., elegidos por un mismo partido, movimiento Político o grupo significativo de ciudadanos 
constituyen una Bancada. 
  
Cada Concejal pertenecerá exclusivamente a una Bancada. 
  
ARTÍCULO 6.- DERECHOS DE LAS BANCADAS. Sin perjuicio de las facultades o 
atribuciones que por virtud del presente Reglamento se les confiere de manera individual a los 
Concejales, las Bancadas tendrán los derechos consagrados en la Constitución, la Ley de Régimen de 
Bancadas, el Estatuto de la Oposición Política y demás normas vigentes. 
  
ARTÍCULO 7.- VOCEROS. Cada Bancada tendrá un vocero, quien se encargará de representarla 
en las distintas actividades de la Corporación y en la Plenaria. 
  
Los voceros de las Bancadas deberán ser designados de acuerdo con la ley y los estatutos de cada 
partido o reglamento para el caso de cada movimiento o grupo significativo de ciudadanos y serán 
comunicados de manera oficial al Presidente de la Corporación. 
  
Las Bancadas podrán designar un vocero para un tema en especial, dirigir un debate de control 
político o liderar un proyecto de acuerdo. 
  
De la misma forma, en cada Comisión Permanente habrá un vocero por Bancada, el cual deberá ser 
oficializado ante el Presidente de la respectiva Comisión. 
  
En caso de ausencia temporal o absoluta, la Bancada decidirá su remplazo y lo comunicará 
oficialmente al Presidente. 
  
ARTÍCULO 8.- JUNTA DE VOCEROS.  Los voceros de las Bancadas de los diferentes partidos 
con representación en el Concejo de Bogotá, D.C., el Presidente de la Corporación y los Presidentes 
de las Comisiones Permanentes constituyen la Junta de Voceros. Se reunirá ordinariamente cada mes 
y extraordinariamente cuando el Presidente de la Corporación lo estime, quien la convocará y 
presidirá. 
  



En ésta se definirán las prioridades en la programación de los debates de control político, foros y 
proyectos de acuerdo, atendiendo equitativamente la participación de las Bancadas y garantizando la 
participación de todas, en especial de las que se hayan declarado en oposición al Acalde Mayor de 
turno, conforme a lo establecido en el Estatuto de la Oposición y la Ley de Bancadas. 
  
ARTÍCULO 9.- DECISIONES. Las Bancadas adoptarán decisiones democráticamente de 
conformidad con lo dispuesto en su reglamento interno, sus decisiones se harán públicas por el 
vocero de la misma. 
  
Cuando la decisión frente a un tema sea la de dejar en libertad a sus miembros, se dejará constancia 
de ello en el acta respectiva de la reunión de la Bancada. 
  
ARTÍCULO 10.- CONSTANCIA. El Concejo de Bogotá, D.C. publicará en la página web, en el 
link de la correspondiente Bancada de la Corporación, las constancias que las Bancadas dejen por 
escrito en el momento de la respectiva votación. 
  

CAPÍTULO III 
  

DE LA ESTRUCTURA ORGÁNICA DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
  
ARTÍCULO 11.- ESTRUCTURA ORGÁNICA INTERNA. El Concejo de Bogotá, D.C., tendrá 
la estructura orgánica interna establecida en los Acuerdos números 28 y 29 de 2001; y en los 
contenidos en el presente Acuerdo y demás normas que lo modifiquen o adicionen, observando como 
mínimo la siguiente estructura básica para ejercer el control político y la función normativa: 
  
1. La Plenaria del Concejo de Bogotá, D.C. 
  
Está conformada por la totalidad de los Concejales de la Corporación. La Plenaria elige un órgano de 
dirección y de gobierno denominado Mesa Directiva del Concejo de Bogotá, D.C., elige e integra las 
Comisiones Permanentes, elige al Secretario General y demás funcionarios de su competencia. 
  
2.  La Mesa Directiva del Concejo de Bogotá, D.C. 
  
Es el órgano de dirección y de gobierno. Estará integrada por los siguientes miembros elegidos por 
la Plenaria de la Corporación para periodos fijos de un (1) año: Un Presidente, un Primer 
Vicepresidente y un Segundo Vicepresidente. Igual integración y período tendrán las Mesas Directivas 
de las Comisiones Permanentes. 
  
3.  Comisiones Permanentes 
 
Son aquellas que cumplen funciones especializadas y específicas de acuerdo a la materia conforme lo 
disponga el Concejo de Bogotá, D.C., y el presente Reglamento. 
  
4.  Unidades de Apoyo Normativo (UAN) 
  
Las Unidades de Apoyo Normativo (UAN) establecidas en el artículo tercero (3º) del Acuerdo 29 de 
2001, estarán conformadas por un máximo de doce (12) funcionarios de libre nombramiento y 
remoción. 
  
 
 
 



CAPÍTULO IV 
  

INSTALACIÓN DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
  
ARTÍCULO 12.- SESIÓN DE INSTALACIÓN. El primero (1°) de enero siguiente a la elección 
de cada periodo constitucional, a las 3 p.m., en sesión plenaria se instalará el Concejo de Bogotá, D.C. 
con la presencia del Alcalde Mayor, sin que su ausencia impida, ni vicie dicha instalación. Para este 
fin los Concejales se reunirán en el recinto del Cabildo. 
  
Esta sesión será presidida por el Concejal que haya ejercido la presidencia en el último año del periodo 
constitucional inmediatamente anterior, si fuere reelegido, o en su defecto, por el Concejal de acuerdo 
con el orden alfabético de apellido. 
  
Parágrafo. Si por fuerza mayor o caso fortuito no se puede llevar a cabo la instalación se hará tan 
pronto como fuere posible.  
  
ARTÍCULO 13.- POSESIÓN. En la sesión de instalación a que se refiere el artículo anterior de 
este Reglamento, el Presidente provisional posesionará a los Concejales, después de tomarles el 
juramento de cumplir fielmente los deberes y responsabilidades como Concejales, respetar su 
investidura como miembro de la primera autoridad político-administrativa de la Capital de la 
República y cumplir y hacer cumplir la Constitución, la ley y los acuerdos del Distrito Capital. 
  
ARTÍCULO 14.- UBICACIÓN POR BANCADAS. Los Concejales se ubicarán en la respectiva 
curul, teniendo en cuenta la distribución por Bancadas, la cual deberá ser definida por la Mesa 
Directiva del período que termina una vez se conozca el resultado electoral. 
  
ARTÌCULO 15.- INSTALACIÒN DE SESIONES ORDINARIAS Y 
EXTRAORDINARIAS. El Presidente del Concejo de Bogotá, D.C. o quien haga sus veces instalará 
y clausurará las sesiones ordinarias y extraordinarias del Concejo de Bogotá, D.C. En estas sesiones 
se entonarán el Himno Nacional y del Distrito Capital. 
  
Parágrafo. En las sesiones de instalación y clausura se podrán adelantar debates de control político 
y discusiones de proyectos de acuerdo. 
  

CAPÍTULO V 
  

DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONCEJO DE BOGOTA, D.C, SUS COMISIONES 
PERMANENTES Y SERVIDORES PÚBLICOS 

  
ARTÍCULO 16.- INTEGRACIÓN DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONCEJO DE 
BOGOTÁ, D. C. Y SUS COMISIONES PERMANENTES. La Mesa Directiva del Concejo de 
Bogotá, D.C. y las Mesas Directivas de las Comisiones Permanentes estarán integradas por un 
Presidente, un Primer Vicepresidente y un Segundo Vicepresidente. 
  
Parágrafo 1. El Concejo de Bogotá, D.C., tendrá un Secretario General elegido por la Plenaria de la 
Corporación de conformidad con la Constitución y la ley. 
  
Parágrafo 2. Las organizaciones políticas declaradas en oposición, independientes o minoritarias 
tendrán participación en la Mesa Directiva de la Corporación, conforme a lo dispuesto en la 
Constitución y la ley vigente. 
  



Parágrafo 3. Las Comisiones Permanentes tendrán cada una un secretario de comisión que será 
elegido por los integrantes de la Comisión, de conformidad con la Constitución y la ley. 
  
Parágrafo 4. Para la postulación y elección de candidatos a integrar la Mesa Directiva de las 
Comisiones Permanentes, las Bancadas de los partidos actuarán de conformidad con la Constitución, 
la ley y demás normas concordantes. 
  
ARTÍCULO 17.- ELECCIÓN DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, 
D.C. La Mesa Directiva de la Corporación se elegirá el día de la instalación del Concejo de Bogotá, 
D.C. para el primer año del periodo constitucional. 
  
Para los siguientes años del periodo constitucional la Mesa Directiva será elegida en el último periodo 
de sesiones ordinarias con efectos a partir del primero (1°) de enero del año siguiente. 
  
La Plenaria del Concejo de Bogotá, D.C. integrará y elegirá para periodos fijos de un (1) año 
calendario la Mesa Directiva de la Corporación, y las Comisiones Permanentes. Una vez conformadas 
las Comisiones Permanentes se elegirán las Mesas Directivas de las mismas. 
  
Parágrafo 1. Ningún Concejal que haya ejercido la presidencia de las Mesas Directivas de la 
Corporación podrá ser reelegido en la misma dignidad durante el mismo periodo constitucional. 
  
Parágrafo 2. Las organizaciones políticas que se declaren en oposición al Alcalde Mayor de Bogotá 
tendrán participación permanente en la Primera Vicepresidencia de la Mesa Directiva del Concejo, 
de conformidad con lo establecido en la Constitución y la ley vigente. 
  
Parágrafo 3. Cada Bancada podrá postular un candidato para cada una de las dignidades de 
integración de la Mesa Directiva de la Corporación y de las Comisiones Permanentes. 
  
ARTÍCULO 18.- ELECCIÓN DE PRESIDENTE. Será Presidente de la Corporación, el 
Concejal postulado por las Bancadas y elegido con la mayoría simple de los votos de los Concejales 
asistentes a la Plenaria que conformen quórum decisorio. En un eventual empate entre dos o más 
candidatos, se repetirá la votación hasta por tres veces y de persistir el empate se procederá a dirimirlo 
por sorteo entre los candidatos empatados en la misma sesión. El Presidente que esté ejerciendo, 
establecerá el mecanismo de dicho sorteo. 
  
Parágrafo. Igual procedimiento se llevará a cabo para elegir el Primer y Segundo Vicepresidente. 
  
ARTÍCULO 19.- POSESIÓN DEL PRESIDENTE. El Presidente electo de la Mesa Directiva 
del Concejo de Bogotá, D.C., se posesionará ante quien se encuentre actuando como tal, salvo que 
sea la misma persona, caso en el cual se posesionará ante el Concejal que, en orden alfabético, según 
los apellidos, ocupe el primer lugar, jurando cumplir fiel y cabalmente con las funciones propias de 
Presidente, dentro del marco de la Constitución, las leyes y los acuerdos distritales, con la dignidad y 
el decoro que su cargo exige. 
  
ARTÍCULO 20.- FUNCIONES DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONCEJO DE 
BOGOTÁ. La Mesa Directiva del Concejo de Bogotá, D.C., ejercerá las siguientes funciones: 
  
1.  Ordenar y coordinar por medio de resoluciones las labores del Concejo de Bogotá, D.C. 
  
2.  Velar por el ordenado y eficaz funcionamiento del Concejo de Bogotá, D.C. 
  



3. Coordinar el trabajo de las Comisiones Permanentes, velar por su normal funcionamiento, el 
desarrollo de sus labores y la prontitud en el cumplimiento de sus obligaciones. 
  
4. Ordenar mediante resolución motivada las medidas y acciones que deban tomarse para conservar 
la tranquilidad del Concejo de Bogotá, D.C., y el normal desempeño de las funciones que le han sido 
asignadas por la Constitución, la ley y los acuerdos del Concejo de Bogotá D.C. 
  
5.  Nombrar y remover mediante resolución los empleados de la Corporación. 
  
6.  Reglamentar mediante resolución motivada todo lo relacionado con la administración y manejo 
del personal de la Corporación. 
  
7.  Vigilar la aplicación del régimen disciplinario a la totalidad de los servidores públicos. 
  
8. Aplicar las sanciones disciplinarias impuestas a los miembros de las Bancadas por los respectivos 
partidos, movimientos o grupos significativos de ciudadanos, de acuerdo con la ley. 
  
9. Acoger y respetar lo dispuesto en el Estatuto de la Oposición Política o las normas que lo 
modifiquen o sustituyan. 
  
10. Las demás que este Reglamento o la ley le asignen. 
  
ARTÌCULO 21.- REUNIONES Y QUÓRUM. La Mesa Directiva del Concejo de Bogotá, D.C., 
se reúne por convocatoria de su Presidente. Para que las decisiones de la Mesa Directiva del Concejo 
de Bogotá, D.C., sean válidas, se requiere del voto favorable de por lo menos dos de sus miembros 
incluido el Presidente. Las reuniones de la Mesa Directiva del Concejo de Bogotá, D.C., serán 
registradas en actas y sus documentos y soportes guardados bajo la responsabilidad del Secretario 
General. 
  
ARTÍCULO 22.- FUNCIONES DEL PRESIDENTE DEL CONCEJO. Son funciones del 
Presidente del Concejo de Bogotá, D.C: 
  
1. Llevar la representación del Concejo de Bogotá, D.C. 
  
2.  Convocar a través del Secretario General y presidir la sesión plenaria del Concejo. 
  
3. Firmar los proyectos de acuerdo que se aprueben en las Plenarias y asegurarse de que el Secretario 
General los radique en el despacho del Alcalde Mayor para su sanción, de conformidad con lo 
señalado en el presente Reglamento. 
  
4. Cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes y el Reglamento Interno del Concejo de Bogotá, 
D.C., y las demás normas que lo rigen. 
  
5. Fomentar la puntualidad y asistencia a las sesiones por parte de los Concejales. 
  
6. Llevar a consideración de la Plenaria la renuncia que presenten los Concejales, decidir mediante 
resolución motivada las faltas absolutas o temporales de los mismos, llamar a quien tenga derecho a 
suplirlo y darle posesión, de conformidad con las normas legales vigentes. 
  
7.  Declarar abierta o cerrada la discusión en las sesiones Plenarias del Concejo de Bogotá, D.C. 
  
8.   Declarar instaladas o clausuradas las sesiones del Concejo de Bogotá, D.C. 



  
9.  Decidir por fuera de la sesión plenaria el curso que debe darse a las comunicaciones y demás 
documentos que se reciban. 
  
10. Solicitar a las entidades públicas o privadas en nombre del Concejo de Bogotá, D.C., los 
documentos e informes que se requieran para el cumplimiento de las funciones que corresponde a 
su cargo. 
  
11.  Formular ante las autoridades competentes las consultas que juzgue pertinentes para la buena 
marcha de la Corporación. 
  
12.  Designar los ponentes de los proyectos de acuerdo que se sometan a consideración del Concejo 
de Bogotá, D.C., a través de sorteo público, que se realizará entre los integrantes de la respectiva 
Comisión. 
  
13.  Vigilar el funcionamiento del Concejo de Bogotá, D.C., en todos los órdenes y coordinar con el 
Oficial de Enlace de la Policía, la seguridad al interior del Concejo. 
  
14. Coordinar con el Fondo Cuenta del Concejo de Bogotá o quien haga sus veces, la oportuna y 
suficiente dotación de los elementos de trabajo para el adecuado funcionamiento de la Corporación. 
  
15.  Presentar informe semestral y por escrito al Concejo de Bogotá, D.C., sobre su gestión. 
  
16. Resolver los derechos de petición que se presenten ante la Corporación, así como los que se 
dirijan ante los Concejales y hagan referencia exclusivamente a actuaciones o decisiones tomadas por 
el Concejo de Bogotá, D.C. 
  
17. Reglamentar el uso de las instalaciones del Concejo y facilitarlas para las sesiones de las Bancadas 
representadas en la Corporación. En ningún caso podrán prestarse los salones del Concejo a personas 
o entidades ajenas a la Corporación, a menos que sean solicitados bajo la responsabilidad de un 
Concejal. 
  
18.  Integrar las subcomisiones accidentales, transitorias, de vigilancia y ad hoc, velar por su normal 
funcionamiento en el desarrollo de sus labores y la prontitud en el cumplimiento de sus obligaciones. 
  
19. Elaborar con anticipación el orden del día y los asuntos sobre los cuales debe ocuparse la Plenaria, 
en sesiones ordinarias y extraordinarias, en concordancia con lo definido en la Junta de Voceros 
  
20. Coordinar la Junta de Voceros, en la cual se acordará la programación de los temas de control 
político, foros, e inclusión de proyectos de acuerdo en los órdenes del día de las Comisiones y de las 
Plenarias, garantizando la programación equitativa para todas las Bancadas, en especial las que se 
hayan declarado en oposición al Alcalde. 
  
21. Repartir los proyectos de acuerdo y las proposiciones de control político, según corresponda, de 
acuerdo con la materia. Solo podrán acumularse en caso de referirse a idéntico tema. 
  
22. Desempeñar las demás funciones que le señala la Constitución, la ley, los acuerdos distritales y la 
Plenaria. 
  
ARTÍCULO 23.- FALTA ABSOLUTA Y TEMPORAL DE LOS PRESIDENTES. La falta 
absoluta del Presidente del Concejo de Bogotá, D.C. o de alguna de las Comisiones Permanentes 
determina nueva elección para el resto del período. La falta temporal será suplida por el Primer 



Vicepresidente y si no fuere posible, por el Segundo Vicepresidente y, en su defecto, por el Concejal 
que, según el orden alfabético por apellido, ocupe el primer lugar en la lista. 
  
Parágrafo 1. En caso de falta absoluta el Secretario General la certificará. 
  
Parágrafo 2. En caso de falta absoluta de alguno de los Vicepresidentes del Concejo de Bogotá, D.C., 
determina nueva elección para el resto del período. 
  
Parágrafo 3. La nueva elección del Presidente o Vicepresidente se realizará dentro de los cinco (5) 
días hábiles siguientes a la declaratoria de la falta absoluta, y para su elección se surtirá el trámite 
previsto en este Reglamento. 
  
ARTÍCULO 24.- FUNCIONES DEL SECRETARIO GENERAL DEL CONCEJO DE 
BOGOTÁ Y DE LOS SUBSECRETARIOS DE LAS COMISIONES PERMANENTES. Son 
funciones del Secretario General del Concejo de Bogotá, D.C., y de los Subsecretarios de las 
Comisiones Permanentes, las siguientes: 
  
1.  Garantizar el buen funcionamiento de los asuntos de la Secretaría a su cargo. 
  
2.   Dirigir a todos los funcionarios asignados a su dependencia. 
  
3.  Citar a sesiones de conformidad con lo previsto en este Reglamento. 
  
4.   Vigilar, dirigir y controlar la elaboración de las actas de las sesiones y su diligenciamiento, así 
como certificar la fidelidad de su contenido. 
  
5. Durante las sesiones estar atento a las instrucciones del Presidente, abrir y hacer lectura del registro, 
realizar el llamado a lista de los Concejales, registrar y leer las proposiciones, comunicaciones, 
proyectos de acuerdo y demás documentos que deban ser leídos en la sesión. Antes de dar lectura a 
cualquier documento lo pondrá a disposición del Presidente para que éste decida su trámite. 
  
6.  Registrar y certificar la asistencia de los Concejales que se hagan presentes en la sesión. 
  
7.  Para efectos del reconocimiento y pago de honorarios, registrar y certificar mensualmente la 
asistencia de los Concejales a las sesiones respectivas discriminado diariamente la fecha, hora de 
iniciación y de finalización y el nombre de los Concejales asistentes de la comisión respectiva, así 
como el de los Concejales de otras Comisiones, cuya asistencia haya sido registrada en la sesión. 
  
8. Certificar los resultados de las votaciones que se realicen durante las sesiones o al interior de las 
reuniones de la Mesa Directiva del Concejo de Bogotá, D.C. 
  
9. Redactar las cartas y notas oficiales, certificar sobre los asuntos de su competencia, sobre la 
asistencia o inasistencia de los Concejales a las sesiones para todos los efectos y sobre las actuaciones 
de los Concejales en las sesiones. 
  
10.  Recibir y dar trámite a todo documento o petición que llegue al Concejo de Bogotá, D.C., con 
destino a la Presidencia y a la Secretaría General de la Corporación. Para este mismo efecto, los 
Secretarios de las Comisiones Permanentes acusarán recibo y darán trámite a todo documento o 
petición que llegue a la Comisión Permanente, con destino a la Presidencia o a la Secretaría. 
  
11. Registrar, recibir y radicar los proyectos de acuerdo y las proposiciones para debate de control 
político y dar inmediatamente el trámite que corresponda, según el caso. 



  
12.  El Secretario General del Concejo de Bogotá, D.C., es el Director de los Anales del Concejo. 
  
13.  Colaborar y apoyar permanentemente al respectivo Presidente, su Mesa Directiva del Concejo 
de Bogotá, D.C., y los Concejales, informando a éstos acerca de los asuntos sustanciados por la 
Presidencia. 
  
14.  El Secretario General del Concejo de Bogotá, D.C., coordinará el desempeño de los Secretarios 
de Comisión. 
  
15.  Coordinar con el Oficial de Enlace o quien haga sus veces, la seguridad de los Concejales y 
funcionarios de la Administración en el desarrollo de la sesión correspondiente. 
  
16. El Secretario General ejercerá la Secretaría de la Junta de Voceros. 
  
17.  Elaborar con anticipación el orden del día, publicar y comunicar con la misma antelación los 
asuntos sobre los cuales debe ocuparse la Plenaria y las Comisiones Permanentes en concordancia 
con lo aprobado mensualmente en la Junta de Voceros. 
  
18. Las demás funciones que le asigne el Concejo de Bogotá, D.C., su Mesa Directiva o su Presidente, 
este Reglamento y el Manual de Funciones que corresponda. 
  
ARTÍCULO 25.- CERTIFICACIONES DE LOS SECRETARIOS. Cuando los Secretarios 
expidan alguna certificación lo harán sólo sobre aquello que aparezca registrado en los documentos 
oficiales existentes en la Secretaría respectiva, refiriéndose expresamente a ellos. 
  
ARTÍCULO 26.- ELECCIÓN DE LAS COMISIONES PERMANENTES. Las Comisiones 
Permanentes deberán ser integradas y elegidas en sesión plenaria que se llevará a cabo a más tardar 
dentro de los quince (15) días calendarios siguientes a la posesión de la Mesa Directiva del Concejo 
de Bogotá D.C. 
  
Parágrafo 1. Habrá rotación obligatoria de los Concejales cada año en la integración de las 
comisiones permanentes, teniendo que hacer parte de cada una de ellas durante el período 
constitucional. Solo podrá reelegirse en una misma comisión permanente en el último año del período 
constitucional. 
  
ARTÍCULO 27.- ELECCIÓN DE MESAS DIRECTIVAS DE LAS COMISIONES. Cada 
Comisión Permanente elegirá dentro de los cinco (5) días calendario siguiente a su integración, para 
un período fijo de un (1) año, un Presidente, un Primer Vicepresidente y un Segundo Vicepresidente. 
  
Las sesiones serán presididas por el Presidente del Concejo de Bogotá, D.C. hasta la posesión de los 
Presidentes que fueren elegidos por ellas. 
  
Parágrafo. Para la postulación de candidatos a integrar la Mesa Directiva de las Comisiones 
Permanentes, las Bancadas de los Partidos actuarán de conformidad con la Constitución, la ley y 
demás normas concordantes. 
  
ARTÍCULO 28.- MATERIA DE ESTUDIO DE LAS COMISIONES. Las Comisiones 
Permanentes se dedicarán en sus sesiones al examen de los temas especializados que le sean propios 
en materia normativa y de control político y las que determine el Reglamento Interno del Concejo de 
Bogotá, D.C. 
  



ARTÍCULO 29.- DISTRIBUCIÓN DE MATERIAS. Los asuntos que deba tratar el Concejo de 
Bogotá, D.C., y que por su naturaleza no estén claramente definidos como responsabilidad de sus 
Comisiones Permanentes, serán distribuidos para su estudio por el Presidente del Concejo a la 
Comisión Permanente que él designe. 
  
Parágrafo. Cuando la acumulación de proposiciones en una Comisión no permita el debate 
oportuno de la misma, la Bancada citante podrá solicitar al Presidente que la remita a otra Comisión, 
con la aceptación del Presidente de la Comisión destinataria. 
  
ARTÍCULO 30.- REUNIONES DE COMISIONES PERMANENTES Y PLENARIA. Los 
horarios para sesionar las Comisiones Permanentes y la Plenaria los determinarán las Mesas 
Directivas dentro de lo establecido en el presente Reglamento, así: 9:00 a.m., 2:00 p.m., y 6:00 p.m. 
  
Se podrá citar diariamente a las tres Comisiones Permanentes. El día que se convoque a sesión 
plenaria no podrá citarse a comisiones permanentes. 
  
Parágrafo 1. Cuando las condiciones lo permitan podrán sesionar simultáneamente las tres 
Comisiones Permanentes. 
  
Parágrafo 2. Todos los días de la semana son hábiles para las reuniones de la Plenaria y de las 
Comisiones Permanentes para desarrollar su función normativa, de control político y elección de 
funcionarios. 
  
Parágrafo 3. Para efectos de honorarios solamente se tendrá en cuenta la asistencia de los Concejales 
a una sesión por día, sin perjuicio a que pueda participar en la totalidad de las sesiones que se 
adelanten. 
  
ARTÍCULO 31.- INFORME DE LOS PRESIDENTES DE COMISIÓN. Los Presidentes de 
las Comisiones Permanentes rendirán informe de gestión semestral, el cual contendrá como mínimo 
los proyectos de acuerdo estudiados, los debates y citaciones llevados a cabo y demás labores que se 
consideren relevantes sobre el desempeño de la Comisión, el cual se presentará al Presidente del 
Concejo de Bogotá, D.C., y a los Concejales. Este informe de gestión deberá ser publicado en los 
Anales del Concejo y en la página web del mismo. 
  
ARTÍCULO 32.- NÚMERO DE COMISIONES PERMANENTES E INTEGRACIÓN. El 
Concejo de Bogotá, D.C., ejerce sus funciones normativas y de control político, de manera 
permanente, a través de tres (3) Comisiones Permanentes especializadas, así: Comisión Primera 
Permanente del Plan de Desarrollo y Ordenamiento Territorial, Comisión Segunda Permanente de 
Gobierno y Comisión Tercera Permanente de Hacienda y Crédito Público. Las Comisiones 
Permanentes se integrarán con una tercera parte de los Concejales miembros de la Corporación. 
  
ARTÍCULO 33.- COMISIÓN PRIMERA PERMANENTE DEL PLAN DE 
DESARROLLO Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL.  Es la encargada de ejercer la función 
normativa y de control político, exclusivamente al cumplimiento de los objetivos misionales de los 
Sectores Administrativos de Planeación, Ambiente, Salud, Movilidad, Hábitat, Cultura, Recreación y 
Deporte, y de sus entidades adscritas y vinculadas en la estructura de la Administración Pública 
Distrital y en especial sobre los siguientes asuntos: 
  
1. La eficiente prestación de los servicios públicos a cargo del Distrito, la organización y 
funcionamiento de las veedurías ciudadanas, la descentralización, la desconcentración, el control 
social y la participación ciudadana. 
  



2.  Estudio, discusión, aprobación o negación, seguimiento y control del Plan de Desarrollo 
Económico y Social. 
  
3.  Estudio, discusión, aprobación o negación, seguimiento y control del Plan de Ordenamiento 
Territorial del Distrito Capital. 
  
4.  Desarrollo y conservación de la infraestructura vial. 
  
5.  Tránsito, transporte y seguridad vial en el territorio distrital. 
  
6.  Reglamentación del uso del suelo, el espacio público, el desarrollo urbano y habitacional de la 
ciudad. 
  
7.  Desarrollo físico en áreas rurales del Distrito Capital. 
  
8.  Desarrollo e integración regional. 
  
9.  División del territorio distrital en localidades. 
  
10.  Reglamentación, seguimiento y control de los Planes de Desarrollo Económico y Social 
adoptados por las localidades. 
  
11.  Preservación y defensa del patrimonio ecológico, los recursos naturales y del ambiente. 
  
12.  Prestación, vigilancia y control a los servicios de salud en el Distrito Capital. 
  
13.  Protección del patrimonio cultural. 
  
14.  Cultura, recreación y deporte. 
  
15.  Seguimiento a los Planes Maestros. 
  
16.  Las demás que le sean asignadas por el Presidente de la Corporación o su Mesa Directiva. 
  
ARTÍCULO 34.- COMISIÓN SEGUNDA PERMANENTE DE GOBIERNO. Es la 
encargada de ejercer la función normativa y de control político, exclusivamente al cumplimiento de 
los objetivos misionales de los Sectores Administrativos de: Educación; Integración Social; Gestión 
Pública; Gobierno; Seguridad, Convivencia y Justicia; Mujer; Gestión Jurídica y de sus entidades 
adscritas y vinculadas, organización administrativa en la estructura de la Administración Pública 
Distrital y en especial sobre los siguientes asuntos: 
  
1.  Normas de policía, seguridad y convivencia ciudadana. 
  
2. Estructura y funciones de la Administración Central, creación y supresión de empleos en el Distrito 
Capital y en los órganos de control, creación, constitución, supresión, transformación y fusión de 
establecimientos públicos, empresas industriales y comerciales, sociedades de economía mixta y 
participación del Distrito Capital en otras entidades de carácter asociativo. 
  
3.  Estructura, funciones y gestión de la Personería de Bogotá. 
  
4.  Estructura y funciones de la Contraloría de Bogotá. 
  



5.  Estructura, funciones y gestión de la Veeduría Distrital. 
  
6.  Reglamento interno del Concejo de Bogotá, D.C; su estructura orgánica y planta de personal. 
  
7.  Prestación, vigilancia y control a los servicios de educación en el Distrito Capital. 
  
8. Bienestar e integración social de los habitantes del Distrito Capital. 
  
9. Las demás que le sean asignadas por el Presidente de la Corporación o su Mesa Directiva. 
  
ARTÍCULO 35.- COMISIÓN TERCERA PERMANENTE DE HACIENDA Y CRÉDITO 
PÚBLICO. Es la encargada de ejercer la función normativa y de control político, exclusivamente al 
cumplimiento de los objetivos misionales de los Sectores Administrativos de: Hacienda; Desarrollo 
Económico, Industria y Turismo y de sus entidades adscritas y vinculadas, en la estructura de la 
Administración Pública Distrital y en especial sobre los siguientes asuntos: 
  
1.  Plan Anual de Ingresos, Rentas y Gastos e Inversiones en el Distrito Capital. Aprobación del 
presupuesto anual y sus modificaciones presupuestales de conformidad con la Constitución, la ley y 
demás normas concordantes. 
  
2.   Creación, reforma o eliminación de contribuciones, impuestos, sobretasas, exenciones tributarias, 
peajes, multas, sistema de retención y anticipos en el Distrito Capital. 
  
3.   Normatividad de presupuesto y hacienda pública del Distrito Capital. 
  
4.  Sector Desarrollo Económico, Industria y Turismo. 
  
5.  Reglamentación del cobro de derechos por el uso de espacio público en las localidades. 
  
6.   Asignación de recursos de inversión para las localidades. 
  
7.  Escalas de remuneración para las distintas categorías de empleos de la Administración Pública 
Distrital. 
  
8.   Cupo global de endeudamiento del Distrito y de sus entidades descentralizadas. 
  
9.   Autorizar los compromisos de vigencias futuras a las entidades distritales que corresponda según 
la ley. 
  
10. Enajenación, total o parcial de acciones o bonos obligatoriamente convertibles en acciones, de 
propiedad del Distrito Capital y, en general, a su participación en el capital social de cualquier 
empresa. 
  
11.  Los Informes de la Administración Distrital y de los órganos de control sobre el estado de las 
finanzas públicas de la ciudad y de cada una de sus entidades. 
  
12.  Gestión de la Contraloría de Bogotá. 
  
13.  Las demás que le sean asignadas por el Presidente del Concejo de Bogotá, D.C., o su Mesa 
Directiva. 
  



ARTÍCULO 36.- COMISIONES ACCIDENTALES, TRANSITORIAS, DE VIGILANCIA 
O AD HOC. Son comisiones accidentales, transitorias, de vigilancia o ad hoc, aquellas ordenadas 
por la ley, el reglamento, el Presidente del Concejo de Bogotá, D.C., o de las Comisiones 
Permanentes, para cumplir un objeto determinado. 
  
Dichas comisiones se integrarán hasta por siete (7) Concejales de diferentes Bancadas, quienes 
deberán radicar el informe en medio físico y digital en la Secretaría respectiva, dentro del término 
señalado en el acto de la designación para que se continúe con el trámite correspondiente. 
  
A ellas compete: 
  
1.  Recibir sectores de la comunidad para el conocimiento de las situaciones y problemas relacionados 
con la ciudad en sus diferentes aspectos. 
  
2.  Recibir dignatarios o personalidades que invite el Concejo de Bogotá, D.C. 
  
3.  Desplazarse en casos de urgencia a algún lugar de la ciudad en representación del Concejo de 
Bogotá, D.C. 
  
4. Hacer seguimiento de los compromisos adquiridos por la Administración Distrital en el respectivo 
debate de control político, durante los seis (6) meses siguientes a éste. 
  
5. Efectuar vigilancia y control de la gestión de las autoridades distritales y rendir informe de su 
actividad a la Plenaria o a la Comisión Permanente, dentro de un término no superior a tres (3) meses. 
  
6. Presentar informe escrito sobre las objeciones formuladas por el Alcalde Mayor a los proyectos de 
acuerdo hasta por el término de diez (10) días calendario. 
  
7.  Llevar a cabo las funciones que le sean asignadas por el respectivo Presidente. 
  
Parágrafo. Cuando las comisiones accidentales tengan por objeto estudiar un proyecto de acuerdo, 
podrán presentar su informe en el plazo otorgado por el Presidente de la Corporación o de la 
Comisión Permanente correspondiente. 
  
ARTÍCULO 37.- FUNCIONES DE LA MESA DIRECTIVA DE LAS COMISIONES 
PERMANENTES. Son funciones de la Mesa Directiva de las Comisiones Permanentes: 
  
1.  Presidir el inicio, desarrollo y terminación de las sesiones de la respectiva comisión. 
  
2.  Ordenar y coordinar las labores de la comisión permanente y velar por su ordenado y eficaz 
funcionamiento. 
  
3.  Velar para que los Concejales miembros de la comisión permanente desarrollen cumplidamente 
sus labores y asistan puntualmente a las sesiones. 
  
4.  Vigilar el cumplimiento de las responsabilidades y funciones que corresponda cumplir a los 
servidores públicos asignados a la comisión permanente. 
  
5.  Las demás consagradas en el presente Reglamento. 
  
Parágrafo. La agenda de las Comisiones será establecida por su respectivo Presidente, de 
conformidad con lo acordado por la Junta de Voceros de la Corporación. 



  
ARTÍCULO 38.- FUNCIONES DEL PRESIDENTE DE COMISIÓN 
PERMANENTE. Corresponde a los Presidentes de cada Comisión Permanente ejercer las 
siguientes funciones: 
  
1.  Convocar y presidir las sesiones de la Comisión Permanente, elaborar el orden del día y ordenar 
los asuntos para la sesión. 
 
2.  Vigilar el buen desempeño de la Comisión y velar porque se cumplan los términos de presentación 
de las ponencias sobre los proyectos de acuerdo que hayan sido repartidos a los Concejales de su 
Comisión. 
  
3.   Repartir los asuntos que sean radicados en la Comisión. 
  
4.   Remitir a través del Secretario de la Comisión dentro de los tres (3) días calendario siguiente a su 
aprobación en primer debate, los proyectos de acuerdo a la Secretaría General, para que sean incluidos 
en el orden del día de la sesión plenaria. 
  
5.   Vigilar que el Secretario de la Comisión Permanente lleve actualizado el control de asistencia de 
los Concejales a las sesiones de la Comisión y que oportunamente certifique la misma para el 
reconocimiento de los honorarios a que tienen derecho los Concejales. 
  
6.   Declarar abierta o cerrada en sus respectivos casos la discusión o la votación y las sesiones de la 
Comisión Permanente. 
  
7.   Ordenar el trámite que debe dar el Secretario de la Comisión a las comunicaciones y demás 
documentos que se reciban en la Secretaría. 
  
8.   A través del Secretario de la Comisión pedir a las entidades públicas los documentos que se 
requieran para el normal desempeño de la misma y los que soliciten los Concejales. 
  
9.   Vigilar que el Secretario de la Comisión y demás funcionarios asignados cumplan sus funciones y 
deberes. 
  
10.  Presentar informe semestral por escrito al Concejo sobre su gestión. 
  
11. Integrar las comisiones accidentales, transitorias, de vigilancia o ad hoc que se requieran y 
distribuir los asuntos de la Comisión entre las subcomisiones. 
  
12.  Fijar las fechas para adelantar los debates teniendo en cuenta el orden en la priorización que fije 
la Junta de Voceros. 
  
13.  Asistir sin voto a la Junta de Voceros. 
  
14.  Desempeñar las demás funciones que le asigna este Reglamento o las que determinen la Plenaria, 
la Mesa o el Presidente del Concejo de Bogotá D.C. 
  
ARTÍCULO 39.- APELACIÓN. Las decisiones de los Presidentes de las Comisiones Permanentes 
del Concejo de Bogotá, D.C., en materia política, son apelables ante la Comisión, que decidirá de 
plano en la siguiente sesión que se programe. 
  



Así mismo, las decisiones del Presidente del Concejo en materia política, son apelables ante la Plenaria 
de la Corporación, que decidirá de plano en la siguiente sesión que se programe. 

  
CAPÍTULO VI 

  
ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LAS SESIONES DE CONTROL 

POLÍTICO, ACTIVIDAD NORMATIVA Y DE ELECCIÓN DE FUNCIONARIOS 
  

ARTÍCULO 40.- SESIONES ORDINARIAS. Durante el período para el cual fue elegido el 
Concejo de Bogotá, D.C., se reunirá por derecho propio cuatro (4) veces al año en períodos de 
sesiones ordinarias, así: el primer día calendario de los meses de febrero, mayo, agosto y noviembre. 
Las Comisiones Permanentes y la Plenaria del Concejo de Bogotá, D.C., sesionarán válidamente para 
ejercer sus funciones de control político en todo tiempo y momento correspondiente al período 
constitucional de elección de los Concejales y para ejercer sus funciones normativas durante los 
períodos de sesiones ordinarias, sus prórrogas y extraordinarias. 
  
ARTÍCULO 41.- DURACIÓN. Cada período de sesiones ordinarias tendrá una duración de treinta 
(30) días calendario, prorrogables, a juicio del mismo Concejo de Bogotá, D.C., hasta por diez (10) 
días calendario más. 
  
Parágrafo. La prórroga de las sesiones ordinarias se decidirá mediante proposición presentada por 
cualquier Concejal y que sea aprobada por la mayoría simple de la Plenaria de la Corporación. 
  
ARTÍCULO 42.- SESIONES EXTRAORDINARIAS. El Concejo de Bogotá, D.C., sesionará 
extraordinariamente por convocatoria que haga el Alcalde Mayor y por el término que éste le fije. 
Durante el período de sesiones extraordinarias el Concejo únicamente se ocupará de los asuntos que 
el Alcalde someta a su consideración, sin perjuicio de que ejerza la función de control político que le 
corresponde en todo tiempo. 
  
ARTÍCULO 43.- CONVOCATORIA. El Presidente respectivo convocará a sesión plenaria o de 
comisión permanente del Concejo de Bogotá D.C., a través de su Secretario y dará aviso por escrito 
y/o correo electrónico de dicha convocatoria con el respectivo orden del día a cada Concejal, con 
mínimo de tres (3) días calendario de anticipación, salvo en los casos de urgencia, debidamente 
motivada, en que deba reunirse la Plenaria o las Comisiones Permanentes, previo aviso escrito, 
electrónico o en estrados. 
  
Conforme a lo establecido en el inciso anterior, en la sesión de control político o función normativa, 
se deberá enunciar el estado vigente del temario para la correspondiente sesión. 
  
Parágrafo. Podrán debatirse proposiciones de diferentes Bancadas en una misma sesión, siempre y 
cuando versen estrictamente sobre el mismo tema. 
  
ARTÍCULO 44.- DURACIÓN DE LAS SESIONES. Las sesiones del Concejo de Bogotá, D.C. 
tanto de la Plenaria como de las Comisiones Permanentes tendrán una duración máxima de cuatro 
(4) horas, salvo que se apruebe la moción de sesión permanente, en cuyo caso, se sesionará hasta 
cuando se agote el orden del día o hasta cuando los integrantes de la Plenaria o de la Comisión lo 
determinen. 
  
Parágrafo. Durante el desarrollo de las sesiones el Presidente podrá ordenar dos (2) recesos por el 
término que considere necesario. Vencido el término, reanudará la sesión sin interrupción alguna. 
  



ARTÍCULO  45.- APERTURA DE SESIÓN. El día y hora señalados en la convocatoria de la 
sesión plenaria o de las comisiones permanentes, el respectivo Presidente abrirá la sesión y solicitará 
al Secretario verificar el registro electrónico de asistencia de la totalidad de los Concejales, dejando 
constancia de la conformación de quórum, en caso de ausencia o falta de procedimientos electrónicos, 
se llamará a lista y cada Concejal responderá para su registro; igualmente se dejará constancia de la 
asistencia de los honorables Concejales miembros de otras Comisiones a quienes también se les 
reconocerá honorarios, verificando además la presencia de los funcionarios citados o invitados. 
  
Acto seguido, el Presidente pondrá a consideración de la sesión el orden del día salvo que algún 
Concejal o Concejales soliciten el uso de la palabra para referirse a tema distinto del orden del día, 
una vez aprobado, dará inicio con el siguiente punto. 
  
Parágrafo 1. Si verificada la asistencia de los Concejales no se hubiere conformado quórum 
deliberatorio, el Presidente decretará un receso hasta por treinta (30) minutos. Cumplido el receso sin 
que se logre quórum deliberatorio, se cancelará la sesión. 
  
Parágrafo 2.  En el momento de iniciarse la respectiva sesión y una vez tomadas las medidas de 
seguridad que correspondan por parte de las autoridades competentes, el Presidente autorizará el 
ingreso a las barras a los ciudadanos que deseen hacerlo. 
  
Parágrafo 3. Los asistentes a las sesiones permanecerán en absoluto silencio y les está prohibido toda 
clase de murmullos, aplausos, vociferaciones o cualquier acto que interrumpa el normal desarrollo de 
las sesiones. Cuando se presente desorden el Presidente de manera inmediata deberá, según las 
circunstancias: 
  
1. Ordenar que se haga silencio y de ser repetitivo el llamado de atención retirar a la persona o 
personas que no acaten el llamado. 
  
2. Ordenar a la fuerza pública que retire a los perturbadores. 
  
3. Ordenar a la fuerza pública desalojar las barras. 
  
4. Exhortar y controlar el uso indebido del celular en sesión a los funcionarios citados al debate de 
control político. 
  
Parágrafo 4. Ninguna persona podrá ingresar al recinto de sesiones armado, alicorado o bajo la 
influencia de sustancias psicoactivas. Quien ingrese al recinto deberá hacerlo en correcta 
presentación, también queda prohibido fumar, consumir licores o sustancias psicotrópicas. 
  
ARTÍCULO 46.- ORDEN DEL DIA PARA FUNCIÓN DE CONTROL POLÍTICO, 
ACTIVIDAD NORMATIVA Y ELECCIONES. El orden del día para las sesiones Plenarias y de 
las comisiones permanentes se adelantará de la siguiente manera: 
  
1. Registro electrónico de Concejales y verificación del quórum. En caso de ausencia o falta de 
procedimientos electrónicos para efectuar el registro, el Secretario General o de la comisión, según el 
caso, llamará a lista. 
  
2. Lectura, discusión y aprobación del orden del día. 
  
3. Aprobación de actas. 
  
4. Lectura, discusión y aprobación de proposiciones. 



  
5. Citaciones a debate de control político, discusión de proyectos de acuerdo y elecciones, según el 
caso. 
  
6. Comunicaciones y varios. 
  
Parágrafo 1. Para referirse al orden del día, los Concejales que soliciten el uso de la palabra podrán 
intervenir hasta por dos (2) minutos. 
  
Parágrafo 2. El orden del día llevará la firma del Presidente y el respectivo Secretario. 
  
Parágrafo 3. El orden del día aprobado no podrá ser modificado antes de las dos (2) primeras horas 
de sesión. La modificación del orden del día se hará a solicitud de uno o más Concejales miembros 
de la respectiva Comisión Permanente o de la Plenaria, siempre y cuando se obtenga la votación de 
la mayoría de los Concejales que hagan parte de la Plenaria o de la respectiva Comisión Permanente. 
  
Parágrafo 4. Si durante la sesión no se cumpliere el temario del orden del día, el Presidente deberá 
incluir en el orden del día de la siguiente sesión como primer punto, la continuación del temario de 
la sesión anterior, salvo que se requiera tratar temas urgentes, de programación forzosa o de 
inminente vencimiento de términos legales. 
  
ARTÍCULO 47.- SESIONES PÚBLICAS. Las Sesiones Plenarias del Concejo de Bogotá, D.C. y 
de sus Comisiones Permanentes serán públicas. 
  
A ellas se podrán invitar y dar participación a los ciudadanos y a las organizaciones de la sociedad 
civil legítimamente constituidas, a la academia, funcionarios del Estado y a quien el Presidente y los 
citantes determinen. 
  
Parágrafo. A las sesiones del Concejo de Bogotá, D.C. podrán ingresar libremente todas las 
personas, ubicándose en el sector correspondiente a las barras. Los Presidentes regularán el ingreso 
y controlarán esta asistencia. 
  
ARTÍCULO 48.- SESIONES FUERA DE LA SEDE. El concejo de Bogotá D.C. podrá sesionar 
fuera de la sede oficial para atender asuntos propios de las localidades, en el sitio que se determine, 
en la proposición que se apruebe para tal fin la cual deberá contener los asuntos a tratar aprobada 
con el voto afirmativo de la mayoría simple de los Concejales miembros de la Plenaria o de las 
Comisiones Permanentes. 
  
Parágrafo. El Secretario General y los Secretarios de Comisión informarán a la Junta Administradora 
y a la Alcaldía Local, el tema, lugar, día y hora de la sesión. 
  
ARTÍCULO 49.- RÉPLICA.  Cuando en el desarrollo de los debates se hicieren alusiones que 
impliquen juicio de valor o inexactitudes sobre las personas o la conducta de un Concejal, el 
Presidente concederá al aludido el uso de la palabra por tres (3) minutos, para que, sin entrar en el 
fondo del asunto del debate, conteste estrictamente a las alusiones. 
  
A las alusiones no se podrá contestar sino en la misma sesión o en la siguiente, en caso de que el 
aludido no se encontrare presente. 
  
Cuando la alusión afecte el decoro o la dignidad de un partido o movimiento con representación en 
el Concejo de Bogotá, D.C., el Presidente, en este caso, concederá a su vocero y en su ausencia, a 



cualquier miembro de la Bancada, el uso de la palabra por el mismo tiempo y con las condiciones 
indicadas. 
  
Parágrafo.  Las organizaciones políticas que se declaren en oposición tendrán derecho a réplica, en 
virtud de lo establecido en el artículo 17 del Estatuto de Oposición. 
  
ARTÍCULO 50.- INTERPELACIONES.  Las interpelaciones consisten en la solicitud a los 
Concejales que estén interviniendo o funcionarios citados para que concedan el uso de la palabra. En 
todo caso, requiere la autorización de la Presidencia. 
  
En uso de la palabra los oradores sólo podrán ser interpelados cuando se trate de la formulación de 
preguntas o en solicitud de aclaración de algún aspecto que se demande y se concederá por quien 
preside la sesión, una vez finalizada la intervención del orador. 
  
La interpelación tendrá una duración máxima e improrrogable de tres (3) minutos, que serán 
descontados del tiempo asignado al orador. 
  
En ningún caso el orador concederá más de dos (2) interpelaciones. 
  
ARTÍCULO 51.- ACTAS, GRABACIÓN Y TRANSCRIPCIÓN DE LAS SESIONES. De las 
sesiones Plenarias y de Comisiones Permanentes del Concejo de Bogotá D.C., los Secretarios 
respectivos levantarán de manera oportuna actas sucintas que contendrán: 1) los temas debatidos, 2) 
las intervenciones, 3) los mensajes leídos, 4) las proposiciones presentadas, 5) las comisiones 
designadas y 6) las decisiones adoptadas. Dichas actas se elaborarán con base en el orden del día 
aprobado, incluyendo lugar, fecha, hora, nombre de los Concejales asistentes a la sesión, funcionarios 
e invitados. 
  
Aprobado el orden del día, el respectivo Presidente someterá a aprobación el acta de la sesión anterior, 
la cual deberá ser puesta previamente en conocimiento de los Concejales, a través de la red interna 
del Concejo de Bogotá, D.C. 
  
Las sesiones del Concejo de Bogotá, D.C., deberán ser grabadas, para lo cual utilizará las tecnologías 
más adecuadas. Deberá conservar la fidelidad e integridad de lo expresado. 
  
La custodia de la grabación de las actas será responsabilidad del Secretario General. 
  
Las Direcciones Administrativa y Financiera del Concejo de Bogotá, D.C, a través del Fondo Cuenta 
de la Corporación o la entidad que haga sus veces, adoptarán las medidas necesarias para garantizar 
la debida grabación de las sesiones y la conservación de las mismas. 
  
La trascripción total de las actas se hará únicamente por solicitud de un Concejal, del Secretario 
General o de autoridad competente. 
  
El contenido de las actas transcritas será certificado por el Secretario General. 
  
 
 
 
 
 
 
 



CAPÍTULO VII 
  

DEL EJERCICIO DEL CONTROL POLÍTICO 
  
ARTÍCULO 52.- CONTROL POLÍTICO Y VIGILANCIA. Corresponde al Concejo vigilar y 
controlar la Administración Distrital. Con tal fin, podrá citar a los Secretarios, Jefes de Departamento 
Administrativo y Representantes Legales de Entidades Descentralizadas, así como al Personero, al 
Contralor y Veedor distrital. 
  
Las citaciones deberán hacerse con anticipación no menor de cinco (5) días hábiles y formularse en 
cuestionario escrito. El debate no podrá extenderse a asuntos ajenos al cuestionario. También podrá 
el Concejo solicitar información escrita a otras autoridades distritales. 
  
El funcionario citado deberá radicar en la Secretaría General la respuesta al cuestionario dentro del 
tercer día hábil siguiente al recibo de la citación. 
Para el cumplimiento de esta función, las Bancadas podrán presentar las proposiciones que estimen 
convenientes, según el tema, en las Comisiones Permanentes o en la Plenaria. 
  
Parágrafo. La Administración Distrital comprende al Sector Central y Descentralizado, junto con 
sus entidades adscritas y vinculadas. 
  
ARTÍCULO 53.- PRESENTACIÓN DE PROPOSICIONES. Toda proposición de control 
político deberá presentarse por Bancada, de conformidad con lo previsto en este Reglamento. 
Contendrá el tema, el cuestionario, la firma del vocero de la Bancada y los citantes, funcionarios 
citados, personas invitadas y será presentada por el Vocero de la Bancada. Las Bancadas deberán 
presentar únicamente una proposición por tema. El cuestionario será publicado en la red interna del 
Concejo. 
  
Las proposiciones serán sometidas a votación para su aprobación en la Plenaria o en la Comisión 
Permanente respectiva. En caso de ser aprobadas llevarán fecha, numeración única y continua por 
año, seguida de la palabra «Plenaria» o «Comisión», según corresponda. 
  
ARTÍCULO 54.- FUNCIONARIOS SUJETOS A CITACIÓN. En cumplimiento de la función 
de control político, el Concejo de Bogotá, D.C., podrá citar a los Secretarios de Despacho, Jefes de 
Departamento Administrativo y Unidades Administrativas Especiales, Representantes Legales de las 
Entidades Descentralizadas, así como al Personero, Contralor y Veedor Distrital. 
  
Así mismo, se podrá citar a control especial a los Representantes Legales de las Empresas de Servicios 
Públicos Domiciliarios, sean públicas o privadas, para que absuelvan inquietudes sobre la prestación 
de servicios públicos domiciliarios en el Distrito Capital, de acuerdo con lo establecido en la 
Ley 1551 de 2012. 
  
Toda proposición de citación, una vez aprobada, será remitida por el Secretario respectivo al citado, 
con el cuestionario correspondiente, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes. El citado responderá 
dentro de los tres (3) días hábiles siguientes al recibo del cuestionario en medio magnético o correo 
electrónico y en original impreso y firmado para que repose en la Secretaría respectiva. El Secretario 
General o de Comisión Permanente pondrá el cuestionario y las respuestas a través de la red interna 
del Concejo de Bogotá, para conocimiento de la Corporación. 
 
Si la complejidad del cuestionario lo amerita, el citado solicitará ante el Secretario General o Secretario 
de Comisión una prórroga para dar respuesta, quien la concederá por un máximo de tres (3) días 
hábiles. 



  
Es obligación del citado concurrir a la sesión el día y hora señalados para el debate, dicha citación 
debe hacerse con no menos de cinco (5) días hábiles de anticipación, salvo cuando se trate de la 
continuación de un debate, o cuando a juicio del Presidente la urgencia lo requiera, de la cual se 
remitirá copia a los miembros de la Bancada citante. 
  
Parágrafo 1. Los Secretarios de Despacho como cabeza del respectivo Sector, serán los responsables 
de coordinar con sus entidades adscritas y vinculadas, una sola respuesta a los cuestionarios de las 
proposiciones en que hayan sido citados, sin perjuicio de la obligación que tienen los funcionarios de 
atender los asuntos de competencia de su cargo. 
  
Parágrafo 2. Si el debate fuere programado en dos oportunidades y por causa imputable a los citantes 
no se lleva a cabo, la proposición será archivada automáticamente por el Secretario respectivo. De la 
misma forma, serán archivadas aquellas proposiciones que al término de un año (1) año no hayan 
sido aprobadas o debatidas. 
  
Parágrafo 3. El Concejo de Bogotá, D.C. a través de las instancias responsables, dispondrá la 
publicación completa y oportuna del cuestionario y las respuestas a las proposiciones de control 
político en la red interna y la página web de la Corporación, para consulta y veeduría ciudadana. 
  
ARTÍCULO 55.- INCUMPLIMIENTO DE UNA OBLIGACIÒN O DE UNA 
CITACIÓN. Si el funcionario citado reglamentariamente para un debate incumple la citación sin 
justa causa, no radica el informe o lo radica extemporáneamente, no da respuesta completa, concisa 
y veraz al cuestionario o ésta fuere parcial, a solicitud escrita de los citantes, la Secretaría respectiva 
deberá dar traslado a los organismos competentes para que se realice la correspondiente investigación, 
si a ella hubiere lugar. 
  
Parágrafo 1. El funcionario citado no podrá delegar su asistencia, salvo que exista justa causa 
debidamente comprobada, caso en el cual, la delegación deberá hacerse mediante escrito dirigido a la 
Secretaría de la respectiva Comisión o la Plenaria, con la acreditación de la causa que obliga su 
inasistencia. 
  
Se entiende por justa causa para que un funcionario no asista a la citación para debate, la calamidad 
pública o doméstica, la grave perturbación del orden público, la condición de salud certificada, las 
comisiones de servicios y los períodos legales de vacaciones. 
  
Parágrafo 2. Para aquellos casos en que la empresa de servicios públicos domiciliarios cuyo 
representante legal no atienda las solicitudes o citaciones del control especial emanadas del Concejo 
de Bogotá, D.C., se seguirá el procedimiento establecido en la normatividad vigente. 
  
ARTÍCULO 56.- INVITACIÓN A FUNCIONARIOS O A PARTICULARES. Cuando en una 
proposición debidamente aprobada se invite a funcionarios del orden nacional, departamental, 
municipal o local, se realizará exclusivamente a través de la Presidencia de la Corporación. 
  
Las demás invitaciones se tramitarán a través de la Secretaría General o de las Secretarías de Comisión. 
  
ARTÍCULO 57.- USO DE LA PALABRA DE LOS CITANTES. En todo debate de control 
político la Bancada citante tendrá el siguiente tiempo de intervención de treinta (30) minutos máximos 
para el citante principal y quince minutos (15) adicionales para cada miembro de la Bancada, al sumar 
el tiempo que corresponda a la Bancada ese será el tiempo máximo de la misma; su tiempo de 
intervención podrá ampliarse previa autorización de la Presidencia. 
  



La Bancada distribuirá el orden y el tiempo entre sus miembros y será comunicado por su vocero al 
Presidente. 
  
Cumplido el tiempo asignado, de manera automática se interrumpirá el sonido. 
  
A continuación, las intervenciones se efectuarán en el siguiente e inmodificable orden: 1) las Bancadas 
citantes; 2) Los voceros de las Bancadas no citantes, hasta por un término de diez (10) minutos cada 
uno, 3) los Concejales inscritos, hasta por cinco (5) minutos;  4) los Organismos de Control, hasta 
por un máximo de diez (10) minutos;  5) los ciudadanos y las organizaciones civiles por el término 
que establezca el Presidente, previa inscripción por escrito al inicio de la sesión ante la respectiva 
Secretaría 6) Los funcionarios de la administración citados hasta por treinta (30) minutos. La Bancada 
citante podrá intervenir nuevamente por un término máximo de diez (10) minutos para exponer las 
conclusiones del debate. 
  
ARTÍCULO  58.- INFORME DE FUNCIONARIOS. Sin perjuicio de los informes periódicos 
establecidos en el presente Reglamento, el Concejo de Bogotá, D.C., o cualquiera de sus miembros 
podrá solicitar los informes que estime convenientes a la Administración Distrital, al Personero, al 
Veedor, al Contralor, al Auditor Fiscal ante la Contraloría y Alcaldes Locales del Distrito. Dichos 
informes estarán ajustados a las disposiciones del Decreto Ley 1421 del 21 de julio de 1993 y a las 
demás normas vigentes para el Distrito Capital. 
  
ARTÍCULO 59.- ANÁLISIS DE LOS INFORMES. Corresponde al Concejo de Bogotá, D.C., 
a través de las Comisiones Permanentes y de la Plenaria evaluar los informes periódicos que deben 
rendir los funcionarios y servidores públicos distritales. Para ello se programarán las sesiones 
respectivas para adelantar su estudio. 
  
Los informes que se rindan al Concejo de manera incompleta, tendenciosa o equivocada, se 
trasladarán por Secretaría al organismo competente para lo pertinente. 
  
Los informes anuales de la Administración serán radicados en la Secretaría General de la Corporación, 
en medio magnético, estos deberán ser publicados inmediatamente en la red interna y la página web 
del Concejo. 
  
ARTÍCULO 60.- SUBCOMISIONES DE VIGILANCIA Y CONTROL. El Presidente de la 
Corporación y los Presidentes de las Comisiones Permanentes podrán nombrar subcomisiones de 
vigilancia y control de la gestión de las autoridades distritales. Dicha subcomisión deberá entregar 
informe de su actividad a la Plenaria o a la Comisión Permanente en un término no superior a noventa 
días calendario y dará traslado de las conclusiones y recomendaciones cuando se requiera, al 
Personero, Contralor Distrital, Veedor Distrital, Procuraduría General de la Nación o a la Fiscalía 
General de la Nación, según el caso. 
  

CAPÍTULO VIII 
  

CONSECUENCIAS DEL CONTROL POLÍTICO 
MOCIÓN DE OBSERVACIÓN Y MOCIÓN DE CENSURA 

  
ARTÍCULO 61.- MOCIÓN DE OBSERVACIÓN. Al finalizar el debate correspondiente y con 
la firma de por lo menos la tercera parte de los miembros de la Corporación se podrá proponer que 
el Concejo de Bogotá, D.C., observe las decisiones del funcionario citado. 
  
Conforme al procedimiento señalado en la ley y el reglamento, el Concejo también podrá observar la 
conducta o decisiones del Contralor o del Personero. 



  
ARTÍCULO 62.- TRÁMITE DE LA MOCIÓN DE OBSERVACIÓN. La propuesta se votará 
en Plenaria entre el tercer y décimo día siguientes a la terminación del debate. Aprobada la moción 
por el voto de la mitad más uno de los miembros de la Corporación se comunicará al Alcalde. Si fuere 
rechazada, no podrá presentarse otra sobre la misma materia, a menos que hechos nuevos la 
justifiquen. 
  
ARTÍCULO 63.- MOCIÓN DE CENSURA. El Concejo de Bogotá D.C., podrá proponer 
moción de censura respecto de los Secretarios del Despacho del Alcalde por asuntos relacionados 
con funciones propias del cargo o por desatención a los requerimientos y citaciones del Concejo de 
Bogotá, D.C. 
  
ARTÍCULO 64.- TRÁMITE DE LA MOCIÓN DE CENSURA. La moción de censura se 
tramitará si a ello hubiere lugar, de conformidad a la Constitución y la ley. 
  

CAPÌTULO IX 
  

EJERCICIO DE LA FUNCIÓN NORMATIVA 
ORIGEN Y TRÁMITE DE LOS PROYECTOS DE ACUERDO 

  
ARTÍCULO 65.- INICIATIVA. Los proyectos de acuerdo pueden ser presentados por los 
Concejales individualmente, a través de las Bancadas, de manera integrada con otros Concejales o 
Bancadas y por el Alcalde Mayor, por medio de sus Secretarios, Jefes de Departamento 
Administrativo o Representantes Legales de las Entidades Descentralizadas. 
  
El Personero, el Contralor y las Juntas Administradoras Locales, los pueden presentar en materias 
relacionadas con sus atribuciones. 
  
De conformidad con la respectiva Ley Estatutaria, los ciudadanos y las Organizaciones Sociales 
podrán presentar proyectos de acuerdo sobre temas de su interés. 
  
Parágrafo 1. Las Bancadas a través de la Junta de Voceros tendrán derecho a priorizar mínimo un 
(1) proyecto de acuerdo por comisión en cada período de sesiones ordinarias. 
  
Parágrafo 2. Se entenderá que un proyecto de acuerdo es de Bancada cuando esté suscrito por todos 
los miembros que la conforman. 
  
Parágrafo 3. Los proyectos de acuerdo podrán ser retirados por su autor principal antes de rendir la 
ponencia para primer debate. El retiro deberá solicitarse por escrito ante el Secretario General de la 
Corporación, quien comunicará de inmediato esta decisión al (a la) Presidente(a) y al (a la) 
Secretario(a) de la Comisión Permanente en la que se encuentra radicado el proyecto, así como al 
ponente o ponentes, para que se suspenda de inmediato el estudio del mismo. 
  
Parágrafo 4. Entiéndase como autor principal al Concejal que presente la iniciativa y se entenderá 
como coautor quienes se adhieran a la misma. 
  
ARTÍCULO 66.- RADICACIÓN. Los proyectos de acuerdo podrán ser radicados en cualquier 
época y se debatirán en los períodos de sesiones ordinarias, sin perjuicio de aquellos que presente el 
Alcalde Mayor para ser tramitados en sesiones extraordinarias, una vez sorteados los proyectos se 
designarán los ponentes respectivos. 
  



Los proyectos de acuerdo deben ser radicados en la Secretaría General en original y en físico y medio 
magnético, con el objeto de ser publicados en la red interna, la página web y en los Anales del Concejo 
de Bogotá, D.C., para conocimiento y consulta de los Concejales y ciudadanos interesados. 
  
El Presidente del Concejo a través de la Secretaría General distribuirá el proyecto de acuerdo, según 
la materia de que se trate, a la respectiva Comisión Permanente para primer debate, previo a la 
designación de los ponentes. 
  
ARTÍCULO 67.- CONTENIDO Y UNIDAD DE MATERIA. Los proyectos de acuerdo deben 
versar sobre una misma materia e ir acompañados de una exposición de motivos que contendrá como 
mínimo, los siguientes requisitos: 
  
a) Sustento jurídico de la iniciativa. 
  
b) Justificación del proyecto. 
  
c) Alcances de la iniciativa y demás consideraciones del autor. 
  
d) Análisis del impacto fiscal del proyecto. 
  
e) Cuando se trate de iniciativas del Gobierno Distrital, deberá adjuntarse la certificación del 
Secretario de Despacho correspondiente, sobre cumplimiento de todos los requisitos previos a su 
radicación en el Concejo de Bogotá. 
 
 
NOTA: Ver Parágrafo del art. 14, Decreto Distrital 438 de 2019. 
  
El Presidente del Concejo de Bogotá, D.C., a través de la Secretaría General rechazará las iniciativas 
que no cumplan con este precepto. Sus decisiones serán apelables ante la Plenaria de la Corporación. 
  
Parágrafo. En caso de apelación a la decisión tomada por el Presidente del Concejo de Bogotá, D.C., 
ésta deberá hacerse por escrito y haciendo referencia a las normas vigentes que amparen al 
peticionario. Dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la presentación de la apelación, el 
Presidente del Concejo la llevará a la Plenaria para que con mayoría simple se decida si el proyecto 
de acuerdo debe someterse a discusión en la Corporación. Si no se consiguiere la votación requerida 
para que el proyecto de acuerdo sea sometido a estudio en la respectiva comisión permanente, será 
archivado definitivamente. 
  
ARTÍCULO 68.- DESIGNACIÓN DE PONENTES. El Presidente del Concejo designará por 
sorteo hasta tres (3) Concejales de la comisión respectiva de diferentes Bancadas como ponentes de 
los proyectos de acuerdo, uno de los cuales será el coordinador. Con excepción de lo estipulado en 
el artículo 79 del presente Reglamento. Los ponentes designados para primer debate serán los mismos 
para el segundo debate. 
  
Parágrafo 1. Salvo la designación hecha por las Bancadas, los Concejales autores del proyecto de 
acuerdo no podrán ser designados como ponentes del mismo. 
  
Parágrafo 2. En caso de presentarse falta absoluta o temporal de un ponente o se le acepte un 
impedimento, el Presidente del Concejo de Bogotá, D.C., podrá designar un nuevo ponente. 
  
Parágrafo 3. El Secretario General notificará a los Concejales sobre su designación como ponentes 
dentro de los dos (2) días hábiles siguientes al respectivo sorteo. 



  
ARTÍCULO 69.- PRESENTACIÓN PREVIA DE LOS PROYECTOS DE ACUERDO. El 
Presidente de la comisión a la que se encuentre asignado un proyecto de acuerdo, determinará cuáles 
pueden ser objeto de presentación previa a la ponencia respectiva teniendo en cuenta la importancia 
que éste represente para los intereses del Distrito Capital. 
  
ARTÍCULO 70.- ACUMULACIÓN DE PROYECTOS. Cuando se presenten proyectos de 
acuerdo que en su contenido haya unidad de materia, el Presidente procederá inmediatamente a su 
acumulación. Si se presenta un proyecto de acuerdo y sobre el mismo tema hay uno en trámite, el 
Presidente lo enviará al coordinador de ponentes del primer proyecto en estudio para su acumulación. 
En caso de haberse radicado ponencia para primer debate, será improcedente la acumulación. 
  
El coordinador deberá informar sobre la totalidad de propuestas que le han sido entregadas, 
argumentando además las razones para acumularlas o para proponer el rechazo de algunas de ellas. 
  
ARTÍCULO 71.- PRESENTACIÓN DE LAS PONENCIAS. El informe de los ponentes será 
presentado en original y copia y remitido en medio digital junto con el pliego de modificaciones en 
caso de que lo hubiere, a la Secretaría respectiva para su correspondiente radicación e inmediatamente 
se pondrá en la red del Concejo, cumpliendo con los principios de publicidad y transparencia. 
  
Toda ponencia deberá ser presentada y radicada ante la Secretaria de la Comisión Permanente cuando 
se trate de primer debate, o ante la Secretaria General si se trata de segundo debate, dentro del término 
fijado en el presente Reglamento y debe concluir con ponencia negativa o positiva. En ningún caso 
se podrá rendir ponencia condicionada. 
  
Parágrafo 1. El término de presentación de las ponencias en comisión será de diez (10) días hábiles 
a partir del día siguiente de su notificación, que se le haga al ponente por parte de la Secretaria General 
y vencerá a las 5:00 p.m. del último día. En los casos que por su complejidad o tamaño del proyecto 
se requiera un plazo adicional, el ponente deberá solicitarlo por escrito al Presidente de la Comisión 
un día (1) antes de su vencimiento. El respectivo Presidente podrá concederlo hasta por un término 
igual. Su respuesta deberá efectuarse al día siguiente de radicada la solicitud. En estos términos, no se 
tendrán en cuenta los sábados, domingos, festivos y los no laborados por la Secretaría respectiva. 
  
Parágrafo 2. El término de presentación de las ponencias para segundo debate en la Plenaria de la 
corporación será máximo de tres (3) días calendario, siguientes a su aprobación en primer debate. 
Durante este lapso el Secretario de la comisión respectiva remitirá a la Secretaria General el expediente 
del proyecto aprobado, previa publicación del texto definitivo en la red interna y página web 
del Concejo de Bogotá, D.C. 
  
Parágrafo 3. Terminado el periodo de sesiones ordinarias, se entiende que el plazo para la 
presentación de ponencias queda agotado. 
  
ARTÍCULO 72.- NÚMERO DE DEBATES. Para que un proyecto se convierta en acuerdo debe 
ser aprobado por el Concejo en dos (2) debates celebrados en días distintos. El primero se realizará 
en la Comisión respectiva y el segundo debate en sesión plenaria. 
  
El proyecto de acuerdo que hubiere sido negado en primer debate podrá ser reconsiderado por el 
Concejo a solicitud de su autor, de cualquier otro Concejal o del Gobierno Distrital. Dicha solicitud 
se presentará en la misma sesión en la que se negó el proyecto, para que se trámite en la siguiente 
Plenaria. Si la Plenaria del Concejo decide que se tramite, lo enviará para primer debate a comisión 
distinta de la que lo negó. 
  



Parágrafo 1. Presentada la ponencia dentro del término señalado en el artículo anterior, el Presidente 
de la Comisión o de la Plenaria, podrá citar para el debate, dos (2) días después de la radicación del 
documento respectivo. 
  
Parágrafo 2. En segundo debate no se podrán introducir modificaciones de fondo o adiciones al 
texto aprobado por la comisión, excepto cuando se trate de cambios de forma o supresiones. 
  
Parágrafo 3. Cuando los proyectos de acuerdo aprobados en primer debate no se alcancen a discutir 
en segundo debate en el mismo periodo de sesiones ordinarias serán agendados prioritariamente en 
el siguiente periodo de sesiones. En el evento de que el proyecto de acuerdo haya sido incluido para 
su discusión en el periodo de sesiones extraordinarias surtirá el mismo trámite. 
  
ARTÍCULO 73.- DESARROLLO DE LOS DEBATES. Para la discusión de un proyecto de 
acuerdo, el Presidente del Concejo o de la respectiva Comisión Permanente abrirá el debate con la 
fórmula siguiente: «Se abre el debate sobre el proyecto de acuerdo número (...), cuyo título es (...)». 
  
A continuación, se dará la palabra en el siguiente orden: 
  
A los ponentes para que rindan un resumen ejecutivo de la ponencia y su conclusión, sin necesidad 
de dar lectura por Secretaría a la misma, hasta por veinte (20) minutos. En caso de ausencia de autores 
y/o ponentes el Presidente de la sesión podrá continuar el trámite si las condiciones del proyecto así 
lo determinan. 
  
Al vocero o autor de la iniciativa hasta por diez (10) minutos. 
  
A los voceros de las otras Bancadas no autoras, en el orden en que la hayan solicitado hasta por cinco 
(5) minutos. 
  
A juicio del Presidente intervendrá la Administración hasta por diez (10) minutos. 
  
Cualquier otra intervención de Concejales ponentes o autores podrá ser autorizada por la Presidencia 
dependiendo de la complejidad de la iniciativa. 
  
ARTÍCULO 74.- INTERVENCIÓN DE FUNCIONARIOS Y CIUDADANOS. Durante la 
discusión de los proyectos de acuerdo podrán intervenir: El Alcalde Mayor, los Secretarios de 
Despacho, Jefes de Departamento Administrativo, Gerentes o Directores de las Entidades 
Descentralizadas, Personero, Veedor y Contralor, de acuerdo con este Reglamento. 
  
Parágrafo 1. Toda persona natural u organización social podrá expresar sus opiniones sobre 
cualquier proyecto de acuerdo y en los debates de control político cuyo estudio y examen se esté 
adelantando en la Corporación.  El respectivo Secretario deberá inscribir previamente a los 
interesados y el Presidente correspondiente dispondrá el orden y el tiempo de las intervenciones. Las 
opiniones podrán ser presentadas por escrito o verbalmente. 
  
En caso de una persona jurídica la intervención se realizará por el representante legal o su delegado 
previa acreditación ante el Secretario en la sesión. 
  
Parágrafo 2. Las Secretarías respectivas de forma permanente deberán hacer de público 
conocimiento este mecanismo de participación, fijando un aviso en lugar visible en la Sede del 
Concejo de Bogotá D.C. y en la página web de la Entidad, donde se establezca el procedimiento para 
que la ciudadanía pueda intervenir. 
  



ARTÍCULO 75.- CIERRE DE LA DELIBERACIÓN. Cuando ningún Concejal o funcionario 
solicite la palabra para intervenir en la discusión, el Presidente respectivo anunciará que va a cerrarse 
y si nadie pidiere la palabra la declarará cerrada. Acto seguido, se procederá a la votación y sólo se 
podrá hacer uso de la palabra para pedir que la votación sea nominal. 
  
Parágrafo 1. La votación de las ponencias se hará con base en su conclusión, es decir positiva o 
negativa. 
  
Las modificaciones sugeridas en la (s) ponencia (s) serán objeto de análisis y votación en el trámite 
del articulado respectivo. 
  
Parágrafo 2. El texto de las ponencias se adjuntará al acta de la sesión y se conservará copia de las 
mismas en el expediente del proyecto correspondiente. 
  
Parágrafo 3. Cuando se presenten dos o más ponencias con la misma conclusión se procederá a la 
unificación de las mismas, a discreción de los ponentes. El Presidente respectivo podrá solicitar a los 
ponentes la conciliación del texto en caso de existir discrepancias en el contenido a pesar de coincidir 
en la conclusión, con el fin de presentar un pliego de modificaciones concertado. 
  
Parágrafo 4. Cuando se presenten ponencias con conclusión diferente, se votará primero la negativa. 
  
Parágrafo 5. Cuando se niegue una ponencia negativa y no exista ponencia positiva, se entenderá 
que los integrantes de la Comisión o la Plenaria están interesados en continuar con el estudio del 
proyecto y para tal efecto, cualquiera de los integrantes de la Comisión o Plenaria presentará una 
proposición supresiva en forma escrita, donde se señalará la intención de continuar con el estudio del 
proyecto, la cual se someterá a votación de la respectiva Comisión o de la Plenaria. Si fuere negada 
se archivará el proyecto. 
  
ARTÍCULO 76.- APROBACIÓN. Sin necesidad de dar lectura al texto del articulado de los 
proyectos de acuerdo, éste deberá ser sometido a votación en bloque, salvo los artículos que se pida 
suprimir, modificar o adicionar, los cuales deberán ser discutidos uno por uno y será aprobado por 
la mayoría simple de los integrantes de la respectiva Comisión o de la Plenaria, excepto los proyectos 
que por ley requieran de votación calificada. 
  
Parágrafo 1. La votación de todo proyecto de acuerdo deberá tener el siguiente orden: Ponencia, 
título, atribuciones, considerandos y articulado. 
  
Parágrafo 2. El Presidente de la Plenaria o de Comisión podrá omitir la lectura al texto del articulado 
de los proyectos de acuerdo, salvo solicitud en contrario, caso en el cual la decisión se someterá a 
votación. 
  
ARTÍCULO 77.- REVOCATORIA DE LA APROBACIÓN. Por solicitud escrita y motivada de 
uno o más Concejales, la aprobación de un proyecto de acuerdo puede ser revocada total o 
parcialmente durante la misma sesión o sesiones en que se discuta y apruebe. La solicitud y la 
revocatoria deberán ser aprobadas por la mayoría simple de la Comisión o de la Plenaria según el 
caso. 
  
Parágrafo. Devolución del proyecto. Si la Plenaria por mayoría simple propusiese una 
modificación de fondo a uno o a varios artículos, devolverá el proyecto a la Comisión de origen, por 
una sola vez, para su correspondiente estudio. La Plenaria deberá precisar el tema objeto de la 
revisión. Si en ese momento, los ponentes ya no hacen parte de la Comisión Permanente respectiva, 
el Presidente de la Corporación designará por sorteo, nuevos ponentes. Tomada la decisión por la 



Comisión Permanente, el proyecto regresará a la Plenaria de la Corporación para que continúe su 
trámite. 
  
ARTÍCULO 78.- SANCIÓN Y VIGENCIA DEL ACUERDO. Aprobado un proyecto de 
acuerdo será suscrito por el Presidente del Concejo y el Secretario General dentro de los tres (3) días 
calendario siguiente a su aprobación y se enviará al Alcalde Mayor para su sanción, durante el lapso 
de los tres (3) días calendario siguiente. 
  
ARTÍCULO 79.- ARCHIVO. Serán archivados los proyectos de acuerdo que no fueron discutidos 
al término de las sesiones en que fueron presentados. 
  
También serán archivados los proyectos de acuerdo en los que se aprobó ponencia negativa en 
primero o segundo debate, y aquellos en los que se haya aprobado la ponencia positiva y se niegue el 
título, las atribuciones, los considerandos o el total del articulado. 
  
Parágrafo. Los proyectos de acuerdo que sin ser debatidos hayan sido archivados, se entenderán 
nuevamente presentados mediante comunicación escrita dirigida a la Secretaría general por parte de 
su autor principal y vocero de la Bancada, en cuyo caso conservarán los mismos ponentes designados 
en el sorteo inmediatamente anterior siempre y cuando no exista objeción por parte del autor o se 
haya modificado su articulado y se tramite dentro de la misma vigencia. 
  
ARTÍCULO  80.- OBJECIONES. Dentro de los diez (10) días siguientes al recibo del proyecto, 
el Alcalde podrá objetarlo por motivos de inconveniencia, inconstitucionalidad o ilegalidad. Si el 
Concejo no estuviere reunido, las objeciones se publicarán en el Registro Distrital y serán estudiadas 
en las sesiones inmediatamente siguientes. En sesión plenaria, el Concejo decidirá previo informe de 
la Comisión ad-hoc que la Presidencia designe para el efecto. Las objeciones sólo podrán ser 
rechazadas por el voto de la mitad más uno de los miembros de la Corporación. 
  
Parágrafo 1. La Comisión Ad-hoc tendrá diez (10) días calendario contados a partir de la fecha en 
que se reciba la designación para radicar el informe correspondiente ante la Secretaria General. 
  
Parágrafo 2. Si las objeciones presentadas fueren parciales, sin que se cambie el sentido del proyecto 
y la Plenaria del Concejo las hallare fundadas, se remitirá el proyecto nuevamente al Alcalde Mayor 
para la respectiva sanción. 
  
ARTÍCULO 81.- OBJECIONES POR INCONVENIENCIA. Las objeciones por 
inconveniencia serán consideradas por el Concejo mediante convocatoria que para este fin se haga, 
con tres (3) días de anterioridad. En caso de que el Concejo de Bogotá, D.C. las rechazare, el Alcalde 
deberá sancionar el proyecto. Si no lo hiciere, el Presidente de la Corporación sancionará y 
promulgará el acuerdo. Si las declarare fundadas se procederá al archivo del proyecto. 
  
ARTÍCULO 82.- OBJECIONES JURÍDICAS. Si las objeciones jurídicas fueren por razones de 
inconstitucionalidad o ilegalidad y el Concejo las rechazare, el proyecto de acuerdo será enviado por 
el Alcalde dentro de los diez (10) días siguientes al Tribunal Administrativo que tenga jurisdicción en 
el Distrito Capital, acompañado de un escrito explicativo de las objeciones y de los documentos que 
tuvo en cuenta el Concejo de Bogotá, D.C., para rechazarlas. 
  
Si el Tribunal las declarare fundadas, se archivará el proyecto de acuerdo. Si decidiere que son 
infundadas, el Alcalde lo sancionará dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la notificación 
respectiva. Si no lo hiciere, el Presidente del Concejo Distrital lo sancionará y ordenará su 
promulgación. 
  



ARTÍCULO 83.- PUBLICACIÓN DE LOS ACUERDOS. Sancionado un acuerdo, se publicará 
inmediatamente en los Anales del Concejo de Bogotá, D.C. y en el Registro Distrital para los efectos 
de su promulgación. 
  
ARTÍCULO 84.- SECUENCIA NUMÉRICA DE LOS ACUERDOS. Los acuerdos 
debidamente sancionados tendrán secuencia numérica indefinida establecida a partir del año 2000. 
  

CAPÍTULO X 
  

DE PROPOSICIONES, MOCIONES, VOTACIONES Y QUÓRUM 
  
ARTÍCULO 85.- DE LAS PROPOSICIONES Y SU TRÁMITE. Toda proposición deberá 
presentarse por escrito o verbal, de manera clara, concreta y completa y será sometida a votación ante 
la Plenaria o la Comisión Permanente según corresponda. Para su aprobación se requerirá el voto de 
la mayoría simple. 
  
Las proposiciones se clasifican para su trámite, en: 
  
1. SUPRESIVAS. Cuando se propone suprimir total o parcialmente uno o más artículos de un 
proyecto de acuerdo, el contenido de un informe, ponencia o una proposición. 
  
2. ADITIVAS. Cuando se propone adicionar los artículos de un proyecto de acuerdo, o el texto de 
informe, ponencia o proposición. 
  
3. SUSTITUTIVAS. Cuando se propone sustituir el título, atribuciones o el articulado de un 
proyecto de acuerdo, el texto de un informe o una proposición. Se discute y se vota primero. Si es 
aprobada, la inicial queda negada y viceversa. No podrá haber ninguna proposición sustitutiva de la 
sustitutiva. 
  
4. DIVISIVAS. Cuando se propone dividir un artículo o capítulo de un proyecto de acuerdo o el 
texto de un informe, ponencia o proposición. 
  
5. ASOCIATIVAS. Cuando se propone reunir artículos o capítulos de un proyecto de acuerdo o 
ponencia. 
  
6. TRANSPOSITIVAS. Cuando se propone cambiar de ubicación uno o varios títulos o artículos 
de un proyecto de acuerdo o ponencia. 
  
7. DE CITACIÓN. Cuando se propone citar para debate a funcionarios o autoridades de la 
Administración Distrital. Las proposiciones de citación que versen sobre temas, asuntos o materias 
similares deberán ser acumuladas para ordenar y hacer más productiva la programación y el desarrollo 
de los debates, cuando así lo disponga el Presidente respectivo. 
  
8. DE RECONOCIMIENTO. Cuando se propone exaltar y reconocer la vida y obra de personas 
naturales o jurídicas. Este tipo de proposición solamente podrá presentarse ante la Plenaria de la 
Corporación. 
  
9. MOCIÓN DE OBSERVACIÓN. Cuando se propone observar las decisiones de un 
funcionario, de conformidad con las disposiciones constitucionales y legales. 
  
10. MOCIÓN DE CENSURA. Cuando se propone moción de censura, de conformidad con las 
disposiciones constitucionales y legales. 



  
11. MOCIÓN DE DUELO. Cuando se propone un reconocimiento póstumo a una persona natural 
o se expresa un sentimiento de solidaridad y/o acompañamiento ante hechos que lo ameriten.  
 
 
ARTÍCULO 86.- MOCIONES EN EL USO DE LA PALABRA. Las mociones en el uso de la 
palabra se concederán a juicio del respectivo Presidente hasta por dos (2) minutos y se clasifican, para 
su trámite en: 
  
1. DE ACLARACIÓN. Es la solicitud de uso de la palabra para que se aclare algún punto específico 
del debate o lo expresado por el orador. 
  
2. DE ORDEN. Es la solicitud de uso de la palabra para hacer caer en cuenta al Concejal que preside 
la sesión o a los demás Concejales sobre posibles desviaciones del tema materia de estudio, la 
secuencia en el orden de las intervenciones o sobre cualquier incumplimiento del reglamento de la 
Corporación. Si la moción es considerada procedente por la Mesa Directiva, el Presidente tomará las 
medidas necesarias para corregir desviaciones que se presenten. 
  
3. DE SESIÓN PERMANENTE. Es la solicitud de la palabra para que se prolongue la Plenaria 
o la Comisión Permanente que se adelanta. Procederá dentro de los últimos treinta (30) minutos antes 
de terminar las cuatro horas de la correspondiente sesión. 
  
4. DE SUFICIENTE ILUSTRACIÓN. Es la solicitud del uso de la palabra para que la Plenaria o 
las Comisiones Permanentes declaren agotada la discusión sobre el tema y se proceda inmediatamente 
a la votación o al punto siguiente del orden del día, según corresponda. Podrá ser solicitada por 
cualquier Concejal cuando hayan intervenido por lo menos cinco (5) Concejales de diferentes 
Bancadas, incluido por lo menos un (1) Concejal de la oposición y la Administración. La moción será 
presentada y sometida a votación una vez termine el Concejal que esté en el uso de la palabra.  
  
ARTÍCULO 87.- QUÓRUM. Es el número mínimo de miembros que se requiere estén presentes 
tanto en la Plenaria como en las Comisiones Permanentes del Concejo de Bogotá D.C., de 
conformidad con el artículo 148 de la Constitución Política, las normas sobre quórum y mayorías 
previstas para el Congreso de la República, regirán en el Concejo de Bogotá D.C. 
  
Existen las siguientes clases de Quórum. 
  
1. QUÓRUM DELIBERATORIO. Es el número mínimo de Concejales de la respectiva Comisión 
Permanente o Plenaria que deben hallarse presentes en el recinto para que pueda entrar válidamente 
a abrir sesiones, discutir proyectos e iniciar debates de citación. 
  
El quórum deliberatorio se conforma con la cuarta (1/4) parte de los miembros integrantes de la 
Plenaria y de las Comisiones Permanentes respectivas. 
  
2. QUÓRUM DECISORIO. Es el número mínimo de Concejales de la respectiva Comisión 
Permanente o Plenaria que deben hallarse presentes en el recinto para que pueda entrar válidamente 
a tomar decisiones y aprobar o no iniciativas. El quórum decisorio se conforma con la mitad (1/2) 
más uno de los miembros integrantes de la Plenaria y de la Comisión Permanente respectiva, salvo 
que la Constitución determine un quórum diferente. 
  
ARTÍCULO 88.- MAYORÍA PARA DECIDIR. En la Plenaria y en las Comisiones Permanentes 
las decisiones se tomarán por la mayoría simple de los votos de los asistentes que conforman el 
quórum decisorio, salvo que la Constitución o la ley exijan expresamente una mayoría especial. 



  
ARTÍCULO 89.- DEFINICIÓN DEL VOTO. El voto es el acto individual por medio del cual 
cada Concejal declara su voluntad en relación con el tema que se discute en la Plenaria o en las 
Comisiones Permanentes. 
  
ARTÍCULO 90.- NATURALEZA DE LA VOTACIÓN. El Concejo de Bogotá, D.C., declara su 
voluntad mediante la votación de los Concejales en la Plenaria o en las Comisiones Permanentes. 
  
ARTÍCULO 91.- DERECHO Y OBLIGACIÓN DEL VOTO. Los Concejales en ejercicio 
tienen el derecho y la obligación de votar los asuntos sometidos a su consideración, estudio y decisión. 
  
Todo Concejal que esté presente en la sesión donde se vayan a tomar decisiones mediante el voto 
está obligado a votar. No obstante, podrá abstenerse de hacerlo única y exclusivamente cuando se 
encuentre legalmente impedido para ello, expresando claramente los motivos del impedimento. 
  
ARTÍCULO 92.- OPORTUNIDAD DE LA VOTACIÓN. Ninguna votación podrá efectuarse 
sin que previamente se haya realizado la postulación o discusión debidamente cerrada por el 
Presidente de la Plenaria o de la Comisión Permanente. Para que la votación pueda adelantarse es 
necesario que se encuentre presente el Secretario General del Concejo o de la Comisión Permanente. 
En caso de no encontrarse, el Presidente podrá designar un Secretario Ad-hoc mientras se adelanta 
la votación. 
  
ARTÍCULO  93.- CLASES DE VOTACIÓN. El Concejo de Bogotá, D.C. en sesión plenaria o 
de sus comisiones permanentes tomará las decisiones que se requieran mediante el empleo de dos (2) 
clases de votaciones a saber: ordinaria o nominal. 
  
ARTÍCULO 94.- VOTACIÓN ORDINARIA. Se efectúa por medio de un golpe sobre la mesa. 
Si se pidiere la verificación, ésta se hará observando el siguiente procedimiento: 
  
Los Concejales que estén por la decisión afirmativa, levantarán el brazo y permanecerán así mientras 
el Secretario General o de la Comisión Permanente los cuenta y publica su número. Luego lo hacen 
los Concejales que estén por la negativa y permanecen así mientras el Secretario General o de la 
Comisión Permanente los cuenta y publica su número. Finalmente, el respectivo Secretario informa 
sobre el resultado de la votación. 
  
Parágrafo. En este sentido, cuando proceda la votación ordinaria y se solicite su verificación, en todo 
caso, el Secretario dejará constancia de los Concejales que participaron en la votación y de su voto 
positivo o negativo. 
  
ARTÍCULO 95.- VOTACIÓN NOMINAL. Como regla general, las votaciones serán nominales 
y públicas, con las excepciones que determine la ley. 
  
En toda votación se empleará el sistema electrónico habilitado en el recinto de sesiones de la 
Corporación, que acredite el sentido del voto de cada Concejal y el resultado de la misma. En caso 
de ausencia o falta de procedimientos electrónicos, se llamará a lista y cada Concejal anunciará de 
manera verbal su voto, o el nombre de la persona por quién vota, cuando se trate de elección de las 
Mesas Directivas y de los servidores públicos. 
  
Cuando se utilicen medios electrónicos en las votaciones, será el Presidente de la Corporación o 
Comisión quien determine los tiempos entre la iniciación de la votación y el anuncio de su resultado, 
sin exceder los treinta (30) minutos por votación. 
  



El resultado de la votación nominal constará en el acta con la expresión de los nombres de los 
votantes y del voto que cada uno hubiere dado. 
  
Durante la votación nominal, el Concejal que desee explicar su voto deberá solicitar la palabra al 
respectivo Presidente, para lo cual se le otorgará inmediatamente el uso de la palabra, máximo hasta 
por dos (2) minutos. 
  
ARTÍCULO 96.- VOTO EN BLANCO. Procede solo para elecciones que deba adelantar la 
Corporación. Expresa la inconformidad del Concejal o las Bancadas por las alternativas sometidas a 
elección. El voto en blanco es válido para los efectos del cómputo y genera las consecuencias que 
señalan la Constitución y la ley. 
  
ARTÍCULO 97.- EMPATES EN LA VOTACIÓN. En caso de empate o igualdad en la votación 
de un proyecto, se procederá a una segunda votación en la misma sesión. Si en esta oportunidad se 
presenta nuevamente empate, la Presidencia, sin discusión, ordenará que se repita por una vez más la 
votación, si en esta tercera votación no se dirime el empate, se ordenará el archivo del proyecto. 
  
Los casos de empate en votación para una elección se decidirán durante la sesión citada para el efecto 
mediante un mecanismo de sorteo. 
  
ARTÍCULO 98.- PROHIBICIONES DURANTE LA VOTACIÓN. Una vez iniciada la 
votación ningún Concejal podrá solicitar el uso de la palabra para hacer mociones, pedir verificación 
del quórum o hacer intervenciones sobre el tema, excepto para dejar constancia de su voto de 
conformidad con lo previsto en el presente Reglamento. Así mismo, no podrá retirarse del recinto de 
sesión hasta tanto concluya la votación respectiva. La desatención de lo aquí consignado acarreará 
sanción disciplinaria. 
  
Parágrafo 1. Entiéndase por votación, para efectos de la permanencia en el recinto y la obligación 
del voto, el tiempo transcurrido entre la aprobación de las ponencias y la totalidad de los artículos, 
incluida su ratificación final. 
  
Parágrafo 2. A los Concejales les está prohibido criticar o censurar el voto de sus colegas. 
  
ARTÍCULO 99.- CONSTANCIA. Es la solicitud que puede hacer un Concejal para que se registre 
en el acta una manifestación expresa de rechazo, apoyo, inconformidad o solidaridad relacionada con 
el tema específico que se trata en la respectiva sesión o sobre un hecho de público conocimiento. 
Debe presentarse por escrito ante el Secretario de la Comisión o de la Plenaria. 
  

CAPÍTULO XI 
  

ELECCIONES DE SERVIDORES PÚBLICOS DISTRITALES 
  
ARTÍCULO 100.- CITACIÓN PARA ELECCIÓN. Toda citación para elección se hará 
exclusivamente para ese fin con tres (3) días calendarios de anticipación, conforme al presente 
Reglamento, la Constitución Política y las leyes especiales para Bogotá, D.C. Se exceptúa la elección 
de las primeras Mesas Directivas correspondientes a la iniciación del período constitucional. 
  
ARTÍCULO 101.- SERVIDORES PÚBLICOS SUJETOS A ELECCIÓN. La Plenaria del 
Concejo de Bogotá, D.C., en la forma prevista en el presente Reglamento elige: Mesa Directiva 
del Concejo de Bogotá, D.C., Secretario General del Concejo, Miembros de las Comisiones 
Permanentes, Contralor y Personero Distrital. Las Comisiones Permanentes eligen su respectiva Mesa 
Directiva y el Secretario correspondiente. 



  
Parágrafo. Siempre que por cualquier circunstancia se haga una elección después de haberse iniciado 
un período, se entiende hecha sólo para el resto del período en curso que haga falta.   
  
ARTÍCULO 102.- EFECTOS DE LA ELECCIÓN. Las elecciones que realicen la Plenaria o las 
Comisiones Permanentes del Concejo de Bogotá, D.C., con el lleno de los requisitos establecidos en 
la ley y el presente Reglamento, no podrán ser revocadas por la Corporación. 
  
ARTÍCULO 103.- NULIDAD DE LA ELECCIÓN. Serán nulas las elecciones que se hagan sin 
el lleno de los requisitos exigidos en el presente Reglamento. 
  
ARTÍCULO 104.- ELECCIÓN DEL PERSONERO O PERSONERA. El Concejo de Bogotá, 
D.C., elige al Personero o Personera durante el primer mes de sesiones ordinarias correspondiente a 
la iniciación del periodo constitucional, mediante concurso público de méritos, de conformidad con 
lo dispuesto en la Ley 1551 de 2012, el Decreto No. 2485 de 2014, compilado en el Título 27 del 
Decreto 1083 de 2015 y las demás normas vigentes. 
  
El Personero o Personera Distrital será elegido para un período institucional de cuatro (4) años, que 
se iniciará el primero de marzo y concluirá el último día de febrero, conforme a la resolución expedida 
por la Mesa Directiva. 
  
Parágrafo 1. La Mesa Directiva del Concejo de Bogotá, D.C., presentará previamente para 
autorización de la Plenaria, la resolución que dicte el respectivo concurso público de méritos, de 
conformidad con las normas vigentes y expedirá con base en ello, el correspondiente acto 
administrativo. 
  
Parágrafo 2.  En caso de falta absoluta del Personero o Personera Distrital de Bogotá D.C. la 
vacancia se suplirá de la lista de elegibles del concurso público de méritos para la última elección por 
la cual se ocupó el cargo, en estricto orden de méritos por el resto del periodo institucional.   
  
ARTÍCULO 105.- ELECCIÓN DEL CONTRALOR O CONTRALORA. El Concejo de 
Bogotá, D.C., elegirá el Contralor o la Contralora de Bogotá, durante el primer periodo de sesiones 
ordinarias correspondiente al inicio del período constitucional, para un periodo institucional de cuatro 
(4) años, que iniciará el primero de marzo y concluirá el último día de febrero. Para el efecto de su 
elección se hará conforme a las normas legales vigentes. 
  
Parágrafo. La Mesa Directiva del Concejo de Bogotá, D.C., adelantará el respectivo proceso de 
convocatoria pública de conformidad con las normas legales vigentes. 
 
ARTÍCULO 106.- CALIDADES, INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES. Para ser 
elegido Personero o Personera, Contralor o Contralora de Bogotá, se requiere cumplir plenamente 
las calidades exigidas por la Constitución Política y las leyes vigentes. Por lo tanto, será de obligatorio 
cumplimiento por parte de los aspirantes, no estar inmerso en las causales de inhabilidades e 
incompatibilidades de los servidores públicos señalados en la ley. 
 
ARTÍCULO  107.- ELECCIÓN DE SECRETARIOS DE LA CORPORACIÓN. El Secretario 
General del Concejo de Bogotá, D.C., y los Subsecretarios de las Comisiones Permanentes serán 
elegidos mediante procesos de convocatoria pública durante las sesiones ordinarias del mes de febrero 
de cada vigencia, para un periodo de un (1) año, de conformidad con las normas legales vigentes. 
  



Los candidatos que aspiren a ocupar estas dignidades deberán ser como mínimo profesionales 
especializados, cumpliendo los requisitos legales y la experiencia señalada en el Manual de Funciones 
de la Corporación, la ley y demás normas vigentes. 
  
Parágrafo 1. El procedimiento de convocatoria pública será reglamentado por la Mesa Directiva a 
través de la expedición de actos administrativos que corresponda, debiendo garantizar los principios 
de transparencia, publicidad, objetividad, participación ciudadana, equidad de género y criterio de 
mérito, conforme a la ley. 
  
Parágrafo 2. En los casos de falta absoluta del Secretario General y/o de los Subsecretarios de las 
Comisiones Permanentes, la Mesa Directiva del Concejo de Bogotá realizará un nuevo proceso para 
el resto del Período institucional.   
  
ARTÍCULO 108.- JURAMENTO PARA LA POSESIÓN. El juramento para la posesión se 
prestará en los siguientes términos: «JURO A DIOS Y PROMETO AL PUEBLO, CUMPLIR 
FIELMENTE CON LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE COLOMBIA». 
  

CAPÍTULO XII 
  

DE LOS CONCEJALES 
  
ARTÍCULO 109.- INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES. Las inhabilidades, 
incompatibilidades y prohibiciones aplicables a los Concejales del Distrito Capital, así como sus faltas 
absolutas o temporales son las consagradas en la Constitución, las leyes y los decretos especiales que 
rigen para el Distrito Capital. 
  
ARTÍCULO 110.- FALTAS ABSOLUTAS. En caso de las faltas absolutas de los Concejales serán 
suplidas por quien siga en la lista, de acuerdo con lo previsto en la Constitución y la ley. 
  
El Presidente del Concejo dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la declaratoria de la vacancia, 
llamará a quien corresponda según la ley, para que tome posesión del cargo. 
  
Parágrafo. En caso de faltas absolutas deberán ser publicadas en los Anales del Concejo. 
  
ARTÍCULO 111.- HONORARIOS Y SEGUROS DE LOS CONCEJALES. A los Concejales 
del Distrito Capital se les reconocerán honorarios por su asistencia a cada sesión plenaria o de 
comisión permanente. También tendrán derecho a un seguro de vida y a un seguro de salud, de 
conformidad con lo establecido en la Constitución, la ley y los decretos especiales aplicables al 
Distrito Capital. 
  
ARTÍCULO 112.- NORMAS DE COMPORTAMIENTO DURANTE LAS SESIONES. Los 
Concejales del Distrito Capital deberán tener el siguiente comportamiento al interior de la 
Corporación y durante el desarrollo de las sesiones: 
  
1. El Concejal ingresará al recinto donde se adelanta la respectiva sesión, a la hora acordada, a efectos 
de asegurar la conformación del quórum al momento del llamado a lista. 
  
2. Una vez iniciada la respectiva sesión, el Concejal deberá guardar la compostura propia de su cargo, 
evitando incurrir en comportamientos como los siguientes: propiciar actos de desorden o irrespeto 
hacia sus compañeros o asistentes, usar términos vulgares, soeces o burlescos, ademanes, señales o 
actos indecentes y en general todas aquellas conductas que vayan contra la moral, las buenas 
costumbres y el buen ejemplo para la ciudadanía. 



  
3. Los Concejales exigirán al Presidente de la Plenaria o de la Comisión mantener el silencio y la 
atención debidos, con el fin de hacer uso adecuado del tiempo y la palabra, así como propender por 
la productividad tanto en los resultados como en el desarrollo de la sesión. 
  
4. Los Concejales respetarán la vida privada, principios e ideales de cada uno de los miembros de la 
Corporación, sin que ello les imposibilite denunciar a las autoridades competentes las presuntas 
irregularidades de índole disciplinaria, penal, judicial o fiscal, advertidas. 
  
ARTÍCULO 113.- COMPORTAMIENTO FRENTE A LOS FUNCIONARIOS CITADOS 
E INVITADOS A LA SESIÓN. Los Concejales orientarán su comportamiento en el desarrollo de 
las sesiones en las que participen funcionarios, órganos de control o invitados de la Administración 
Distrital, respetando los siguientes criterios: 
  
1. Ningún Concejal podrá faltar al respeto o agredir en cualquier forma a los funcionarios y demás 
personas citadas o invitadas. 
  
2. Las intervenciones de los Concejales, sin perjuicio de su libre expresión, se centrarán en el tema 
objeto de debate, evitando incurrir en reiteraciones sobre aspectos ya expresados y en críticas 
inoportunas hacia los funcionarios y demás personas citadas o invitadas. 
  
ARTÍCULO 114.- COMPORTAMIENTO DENTRO DE LAS INSTALACIONES. El 
Concejal deberá ejercer un comportamiento ejemplar en las instalaciones del Concejo de Bogotá, 
D.C., evitando propiciar o hacer parte de desórdenes dentro de las mismas, debiendo colaborar con 
el restablecimiento del orden cuando éste se vea turbado. 
  
ARTÍCULO 115.- RESPONSABILIDAD. Los Concejales que incurran en violación a las normas 
consagradas en el presente Capítulo, serán sancionados de conformidad con lo dispuesto en este 
Reglamento, sin perjuicio de las acciones que correspondan a los demás organismos de control. Es 
responsabilidad del Presidente del Concejo y de los Presidentes de Comisión, velar por su estricto 
cumplimiento. 
  
ARTÍCULO 116.- SANCIONES. El Concejal que falte al respeto al Concejo de Bogotá, D.C., a 
las Mesas Directivas, a sus colegas o a los funcionarios, haga uso indebido de proposiciones, 
mociones, constancias, interpelaciones o de la palabra, o falte a las normas y reglas de ética contenidas 
en este Reglamento, le será impuesta por el Presidente del Concejo o el Presidente de las Comisiones 
Permanentes una de las siguientes sanciones: 
  
a)  Suspensión inmediata del uso de la palabra y del sonido si fuere necesario. 
  
b)  Declaración simple de haber faltado al orden y llamado de atención. 
  

CAPÍTULO XIII 
  

DEL CONFLICTO DE INTERESES 
  
ARTÍCULO 117.- CONFLICTO DE INTERESES Y CAUSALES DE IMPEDIMENTO Y 
RECUSACIÓN.  De conformidad con la Constitución y la ley, todo Concejal deberá declararse 
impedido cuando el interés general propio de la función pública entre en conflicto con su interés 
particular y directo. 
  



Parágrafo. El Concejo llevará un registro de intereses privados, bajo la responsabilidad del Secretario 
General, en el cual los Concejales consignarán la información relacionada con su actividad económica 
privada, dicha inscripción será realizada dentro de los primeros treinta (30) días del periodo 
constitucional, o de la fecha de su posesión. 
  
En caso de producirse cambio en la situación de intereses privados de los Concejales, deberá 
inscribirse en el registro dentro de los treinta (30) días siguientes. 
 
ARTÍCULO  118.- TRÁMITE DE LOS IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES. En caso de 
impedimento el Concejal enviará dentro de los tres (3) días calendario siguiente a su conocimiento la 
actuación con escrito motivado al Presidente de la Corporación, quien lo someterá a consideración 
de la Plenaria, la cual decidirá de plano sobre el impedimento dentro de los diez (10) días calendarios 
siguientes a la fecha de su recibo. Si acepta la 
  
Plenaria el impedimento, se procederá a la designación de un nuevo ponente, si fuere el caso. Si el 
conflicto lo fuere respecto del debate y la votación, el respectivo Presidente excusará de votar al 
Concejal. 
  
Cuando cualquier persona presente una recusación, el recusado manifestará si acepta o no la causal 
invocada, dentro de los cinco (5) días calendario siguientes a la fecha de su formulación. Vencido este 
término, se seguirá el trámite señalado en el inciso anterior. 
  
La actuación administrativa se suspenderá desde la manifestación del impedimento o desde la 
presentación de la recusación, hasta cuando se decida. Sin embargo, el cómputo de los términos para 
que proceda el silencio administrativo se reiniciará una vez vencidos los plazos a que hace referencia 
el inciso 1 de este artículo. 
  

CAPÍTULO XIV 
  

DISPOSICIONES VARIAS 
  
ARTÍCULO 119.- FUNCIONES ADMINISTRATIVAS DEL CONCEJO. Las funciones 
administrativas de la Corporación serán ordenadas y coordinadas por el funcionario que determine 
el manual de funciones, bajo la orientación de la Mesa Directiva del Concejo de Bogotá, D.C. 
  
ARTÍCULO 120.- CONTROVERSIAS DE PROCEDIMIENTO. El presente Reglamento en 
todo caso, resolverá las controversias de procedimiento, ajustándose al marco jurídico Constitucional 
y legal vigente. 
 
Artículo 121.- VIGENCIA Y DEROGATORIAS. El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de 
su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial los Acuerdos 
Distritales Nos 348 de 2008, 501 de 2012, 635 de 2016 y 639 de 2016. 
  

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE. 
  

NELLY PATRICIA MOSQUERA MURCIA 
  

Presidenta 
  

DANILSON GUEVARA VILLABÓN 
  

Secretario General de Organismo de Control 
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Resolución 0728 de 2019 Contraloría General de la República
Los datos publicados tienen propósitos exclusivamente informativos. El Departamento Administrativo de la Función Pública no se
hace responsable de la vigencia de la presente norma. Nos encontramos en un proceso permanente de actualización de los
contenidos.

RESOLUCION 0728 DE 2019

 

(Noviembre 18)

 

"Por la cual se establecen los términos generales de las convocatorias públicas de selección de contralores territoriales"

 

EL CONTRALOR GENERAL DE LA REPÚBLICA

 

En uso de sus facultades constitucionales, en especial las conferidas por el artículo 6º del Acto Legislativo 04 del 18 de septiembre de 2019,
y

 

CONSIDERANDO

 

Que el inciso 7 del artículo 272 de la Constitución Política, modificado por el Acto Legislativo 04 del 18 de septiembre de 2019, dispone que
"Los Contralores departamentales, distritales y municipales serán elegidos por las Asambleas Departamentales, Concejos Municipales y
Distritales de tema conformada por quienes obtengan los mayores puntajes en convocatoria pública conforme a la ley, siguiendo los
principios de transparencia, publicidad, objetividad, participación ciudadana y equidad de género, para un periodo de cuatro años que no
podrá coincidir con el periodo del correspondiente gobernador y alcalde".

 

Que, a su vez, el parágrafo primero transitorio del artículo 4º del Acto Legislativo 04 del 18 de septiembre de 2019, establece que la
siguiente elección de todos los contralores territoriales se hará para un periodo de dos {2) años.

 

Que el artículo 6º del Acto Legislativo 04 del 18 de septiembre de 2019, consagra que "La Contraloría General de la República desarrollará
tos términos generales para el proceso de convocatoria pública de selección de los contralores departamentales, municipales y distritales".

 

Que la Ley 1904 de 2018 "por la cual se establecen las reglas de la convocatoria pública previa a la elección de Contralor General de la
República por el Congreso de la República", regula, entre otras, las etapas de la convocatoria y el proceso de elección y la facultad para
contratar una institución de educación superior, pública o privada y con acreditación de alta calidad, para adelantar la convocatoria pública.

 

Que, así mismo, el artículo 11 de la citada ley, establece que las disposiciones contenidas en la misma son aplicables, en lo
correspondiente, a la elección de los contralores departamentales, distritales y municipales, en tanto el Congreso de la República expida
disposiciones especiales para la materia.

 

Que el periodo de los actuales contralores territoriales culmina el próximo 31 de diciembre de 2019.

 

Que con el ánimo de tener mayor seguridad jurídica en la interpretación del artículo 6 del Acto Legislativo 04 de 2019, la Contraloría
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General de la República, a través del Departamento Administrativo de la Función Pública, formuló consulta con mensaje de urgencia al
Honorable Consejo de Estado, en los siguientes términos:

 

"1. ¿Cuál es el alcance, bajo la normativa antes señalada, de la facultad otorgada a la Contraloría General de la República en el artículo 6
del Acto Legislativo 04 de 2019?

 

2. Si una corporación pública inició el proceso de convocatoria antes de la entrada en vigencia del Acto Legislativo 04 de 2019, aplicando el
procedimiento señalado en la Ley 1904 de 2018 ¿Debe iniciar nueva convocatoria que se ajuste al nuevo marco jurídico o pueden realizar
las modificaciones que sean necesarias bajo la nueva normativa? O ¿Los actuales procesos de selección deben suspenderse hasta tanto se
expida la reglamentación legal especial o la Contraloría General desarrolle los términos generales de las convocatorias correspondientes?"

 

En consecuencia, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Honorable Consejo de Estado, en concepto del 12 de noviembre de 2019 (Exp.
11001-03-06-000-2019-00186-00), consideró:

 

"Como el legislador no ha expedido todavía una ley que regule específicamente el proceso de elección de los contralores territoriales, la
normativa que rige y debe seguirse aplicando s la contenida en la Ley 1904 de 2018, tal como se explicó en el acápite primero de este
documento. Por lo tanto, es a dicha ley a la que debe sujetarse la Contraloría General cuando expida la reglamentación prevista en el
artículo 6 del Acto Legislativo 4 de 2019. (...)

 

Estas consideraciones llevan a la Sala a concluir que las convocatorias públicas que se hubieran iniciado, por parte de algunas asambleas
departamentales o concejos municipales o distritales, antes dela entrada en vigencia del Acto Legislativo 4 de 2019, podrían continuar, en
principio, siempre que los términos y condiciones de aquellas se adecúen a las reglas contenidas en el nuevo marco constitucional, a la ley
que llegue a expedir el Congreso para regular específicamente el proceso de elección de los contralores territoriales y a las disposiciones
reglamentarias que dicte la Contraloría General de la República, en ejercicio de la nueva función que le otorgó el artículo 6 de la reforma
constitucional. (...)

 

Conforme a lo explicado en este concepto, la competencia otorgada a la Contraloría General de la República por el artículo 6 del Acto
Legislativo 4 de 2019 constituye una facultad reglamentaria de carácter permanente, pero limitada a la materia y a la finalidad señaladas
en dicha norma: desarrollar los términos generales (establecidos previamente por el legislador) de los procesos de convocatoria pública
para la elección de los contralores departamentales, municipales y distritales.

 

Esta potestad debe ser ejercida dentro de los límites materiales y teleológicos indicados, y de forma subordinada a la Constitución Política
(especialmente, a los artículos 126 y 272) y a la ley que regule tales convocatorias (actualmente, la Ley 1904 de 2018), mediante la
expedición de actos administrativos de contenido general. (...)"

 

Que, en este sentido, la presente resolución desarrolla los términos generales que deben cumplir las convocatorias públicas que adelanten
las corporaciones públicas para la elección de contralores territoriales, teniendo como fundamento y respetando el marco normativo
establecido en la Constitución Política y la Ley 1904 de 2018.

 

Que, en ese contexto normativo y por mandato del constituyente derivado, se hace necesario establecer los términos generales que regirán
las convocatorias públicas que adelanten las corporaciones públicas de elección popular del orden local, para la elección de contralores
territoriales.

 

En mérito de lo expuesto,

 

RESUELVE

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. La presente resolución tiene por objeto desarrollar los términos generales para el proceso de convocatoria pública de
selección de los contralores departamentales, municipales y distritales, teniendo como referente vinculante el marco normativo contenido
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en el artículo 272 de la Constitución Política y la Ley 1904 de 2018 en los aspectos pertinentes.

 

ARTÍCULO 2. REGLAS GENERALES. El interesado a participar en la convocatoria deberá tener en cuenta lo siguiente:

 

a) Las condiciones y reglas de la convocatoria serán las establecidas en esta resolución y las fijadas por la corporación convocante, con sus
modificaciones y aclaraciones, las cuales son vinculantes para el interesado a partir de la inscripción.

 

b) El interesado debe cumplir los requisitos exigidos por la Constitución y la ley para ejercer el cargo convocado y para participar en la
convocatoria.

 

c) La comunicación con los inscritos relacionada con la convocatoria se realizará a través de correo electrónico, o el medio que sea
dispuesto por la entidad que adelante el proceso público de convocatoria.

 

d) El interesado en condición de discapacidad debe informarlo en el formulario de inscripción, a fin de disponer los apoyos que requiera, y
las entidades convocantes deben dar cumplimiento a lo dispuesto en la Ley 1996 de 2019 en la materia.

 

e) Luego de realizada la inscripción, los datos allí consignados son inmodificables.

 

ARTÍCULO  3. CONVOCATORIA. La convocatoria es el aviso público a través del cual la respectiva corporación pública territorial invita a
todos los ciudadanos a participar en el proceso de elección de contralor, la cual debe realizarse mínimo con tres (3) meses de antelación a
la sesión de elección.

 

PARÁGRAFO TRANSITORIO. El término dispuesto en este artículo no será obligatorio en las convocatorias para la elección de contralores
territoriales cuyo periodo inicia en el año 2020.

 

ARTÍCULO 4. DIVULGACIÓN. La convocatoria pública se hará con una antelación mínima de diez (10) días calendario antes de la fecha de
inicio de inscripciones, para lo cual podrán emplearse los medios previstos en el artículo 2.2.6.5 del Decreto 1083 de 2015, sumado a la
publicación en el sitio web de la Asamblea Departamental, Concejo Distrital o Municipal o de la entidad territorial correspondiente.

 

ARTÍCULO 5. DE LAS ACREDITACIONES. Los estudios se acreditarán en la forma prevista en los artículos 2.2.2.3.2., 2.2.2.3.3. y 2.2.2.3.4 del
Decreto 1083 de 2015.

 

La experiencia profesional se acreditará conforme a lo previsto en los artículos 2.2.2.3.7 y 2.2.2.3.8 del Decreto 1083 de 2015.

 

ARTÍCULO 6. RECLAMACIONES CONTRA EL LISTADO DE ADMITIDOS Y NO ADMITIDOS. La convocatoria deberá establecer una etapa de
reclamaciones contra el listado de admitidos y no admitidos con ocasión de los resultados de la verificación de requisitos mínimos, con un
término mínimo de dos (2) días hábiles siguientes a la fecha de publicación de los resultados, contra la decisión que resuelve la reclamación
contra la lista de no admitidos, no procede reclamación alguna. Sin perjuicio de las demás etapas de reclamaciones que establezca la
respectiva convocatoria.

 

ARTÍCULO 7. PONDERACIÓN DE LAS PRUEBAS. El puntaje obtenido en cada una de las pruebas tendrá el siguiente carácter, peso porcentual
y calificación:

 

CRITERIO CARACTER PONDERACIÓN  
Pruebas de Conocimiento* ELIMINATORIA 60% 60/100
Formación Profesional CLASIFICATORIA 15% N/A
Experiencia CLASIFICATORIA 15% N/A

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125%23272
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=87185%23272
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=62866%232.2.6.5
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=62866%232.2.2.3.2
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=62866%232.2.2.3.3
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=62866%232.2.2.3.4
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=62866%232.2.2.3.7
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=62866%232.2.2.3.7
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Actividad Docente CLASIFICATORIA 5% N/A
Producción  de obras  en  el ámbito fiscal CLASIFICATORIA 5% N/A
 

- Las pruebas de conocimiento deben evaluar la capacidad, idoneidad y aptitud del aspirante frente al cargo, a través de pruebas de
conocimiento objetivas, elaboradas por un establecimiento de educación superior público o privado debidamente acreditado y con enfoque
en temáticas que giren en torno a Gerencia Pública, control fiscal, organización y funcionamiento de la Contraloría General de la República y
las relaciones del ente de control y la administración pública, de conformidad con el numeral 4 del artículo 6 de la Ley 1904 de 2018.

 

ARTÍCULO 8. CRITERIOS DE PUNTUACIÓN DE EXPERIENCIA, EDUCACIÓN, ACTIVIDAD DOCENTE Y PRODUCCIÓN DE OBRAS. La valoración de
los estudios y experiencia que sobrepasen los requisitos del empleo, se realizará con base en los siguientes criterios:

 

 
 
 
FORMACIÓN PROFESIONAL

 
 
 
100 puntos
(Ponderación del 15%)

 
 
Por formación adicional que supere los requisitos mínimos
requeridos se otorgarán treinta (30) puntos por cada
especialización, cuarenta (40) por cada maestría y cincuenta
(50) por cada Doctorado. Sin que en ningún caso sobrepase los
100 puntos.
 
La formación que sobrepase los 100 puntos no podrá ser
homologada para experiencia u otros factores a evaluar..

 
 
 
 
 
EXPERIENCIA PROFESIONAL

 
 
 
 
 
100 puntos
(Ponderación 15%)

Por experiencia general adicional a la requerida para el
ejercicio del cargo se otorgarán 5 puntos por cada año
acreditado.
 
Por experiencia específica en auditorías a la gestión de
entidades públicas, en vigilancia y control fiscal o control
interno, se otorgarán 1O puntos por cada año acreditado.
 
La experiencia profesional que sobrepase los 100 puntos no
podrá ser homologada para educación u otros factores a
evaluar.

 
 
 
EXPERIENCIA DOCENTE

 
 
 
100 puntos
(Ponderación del 5%)

 
 
Por experiencia docente en instituciones de educación superior
reconocidas por el Ministerio de Educación Nacional, se
asignarán diez (1O) puntos por cada año de servicio
académico.
 
La experiencia que sobrepase los 100 puntos no podrá ser
homologada para educación u otros factores a evaluar.

 
 
PRODUCCIÓN   DE   OBRAS EN EL
ÁMBITO FISCAL

 
 
100 puntos
(Ponderación del 5%)
 
 
 
 
 
 
 
)··

 
Por la producción de obras en el ámbito fiscal con ISBN, se
otorgarán 50 puntos por cada una cuando el aspirante sea el
autor. En caso de ser coautor se otorgarán 20 puntos.
 
Las publicaciones que sobrepasen los 100 puntos no podrán ser
homologada para educación u otros factores a evaluar.

 

ARTÍCULO 9. RECLAMACIONES CONTRA RESULTADOS DE LAS PRUEBAS. La convocatoria deberá establecer una etapa de reclamaciones
contra los resultados de las pruebas, con un término mínimo de dos (2) días hábiles siguientes a la fecha de publicación de los resultados,
contra la decisión que resuelve la reclamación no procede reclamación alguna. Sin perjuicio de las demás etapas de reclamaciones que
establezca la respectiva convocatoria.

 

ARTÍCULO 10. CONFORMACIÓN DE LA TERNA Y PUBLICACIÓN. La corporación pública correspondiente conformará la terna con quienes
ocupen los tres primeros lugares conforme al puntaje final consolidado. La lista de ternados se publicará por el término de cinco (5) días
hábiles, por orden alfabético, en el sitio web dispuesto para el efecto, advirtiendo que por tratarse de una convocatoria pública los puntajes
finales no implican orden de clasificación de elegibilidad.

 

Dentro del término de publicación de la terna, la ciudadanía podrá realizar observaciones sobre los integrantes, que podrán servir de

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=104393%230
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insumo para la valoración que harán los miembros de las corporaciones públicas, para lo cual la respectiva corporación deberá disponer lo
pertinente.

 

Parágrafo. En caso de presentarse alguna circunstancia que conlleve el retiro o la falta absoluta de alguno de los integrantes de la terna,
deberá completarse con la persona que haya ocupado el cuarto lugar en el puntaje final, y así sucesivamente en estricto orden de mérito.

 

ARTÍCULO 11. EXÁMEN DE INTEGRIDAD. Durante el término de publicación de la terna, el Departamento Administrativo de la Función
Pública practicará un examen de integridad a los integrantes de la misma, no puntuable, que podrá ser tenida en cuenta como criterio
orientador para la elección por parte de la corporación pública. Esta prueba podrá realizarse de forma presencial o a través de los medios
tecnológicos disponibles, para lo cual deberá coordinarse lo correspondiente con el Departamento Administrativo.

 

ARTÍCULO  12. ENTREVISTA. El proceso de elección incluirá entrevista a los integrantes de la terna ante la plenaria de la corporación
pública, la cual no otorgará puntaje y servirá como criterio orientador para la elección por parte la corporación pública.

 

ARTÍCULO 13. OPORTUNIDAD DEL PROCESO. Las corporaciones públicas deberán adoptar cronogramas que garanticen la elección oportuna
de los contralores territoriales.

 

ARTÍCULO 14. EFICIENCIA DEL GASTO. Para garantizar la financiación y la eficiencia en el gasto, las asambleas departamentales y los
concejos municipales podrán asociarse para contratar una sola institución de educación superior, pública o privada, con acreditación de alta
calidad, para que adelante las etapas de la convocatoria correspondiente, en concordancia con el artículo 5 de la Ley 1904 de 2018.

 

ARTÍCULO 15. FACULTAD CONSULTIVA. El Departamento Administrativo de la Función Pública, será la autoridad técnica competente para
conceptuar sobre la aplicación e interpretación de las normas que rigen los procesos de convocatoria para la elección de contralores
territoriales. Para el efecto, la Contraloría General de la República prestará el apoyo que le sea requerido.

 

ARTÍCULO  16. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN EN LAS CONVOCATORIAS Y PROCESOS DE SELECCIÓN EN CURSO. Las convocatorias públicas o
procesos de selección para proveer el cargo de contralor que se encuentren en curso al momento de la publicación de la presente
resolución, deberán ceñirse a las normas constitucionales contenidas en el Acto Legislativo 04 de 2019, a la Ley 1904 de 2018 y a las reglas
aquí previstas por la Contraloría General de la República.

 

Para estos efectos, la respectiva corporación pública estudiará la procedencia de revocar, modificar, adecuar o suspender el proceso
adelantado, con miras al cumplimiento cabal de los términos generales para la convocatoria pública de selección establecidos en este
reglamento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 del Acto Legislativo 004 de 2019.

 

La antelación de la convocatoria pública a la que se refiere el artículo 3 no será aplicable a la convocatoria de contralores territoriales cuyo
periodo inicia en el año 2020, así mismo, los demás términos establecidos en la presente resolución podrán reducirse con miras a culminar
estos procesos.

 

La siguiente elección de todos los contralores territoriales se hará para un período de dos años, en ·los términos del parágrafo transitorio 1
del artículo 4 del Acto Legislativo 04 de 2019, que

culminará el 31 de diciembre del año 2021.

 

ARTÍCULO 17. PUBLICACIÓN. Publíquese la presente resolución en el Diario Oficial. Las corporaciones públicas deberán publicar la presente
resolución en su página web y en los demás medios de publicidad dispuestos para los procesos de selección de contralores territoriales,
dentro de los dos (2) días siguientes a su publicación en el diario oficial.

 

ARTÍCULO 18. VIGENCIA. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

 

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=100251%236
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COMUNÍQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

 

Expedida en Bogotá, D.C. a los 18 días del mes de noviembre de 2019

 

CARLOS FELIPE CORDOBA LARRARTE

 

CONTRALOR GENERAL DE LA REPUBLICA

 

VALIDACION TECNICA

 

FERNANDO GRILLO RUBIANO

 

DIRECTOR DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÒN PÙBLICA

Fecha y hora de creación: 2020-08-25 01:07:57
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Concepto 2436 de 2019 Consejo de Estado - Sala de Consulta
y Servicio Civil

CONSEJO DE ESTADO

 

SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL

 

Consejero ponente: Álvaro Namén Vargas

 

Bogotá, D.C., doce (12) de noviembre de dos mil diecinueve (2019)

 

Radicación interna: 2436

 

Número único: 11001-03-06-000-2019-00186-00

 

Referencia: Acto Legislativo 4 de 2019. Elección de contralores territoriales. Facultad otorgada a la Contraloría General de la República para
desarrollar los términos generales de las respectivas convocatorias públicas

 

El Gobierno Nacional, por intermedio del director del Departamento Administrativo de la Función Pública, presenta a la Sala una consulta
sobre las convocatorias públicas que deben realizarse para la elección de los contralores departamentales, distritales y municipales, por
parte de las respectivas asambleas y concejos, en virtud de las modificaciones efectuadas por el Acto Legislativo 4 de 2019.

 

l. ANTECEDENTES

 

En primer lugar, el funcionario consultante recuerda que, según el inciso cuarto del artículo 126 de la Constitución Política, modificado por el
Acto Legislativo 2 de 20151, «[s]alvo los concursos regulados por la ley, la elección de servidores públicos atribuida a corporaciones públicas
deberá estar precedida de una convocatoria pública reglada por la ley, en la que se fijen requisitos y procedimientos que garanticen los
principios de publicidad , transparencia, participación ciudadana, equidad de género y criterios de mérito para su selección» .

 

A continuación, explica que, en desarrollo de dicha enmienda constitucional, se expidió la Ley 1904 de 2018, «[p]or la cual se establecen las
reglas de la convocatoria pública previa a Ja elección de Contralor General de la República por el Congreso de la República». Dicha ley
contiene las normas que regulan la competencia, las etapas, los requisitos y los demás aspectos de la convocatoria pública que debe
realizar el Congreso para elegir Contralor General.

 

El artículo 11 ibídem dispone:

 

ARTÍCULO 11. Las disposiciones contenidas en la presente ley serán aplicables en lo que correspondan a la elección de los contralores
departamentales, distritales, y municipales, en tanto el Congreso de la República expida disposiciones especiales para la materia.

 

Asimismo, el director advierte que aún no se ha expedido la ley que debería contener las reglas especiales a seguir, por parte de las
asambleas departamentales y los concejos municipales o distritales, para la elección de los respectivos contralores, en lo que atañe a la
convocatoria pública.

http://www.funcionpublica.gov.co
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Finalmente, el mismo funcionario señala que el Acto Legislativo 4 de 2019 introdujo «modificaciones fundamentales» en la elección de los
contralores territoriales , entre las cuales destaca: (i) la conformación de una terna , para efectuar la elección de dichos servidores públicos,
con los aspirantes que obtengan los mejores puntajes en la convocatoria pública que se realice, « conforme a la ley» (artículo 272 , inciso
7°, de la Constitución , modificado por el acto legislativo) ; (ii) la reducción del periodo de los contralores territoriales que sean elegidos en
el siguiente proceso de elección , de cuatro años a dos (parágrafo transitorio del mismo artículo) , y (iii) la función atribuida a la Contraloría
General de la República, en el artículo 6° de la reforma constitucional , para desarrollar los términos generales de las convocatorias públicas
que deben efectuarse con este propósito.

 

Con base en lo anterior, y luego de transcribir parcialmente el artículo 272 de la Carta Política (tal como fue modificado por el Acto
Legislativo 4 de 2019), el director del Departamento Administrativo de la Función Pública formula las siguientes PREGUNTAS:

 

1. ¿Cuál es el alcance, bajo la normativa antes señalada, de la facultad otorgada a la Contraloría General de la República en el artículo 6°
del Acto Legislativo 04 de 2019?

 

2. Si una corporación pública inició el proceso de convocatoria antes de la entrada en vigencia del Acto Legislativo 04 de 2019, aplicando el
procedimiento señalado en la Ley 1904 de 2018 ¿Debe iniciar nueva convocatoria que se ajuste al nuevo marco jurídico o pueden realizar
las modificaciones que sean necesarias bajo la nueva normativa? o ¿Los actuales procesos de selección deben suspenderse hasta tanto se
expida la reglamentación legal especial o la Contraloría General desarrolle los términos generales de las convocatorias correspondientes?

 

II. CONSIDERACIONES

 

Para dar respuesta a los interrogantes planteados, la Sala estudiará , en su orden, los siguientes asuntos : (i) elección de los contralores
departamentales , distritales y municipales ; (ii) antecedentes del Acto Legislativo 4 de 2019 ; (iii) la facultad otorgada a la Contraloría
General de la República, en el artículo 6 del citado acto legislativo, para desarrollar los términos generales de las convocatorias públicas
para la elección de los contralores territoriales , y (iv) situación de las convocatorias públicas para la elección de tales funcionarios ,
iniciadas con anterioridad al Acto Legislativo 4 de 2019 .

 

A. La elección de los contralores departamentales, distritales y municipales

 

La elección de los contralores territoriales (departamentales, distritales y municipales) ha sido objeto de varias y sustanciales reformas,
desde la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991. En esa medida, resulta útil hacer un breve recuento de dichos cambios,
para entender mejor el contexto normativo dentro del cual fue expedido el Acto Legislativo 4 de 2019, y dar respuesta a las preguntas
planteadas.

 

El Capítulo I del Título X («De los organismos de control») de la Carta Política establece y regula los aspectos fundamentales sobre la
naturaleza jurídica, la organización y las funciones de la Contraloría General de la República, como órgano autónomo de control; la elección
y el período del contralor general; la creación, organización y funcionamiento de las contralorías territoriales, y el ejercicio de la función
pública de control fiscal.

 

Dentro de este capítulo, el artículo 272 contiene las reglas principales a las que deben sujetarse la creación y el funcionamiento de las
contralorías departamentales, distritales y municipales; la distribución y el ejercicio de las competencias a su cargo, en armonía con las
funciones asignadas a la Contraloría General de la República, así como la elección, el periodo, los requisitos, las atribuciones, las
inhabilidades y las incompatibilidades de los respectivos contralores. En punto a la designación de dichos funcionarios, el inciso 4° de este
canon constitucional disponía, en su versión original:

 

Igualmente les corresponde [a las asambleas departamentales y a los concejos distritales y municipales] elegir contralor para período igual
al del gobernador o alcalde, según el caso, de ternas integradas con dos candidatos presentados por el tribunal superior de distrito judicial y
uno por el correspondiente tribunal de lo contencioso-administrativo.
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Con base en esta norma, el artículo 67 de la Ley 42 de 19932 estatuyó que los contralores de las entidades territoriales tomarían posesión
del cargo ante el respectivo gobernador del departamento, o alcalde del municipio o distrito, según el caso, dentro de la semana siguiente a
la posesión del citado gobernador o alcalde.

 

A su turno, el artículo 69 ibídem estableció que las asambleas departamentales y los concejos municipales y distritales debían regular,
mediante ordenanzas o acuerdos, la forma de suplir las ausencias definitivas o temporales del contralor territorial.

 

Con respecto al contralor distrital de Bogotá, D.C., el artículo 106 del Decreto Ley 1421 de 19933, derogado, más adelante, por el artículo 96
de la Ley 617 de 20004, dispuso, en lo pertinente:

 

Artículo 106. Elección de contralor. El contralor será elegido por el Concejo Distrital para período igual al del alcalde mayor, de terna
integrada con dos candidatos presentados por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santafé de Bogotá y uno por el Tribunal
Administrativo con jurisdicción en la ciudad.

 

(...)

 

Al año siguiente, se expidió la Ley 136 de 19945, cuyo artículo 158, inciso primero, dispuso, sobre la elección de los contralores municipales
y distritales:

 

En aquellos distritos y municipios donde exista contraloría, los respectivos contralores se elegirán dentro de los primeros diez (10) días del
mes de enero respectivo por el Concejo para un período igual al de los alcaldes de ternas integradas con dos (2) candidatos presentados por
el Tribunal Superior del Distrito Judicial y uno (1) por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que ejerza jurisdicción en el respectivo
municipio, con no menos de un (1) mes de antelación.

 

Y en relación con la forma de proveer el cargo, ante las faltas absolutas o transitorias de dichos contralores, el artículo 161 ibídem estatuyó,
en lo pertinente:

 

Artículo 161. Régimen del contralor municipal. (...)

 

Sólo el Concejo puede admitir la renuncia que presente el contralor distrital o municipal y proveer las vacantes definitivas del cargo. Las
faltas temporales serán provistas en la forma que establezca el Concejo al momento de organizar la Contraloría. En los casos de falta
absoluta o suspensión del contralor distrital o municipal que se produjeren durante el receso del Concejo, serán provistas por el alcalde
respectivo, designando provisionalmente un funcionario de la Contraloría.

 

Los contralores distritales o municipales sólo podrán ser removidos antes del vencimiento de su período por providencia judicial, decisión o
solicitud de la Procuraduría General de la Nación.

 

En los casos de suspensión solicitada por autoridad competente, el Concejo Municipal dará cumplimento a la orden y procederá a designar
en forma provisional.

 

En casos de falta absoluta deberá realizarse nueva elección, de nueva terna y para el período restante.

 

(...)

 

Posteriormente, se expidió la Ley 330 de 19966, cuyos artículos 4 y 5 prescribieron lo siguiente, sobre la elección y el periodo de los
contralores departamentales:
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Artículo 4°. Elección. Los Contralores Departamentales serán elegidos por las Asambleas Departamentales, de ternas integradas por dos
candidatos presentados por el Tribunal Superior del Distrito Judicial y uno por el correspondiente Tribunal de lo Contencioso Administrativo.
Las ternas serán enviadas a las Asambleas Departamentales dentro del primer mes inmediatamente anterior a la elección.

 

La elección deberá producirse dentro de los primeros diez (10) días del mes correspondiente al primer año de sesiones.

 

Los candidatos escogidos por el Tribunal Superior y el escogido por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, se determinarán por
concursos de méritos organizados por estos mismos Tribunales.

 

(...)

 

Artículo 5°. Periodo, reelección y calidades. Los Contralores Departamentales serán elegidos para un período igual al del Gobernador. En
ningún caso el Contralor será reelegido para el período inmediato ni podrá continuar en el ejercicio de sus funciones al vencimiento del
mismo. En este evento lo reemplazará el funcionario que le siga en jerarquía.

 

Las faltas temporales serán llenadas por el Subcontralor o el Contralor auxiliar y a falta de éstos por el funcionario de mayor jerarquía de la
Contraloría Departamental. Las faltas absolutas serán llenadas de acuerdo con lo prescrito en la Constitución y en la ley.

 

(...)

 

Vale la pena recordar que, en dicha época, el periodo de los gobernadores, de los alcaldes y del alcalde mayor de Bogotá era de tres años,
según lo previsto en los artículos 303, 314 y 323 de la Carta Política, respectivamente. En consecuencia, y según las normas
constitucionales y legales citadas, el período de los contralores departamentales y municipales (o distritales) también era de tres años.

 

Sin embargo, el Acto Legislativo 2 de 20027 modificó dichas normas, para aumentar el periodo de los gobernadores y alcaldes a cuatro
años, entre otros cambios. Adicionalmente, en el artículo 7 de esta reforma constitucional, se incorporó un artículo transitorio a la
Constitución, cuyo inciso tercero dispuso:

 

En todo caso, el último domingo del mes de octubre del año 2007, se elegirán alcaldes y Gobernadores para todos los Municipios, Distritos y
Departamentos del país, para períodos institucionales de cuatro años, que se iniciarán el 1o. de enero del año 2008.

 

En consecuencia, el periodo de los nuevos contralores departamentales, municipales y distritales que se eligieron, a partir de ese momento,
pasó a ser, igualmente, de cuatro años.

 

Ahora bien, más de una década después, se expidió el Acto Legislativo 2 de 20158, mediante el cual se reformaron, entre otros, los artículos
126, 267 y 272 de la Constitución Política, así:

 

El artículo 126 fue modificado por el artículo 2 del acto legislativo. El inciso cuarto de la referida norma quedó redactado en los siguientes
términos:

 

Salvo los concursos regulados por la ley, la elección de servidores públicos atribuida a corporaciones públicas deberá estar precedida de
una convocatoria pública reglada por la ley, en la que se fijen requisitos y procedimientos que garanticen los principios de publicidad,
transparencia, participación ciudadana, equidad de género y criterios de mérito para su selección. (Se resalta).

 

En armonía con la disposición anterior, el artículo 267 (sobre la Contraloría General de la República) fue reformado, en sus incisos quinto y
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sexto, por el artículo 22 del acto legislativo, así:

 

Artículo 22. Modifíquense los incisos quinto y sexto del artículo 267 de la Constitución Política los cuales quedarán así:

 

Inciso quinto

 

El Contralor será elegido por el Congreso en Pleno, por mayoría absoluta, en el primer mes de sus sesiones para un periodo igual al del
Presidente de la República, de lista de elegibles conformada por convocatoria pública con base en lo dispuesto en el artículo 126 de la
Constitución y no podrá ser reelegido ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo.

 

(...) (Destacamos).

 

Por su parte, los incisos cuarto y octavo del artículo 272 fueron enmendados por el artículo 23 del citado acto legislativo, de esta forma:

 

Artículo 23. Modifíquense los incisos cuarto y octavo del artículo 272 de la Constitución Política.

 

Inciso Cuarto:

 

Los Contralores departamentales. distritales y municipales serán elegidos por las Asambleas Departamentales, Concejos Municipales y
Distritales, mediante convocatoria pública conforme a la ley, siguiendo los principios de transparencia, publicidad, objetividad, participación
ciudadana y equidad de género, para periodo igual al del Gobernador o Alcalde, según el caso.

 

Inciso Octavo:

 

No podrá ser elegido quien sea o haya sido en el último año miembro de la Asamblea o Concejo que deba hacer la elección ... (Subrayas
ajenas al texto original).

 

Como se aprecia , el Acto Legislativo 2 de 2015 , que tuvo, entre otros propósitos, los de suprimir las funciones electorales de las
corporaciones judiciales en relación con funcionarios ajenos a la propia Rama Judicial , y dotar de mayor transparencia, igualdad y
meritocracia a las elecciones atribuidas a corporaciones públicas, dispuso que, tanto la elección del Contralor General de la República como
la de los contralores territoriales (además de otros servidores públicos), debía estar precedida de una convocatoria pública reglada por la
ley, conforme a los principios de publicidad, transparencia , participación ciudadana , objetividad , equidad de género y mérito.

 

Ahora bien, en el año 2015, el Gobierno Nacional consultó a esta Sala sobre la forma de realizar la elección de los contralores territoriales,
conforme a lo dispuesto en el Acto Legislativo 2 de ese año, teniendo en cuenta que no se había expedido la ley que debía regular el
procedimiento para efectuar las respectivas convocatorias públicas.

 

En atención a dicha consulta , la Sala manifestó, mediante el concepto 2274 de 20159, que como la citada reforma constitucional ya había
entrado en vigencia y era de aplicación inmediata, las asambleas departamentales y los concejos municipales y distritales estaban
facultados para aplicar a las respectivas convocatorias públicas, por analogía , las normas que regulaban los concursos públicos de méritos
para designar personeros municipales, con las salvedades señaladas en dicho concepto , mientras el Congreso expedía la ley que regulara,
de forma especial, aquellas convocatorias . En este sentido, la Sala respondió:

 

(...) Para la elección de contralores territoriales por parte de las asambleas departamentales y los concejos municipales y distritales se
puede aplicar por analogía , mientras se expide una ley que regule las convocatorias públicas, la Ley 1551 de 2012 y su Decreto
Reglamentario No. 2485 de 2014 sobre concurso público de méritos para la elección de personeros municipales y distritales , teniendo en
cuenta en todo caso que en la escogencia final no aplica un orden específico de elegibilidad entre los seleccionados. El acto de apertura de
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la convocatoria pública será vinculante para las entidades ...

 

Además, las asambleas departamentales y los concejos municipales y distritales deberán asegurar el cumplimiento de los principios de
publicidad. transparencia, objetividad, participación ciudadana, equidad de género y mérito. señalados en los artículos 126 y 272 de la
Constitución Política. así como de los que rigen el ejercicio de las funciones administrativas (artículo 207 C.P.) y los procedimientos
administrativos en general (artículo 3 CPACA).

 

En todo caso se exhorta al Congreso de la República y al Gobierno Nacional para que... se tramite en el más corto plazo posible... el
proyecto de ley que desarrolle el mecanismo de convocatoria pública que se establece en los articulas 126, 178A, 231, 257, 267 y 272 de la
Constitución Política. (Se resalta).

 

Como fundamento de esta respuesta, la Sala explicó:

 

(...) como quiera que según lo analizado anteriormente la convocatoria pública (sic) de los artículos 126 y 272 de la Constitución Política
responde en esencia a los mismos principios y finalidades de los concursos públicos de méritos, la Sala encuentra perfectamente viable que
mientras el Congreso de la República regula de manera específica (sic) la materia, las asambleas departamentales y los concejos
municipales y distritales cumplan la función constitucional de elegir contralores territoriales mediante la aplicación analógica de las normas
que regulan los concursos, con la salvedad, como se dijo, de que no habría orden de prelación en la lista de elegibles. Lo contrario -no
aplicar la reforma constitucional o dar completa liberalidad a los órganos electores para adelantar las convocatorias públicas dirigidas a
seleccionar los candidatos a contralor- iría en contra del carácter vinculante de la Constitución y del efecto útil de la norma, además de que
desconocería. precisamente. el principio de legalidad.

 

Por tanto. frente al interrogante planteado ... la Sala considera que en la elección de contralores territoriales a cargo de las Asambleas
Departamentales y los Concejos Municipales y Distritales puede aplicarse por analogía la Ley 1551 de 2012 y su Decreto Reglamentario No.
2485 de 2014, sobre concurso público de méritos para la elección de personeros municipales y distritales ... En esa normatividad se aplican
los principios que exigen los artículos 126 y 267 de la Constitución Política (solo habría que agregar en las convocatorias un criterio de
equidad de género) (...). (Subrayas añadidas).

 

En dicho concepto, la Sala dedujo los elementos esenciales que deben tenerse en cuenta para la elección de los contralores territoriales, a
la luz de las normas constitucionales vigentes en ese momento: (i) la competencia corresponde a las asambleas departamentales y a los
concejos municipales o distritales; (ii) la elección , propiamente dicha, debe estar precedida de una convocatoria pública regulada por la ley;
(iii) dicha ley y las convocatorias que se hagan con base en aquella deben respetar los principios señalados en los artículos 126 y 272 de la
Carta Política: publicidad, transparencia , objetividad , participación ciudadana , equidad de género y mérito, y (iv) la elección debe hacerse
para un periodo igual al del respectivo gobernador o alcalde (actualmente , 4 años) .

 

Como se expondrá más adelante, los elementos arriba señalados para la elección de los contralores territoriales continúan vigentes, en su
mayoría, después de la expedición del Acto Legislativo 4 de 2019.

 

En el mismo concepto, la Sala explicó que lo dispuesto en el artículo 272 de la Constitución debía integrarse con lo preceptuado por el
artículo 126 eiusdem, en tanto este último establece el régimen general y de garantías mínimas para la elección de funcionarios por parte
de las corporaciones públicas:

 

Hace notar la Sala que lo establecido en el citado artículo 126 constituye el régimen general o de condiciones mínimas de este tipo de
procedimientos de selección - sujeción a la ley y a los principios de publicidad, transparencia, participación ciudadana, equidad de género y
mérito-, de modo que es aplicable a todas las convocatorias públicas que se mencionan en las normas constitucionales anteriormente
relacionadas, con las cuales se da una relación de complementariedad y no de exclusión 10

 

Esto último significa para el caso analizado que los principios enunciados en el inciso 4° del artículo 272 de la Constitución Política para la
elección de contralores territoriales (publicidad, transparencia, participación ciudadana, objetividad y equidad de género), deben
completarse con " el criterio de mérito" que de manera adicional se incluyó en el artículo 126 en cuestión. (Subraya la Sala, en esta
ocasión).



Departamento Administrativo de la Función Pública

Concepto 2436 de 2019 Consejo de
Estado - Sala de Consulta y Servicio Civil

7 EVA - Gestor Normativo

 

Posteriormente, la Sala emitió el concepto 2276 del mismo año11, en el cual se reiteraron las principales consideraciones y conclusiones del
documento anterior, y se reforzó el criterio señalado allá sobre la aplicación del principio de legalidad para la regulación de estas
convocatorias , con el fin de responder a una pregunta en la que se indagaba si las asambleas departamentales y los concejos municipales
o distritales podían fijar directamente los requisitos y el procedimiento para realizar las convocatorias públicas, mientras el Legislador se
ocupaba de la materia:

 

Al respecto la Sala observa que esa solución sería constitucionalmente discutible en la medida en que tanto el artículo 126 de la
Constitución Política. que de forma general sujeta la elección de servidores públicos por parte de las corporaciones públicas al sistema de
convocatoria pública. como el artículo 272 ibídem, que se refiere a la elección de contralores territoriales por convocatoria pública.
establecen expresamente que para adelantar ese tipo de procedimientos los órganos electores estarán sujetos a la ley.

 

En consecuencia, la fijación de los elementos esenciales de la convocatoria pública está sujeta a reserva legal. lo que significa a su vez que
la función administrativa en cuestión queda subordinada a la exigencia de un mínimo de cobertura legal para su ejercicio:

 

(...)

 

Dado lo anterior, no es viable que las asambleas departamentales y los concejos municipales ejerzan, así sea temporalmente, una
competencia normativa que la Constitución l e asigna directamente al legislador. (...)

 

(...). (Se subraya).

 

Ahora bien, con base en los artículos 126, 267 y 272 de la Constitución Política, tal como fueron reformados por el Acto Legislativo 2 de
2015, el Congreso de la República expidió la Ley 1904 de 2018, que regula, entre otros asuntos, el procedimiento que debe seguir el
Congreso para elegir al Contralor General de la República, incluyendo la convocatoria pública. Dicho proceso se compone de las siguientes
etapas, según lo previsto en los artículos 6 a 9 ibídem: (i) convocatoria; (ii) inscripción; (iii) determinación de la lista de admitidos; (iv)
pruebas de conocimiento; (v) elaboración del listado de «preseleccionados» o «habilitados»; (vi) conformación de la lista definitiva de
elegibles; (vii) entrevista, y (viii) elección.

 

Adicionalmente, el artículo 11 de la misma ley extendió su aplicación a la elección de los contralores departamentales, distritales y
municipales, mientras el Congreso dicta la ley que regule específicamente las convocatorias públicas requeridas para efectuar dichas
elecciones:

 

Artículo 11. Las disposiciones contenidas en la presente ley serán aplicables en lo que correspondan a la elección de los contralores
departamentales, distritales, y municipales, en tanto el Congreso de la República expida disposiciones especiales para la materia. (Resalta
la Sala).

 

De la norma anterior se colige que, mientras el Legislador no expida normas especiales para regular las convocatorias públicas requeridas
para elegir a los contralores territoriales (artículo 272 de la Constitución), dichas convocatorias deben regirse por las disposiciones de la Ley
1904, «en lo que correspondan». Esta última expresión, a juicio de la Sala, debe ser entendida como sinónimo o equivalente de «en lo
pertinente». Por lo tanto, las normas de la Ley 1904 de 2018 deben utilizarse para la elección de los contralores locales, en cuanto puedan
aplicarse efectivamente para tal fin y sean compatibles con la naturaleza jurídica y el régimen constitucional y legal al que están sometidas
las respectivas contralorías, las entidades territoriales a cuyo nivel pertenecen y las corporaciones de elección popular de ese mismo orden
(asambleas y concejos).

 

En todo caso, es importante precisar que la Ley 1904 de 2018 no es aplicable por analogía a la elección de los contralores territoriales ,
como sí lo ordenaba , por el contrario, el parágrafo transitorio del artículo 12 del mismo cuerpo legal (derogado por el artículo 366 de la Ley
1955 de 201912) , para la elección de otros servidores públicos, sino que es aplicable de forma directa, como lo dispone el artículo 11
ibídem, mientras el Legislador no dicte normas especiales que hayan de regir la selección y designación de tales contralores .
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Sin embargo, la aplicación directa de la ley, en este caso, debe hacerse en armonía con el régimen jurídico que gobierna a las contralorías
territoriales y a los departamentos, municipios y distritos, lo que puede significar que algunos artículos de aquella normativa no resulten
aplicables, o deban aplicarse con determinadas variaciones o salvedades.

 

Por último, en relación con esta reseña, debe mencionarse que el Congreso de la República expidió el Acto Legislativo 4 de 2019, «por
medio del cual se reforma el régimen de control fiscal», publicado en el Diario Oficial el pasado 18 de septiembre. Esta reforma
constitucional modificó los artículos 267, 268, 272 y 274 de la Carta Política.

 

Con respecto al artículo 272, el artículo 4 del acto legislativo dispuso:

 

ARTÍCULO 4°. El artículo 272 de la Constitución Política quedará así:

 

Artículo 272. La vigilancia de la gestión fiscal de los departamentos, distritos y municipios donde haya contralorías, corresponde a estas en
forma concurrente con la Contraloría General de la República.

 

La vigilancia de los municipios incumbe a las contralorías departamentales, salvo lo que la ley determine respecto de contralorías
municipales.

 

La ley regulará las competencias concurrentes entre contralorías y la prevalencia de la Contraloría General de la República.

 

Corresponde a las asambleas y a los concejos distritales y municipales organizar las respectivas contralorías como entidades técnicas
dotadas de autonomía administrativa y presupuestal, y garantizar su sostenibilidad fiscal.

 

La Auditoría General de la República realizará la certificación anual de las contralorías territoriales a partir de indicadores de gestión, la cual
será el insumo para que la Contraloría General de la República intervenga administrativamente las contralorías territoriales y asuma
competencias cuando se evidencie falta de objetividad y eficiencia.

 

Los contralores departamentales, distritales y municipales ejercerán, en el ámbito de su jurisdicción, las funciones atribuidas al Contralor
General de la República en el artículo 268 en lo que sea pertinente, según los principios de coordinación, concurrencia, y subsidiariedad. El
control ejercido por la Contraloría General de la República será preferente en los términos que defina la ley.

 

Los Contralores departamentales, distritales y municipales serán elegidos por las Asambleas Departamentales, Concejos Municipales y
Distritales, de terna conformada por quienes obtengan los mayores puntajes en convocatoria pública conforme a la ley, siguiendo los
principios de transparencia, publicidad, objetividad, participación ciudadana y equidad de género, para un periodo de cuatro años que no
podrá coincidir con el periodo del correspondiente gobernador y alcalde.

 

Ningún contralor podrá ser reelegido para el período inmediato.

 

Para ser elegido contralor departamental, distrital o municipal se requiere ser colombiano por nacimiento, ciudadano en ejercicio, tener más
de veinticinco años, acreditar título universitario y las demás calidades que establezca la ley.

 

No podrá ser elegido quien sea o haya sido en el último año miembro de la Asamblea o Concejo que deba hacer la elección, ni quien haya
ocupado cargo público en la rama ejecutiva del orden departamental, distrital o municipal.

 

Quien haya ocupado en propiedad el cargo de contralor departamental, distrital o municipal, no podrá desempeñar empleo oficial alguno en
el respectivo departamento, distrito o municipio, ni ser inscrito como candidato a cargos de elección popular sino un año después de haber
cesado en sus funciones.
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Parágrafo transitorio 1°. La siguiente elección de todos los contralores territoriales se hará para un período de dos años.

 

Parágrafo transitorio 2°. En un término no superior a un año la ley reglamentará el fortalecimiento financiero de las contralorías
departamentales, municipales y distritales con recursos provenientes principalmente de los ingresos corrientes de libre destinación más
cuota de fiscalización que aportarán los sujetos de control del respectivo departamento, distrito o municipio. Esta ley será presentada por el
Gobierno y la Contraloría General de la República. (Negrillas en el original; subrayas añadidas).

 

Adicionalmente, el artículo 6 de la misma enmienda constitucional preceptuó:

 

ARTÍCULO 6°. La Contraloría General de la República desarrollará los términos generales para el proceso de convocatoria pública de
selección de los contralores departamentales, municipales y distritales. (Negrillas del original; subrayas agregadas).

 

Como puede deducirse de las normas transcritas, el sistema de elección de los contralores territoriales mantiene, después de expedido el
Acto Legislativo 4 de 2019, los mismos elementos esenciales que, según lo explicado, estaban previstos en las normas anteriores, con
algunas diferencias importantes, como pasa a explicarse:

 

(i) Con respecto a la competencia para su designación, esta sigue recayendo en las asambleas departamentales y los concejos municipales
o distritales.

 

(ii) En relación con el mecanismo para la designación de tales funcionarios, este sigue siendo el de «elección», precedida de «convocatoria
pública conforme a la ley», respetando los «principios de transparencia, publicidad, objetividad, participación ciudadana y equidad de
género». Habría que agregar también (aunque es evidente que subyace de manera contextual a la norma transcrita) el principio del mérito,
previsto en el artículo 126 superior, norma que resulta igualmente aplicable, según lo expuesto más atrás.

 

No obstante, el Acto Legislativo 4 de 2019 presenta, en este aspecto, dos diferencias importantes, frente a las normas anteriores de la
Constitución:

 

- La primera radica en que, mientras el artículo 272 superior, en su versión anterior, disponía simplemente que la elección se haría
«mediante convocatoria pública conforme a la ley», el nuevo texto prescribe que la elección debe hacerse de una «tema» conformada por
los aspirantes que «obtengan los mayores puntajes» en la respectiva convocatoria pública. Es decir que, según la normativa anterior,
integrada por los artículos 126 y 272 de la Constitución Política, y por la Ley 1904 de 2018, el acto de elección, propiamente dicho, podía
recaer sobre una lista de elegibles, que debía ser de diez candidatos, según la ley13. En cambio, conforme al marco constitucional actual, la
elección solo debe recaer sobre una «tema», conformada por los tres candidatos elegibles que hayan obtenido los mayores puntajes en la
convocatoria.

 

- La segunda variación consiste en que, bajo las normas anteriores (artículos 126 y 272 constitucionales), la convocatoria pública estaba
sujeta exclusivamente a los principios constitucionales referidos y a lo que dispusiera la ley, al paso que, según el Acto Legislativo 4 de
2019, dicha convocatoria está sometida, adicionalmente, a las disposiciones que expida la Contraloría General de la República, para
desarrollar «los términos generales» de dicho procedimiento. A esta última atribución se referirá la Sala en el acápite tercero de este
concepto.

 

(iii) En lo que atañe al periodo de los contralores departamentales, municipales y distritales, el Acto Legislativo 4 de 2019 introdujo el
cambio más importante, pues mientras que el texto anterior del artículo 272 de la Carta Política decía que dichos servidores eran elegidos
«para periodo igual al del Gobernador o Alcalde, según el caso», la norma actual estatuye que la elección debe hacerse «para un periodo de
cuatro años que no podrá coincidir con el periodo del correspondiente gobernador v alcalde» (se resalta).

 

Con este fin (hacer que el periodo de tales contralores no coincida con el de los gobernadores y alcaldes), el parágrafo transitorio 1° de la
norma que se comenta dispone: «La siguiente elección de todos los contralores territoriales se hará para un período de dos años». De esta
manera, dentro de dos años, las asambleas y los concejos tendrán que hacer una nueva elección de contralores territoriales, quienes sí
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tendrán un periodo de cuatro años, así como todos los que sean elegidos de forma subsiguiente.

 

La Sala considera que dicho periodo sigue siendo institucional, fijo u objetivo (y no personal), a la luz de la finalidad perseguida por el
Constituyente derivado, en el sentido de que el periodo de los contralores territoriales no debe coincidir, ahora, con el de los gobernadores
o alcaldes respectivos, y de lo dispuesto por el parágrafo del artículo 125 de la Carta Política, adicionado por el artículo 6 del Acto
Legislativo 1 de 200314:

 

Parágrafo. Los períodos establecidos en la Constitución Política o en la ley para cargos de elección tienen el carácter de institucionales.
Quienes sean designados o elegidos para ocupar tales cargos, en reemplazo por falta absoluta de su titular, lo harán por el resto del período
para el cual este fue elegido.

 

Ahora bien, es importante mencionar que el Acto Legislativo 4 de 2019 entró en vigencia «a partir de la fecha de su promulgación>>, según
lo dispuesto expresamente en su artículo 7, lo que ocurrió el 18 de septiembre de 2019.

 

Por lo tanto, desde el día siguiente, rigen las nuevas disposiciones constitucionales, que el citado acto legislativo modificó o adicionó, lo que
impone a todas las autoridades judiciales y administrativas el deber de darle cumplimiento inmediato, en virtud de los principios de
obligatoriedad y eficacia inmediata de las normas superiores. A este respecto, la Sala manifestó, en el citado concepto 2276 de 2015:

 

Es preciso indicar que, en su condición de norma jurídica, la norma constitucional tiene carácter vinculante 15, efecto general inmediato 16 y
poder reformatorio de las disposiciones constitucionales anteriores, en aplicación de la regla ley posterior deroga ley anterior del artículo 2°
de la Ley 153 de 1887-17 Asimismo deja sin efecto la legislación anterior que le sea contraria, tal como lo establece expresamente el artículo
9° ibídem:

 

"Artículo 9. La Constitución es ley reformatoria y derogatoria de la legislación preexistente. Toda disposición legal anterior á (sic) la
Constitución y que sea claramente contraria a su letra o a su espíritu, se desechará como insubsistente."

 

Así, dado que el Constituyente derivado no sujetó a plazo ni a condición suspensiva la entrada en vigencia del Acto Legislativo 4 de 2019, es
claro que las disposiciones de dicha enmienda rigen y obligan desde el día siguiente al de su promulgación, independientemente de las
leyes y los actos administrativos que se deban expedir para desarrollar o reglamentar determinados aspectos de la reforma.

 

En esa medida, es claro que las normas del Acto Legislativo 4 de 2019 deben aplicarse a cualquier elección de contralores departamentales,
municipales y distritales que se haga a partir del 18 de septiembre de 2019, incluyendo aquellas en donde ya se haya iniciado la respectiva
convocatoria pública. A esta aplicación inmediata se refiere, en particular, el parágrafo transitorio 1º del artículo 272 de la

 

Carta (artículo 4 del acto legislativo), cuando ordena que «Ola siguiente elección de todos los contralores territoriales se hará para un
período de dos años» (resaltamos), pues debe entenderse que «la siguiente elección» es la primera que se realice después del 18 de
septiembre de 2019.

 

B. Antecedentes del Acto Legislativo 4 de 2019

 

El 27 de marzo de 2019, el Contralor General de la República, con el apoyo de varios congresistas, que firmaron la iniciativa, presentó ante
la Cámara de Representantes un proyecto de acto legislativo, «por medio del cual se reforma el régimen de control fiscal». Esta iniciativa
fue radicada inicialmente con el número 355 de 2019 Cámara 18.

 

De acuerdo con la exposición de motivos, el propósito general de este proyecto fue el de fortalecer la función de control fiscal, para atender
las demandas actuales de la sociedad colombiana, que exige contar con instrumentos jurídicos idóneos y eficaces para evitar la pérdida o el
detrimento de los recursos públicos, y para, llegado el caso, lograr su pronta y completa recuperación.
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Con esta finalidad, la propuesta incorporaba los siguientes aspectos principales, que aparecen desarrollados en el articulado del proyecto:

 

(i) Establecer un nuevo modelo de control fiscal, que incluya la posibilidad de que las contralorías ejerzan un control «preventivo y
concomitante» a la gestión fiscal de las entidades y los servidores públicos, con el fin de advertir oportunamente sobre situaciones que
puedan implicar un daño o detrimento inminente a los recursos estatales, en forma adicional y complementaria al tradicional control
«posterior y selectivo» establecido en la Constitución Política de 1991;

 

(ii) Dotar de carácter jurisdiccional a los procesos de responsabilidad fiscal que lleven a cabo las contralorías y a las decisiones que adopten
en desarrollo de aquellos;

 

(iii) Redefinir y «unificar» las competencias de la Contraloría General de la República y de las contralorías territoriales, con el fin de evitar
los conflictos de competencias que se presentan entre ellas. y darle, por lo tanto, mayor eficiencia y eficacia al control fiscal, y

 

(iv) Fortalecer la atribución de cobro coactivo a cargo de las contralorías.

 

En punto al control fiscal de las entidades descentralizadas y a la «unificación» de competencias entre la Contraloría General de la
República y las contralorías locales, el proyecto radicado en el Congreso proponía la siguiente norma:

 

Artículo 4º. El artículo 272 de la Constitución Política quedará así:

 

"Artículo 272. La vigilancia de la gestión fiscal de los departamentos. distritos y municipios donde ha ya Contralorías. corresponde a estas
en forma concurrente con la Contraloría General de la República. La vigilancia de los municipios incumbe a las Contratarías
departamentales, salvo lo que la le y determine respecto de contralorías municipales. La ley regulará las competencias concurrentes entre
Contralorías y la prevalencia de la Contraloría General de la República.

 

Corresponde a las asambleas y a los concejos distritales y municipales organizar las respectivas contralorías como entidades técnicas
dotadas de autonomía administrativa y presupuestal.

 

Los contralores departamentales, distritales y municipales ejercerán, en el ámbito de su jurisdicción, las funciones atribuidas al Contralor
General de la República en el artículo 268.

 

Los Contralores departamentales. distritales y municipales serán elegidos por las Asambleas Departamentales, Concejos Municipales y
Distritales, mediante convocatoria pública conforme a la ley, siguiendo los principios de transparencia, publicidad, objetividad, participación
ciudadana y equidad de género, para período igual al del Gobernador o Alcalde, según el caso. Ningún contralor podrá ser reelegido para el
período inmediato.

 

Para ser elegido Contralor departamental, distrital o municipal se requiere ser colombiano por nacimiento, ciudadano en ejercicio, tener más
de veinticinco años, acreditar título universitario y las demás calidades que establezca la ley.

 

No podrá ser elegido quien sea o haya sido en el último año miembro de la Asamblea o Concejo que deba hacer la elección, ni quien haya
ocupado cargo público en el nivel ejecutivo del orden departamental, distrital o municipal.

 

Quien haya ocupado en propiedad el cargo de contralor departamental, distrital o municipal, no podrá desempeí1ar empleo oficial alguno
en el respectivo departamento, distrito o municipio. ni ser inscrito como candidato a cargos de elección popular sino un año después de
haber cesado en sus funciones ". (Negrillas y subrayas en el original, para señalar los cambios propuestos).

 

Por razones de economía y pertinencia, la Sala se referirá solamente, para efectos de esta consulta, a los cambios que tuvo dicho proyecto
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durante su trámite por el Congreso de la República, en relación con dos aspectos puntuales: (i) la elección de los contralores territoriales, y
(ii) la atribución otorgada a la Contraloría General de la República para desarrollar los términos generales del proceso de convocatoria
pública para la selección de tales contralores (artículo 6 del Acto Legislativo 4 de 2019):

 

1. El sistema de elección de los contralores territoriales

 

Como puede apreciarse en el texto transcrito arriba, el proyecto de acto legislativo radicado inicialmente por el Contralor General de la
República no incluía cambio alguno sobre la elección de los contralores territoriales, pues el inciso cuarto del artículo 272 de la Constitución
Política, propuesto en dicha iniciativa, coincidía exactamente con el mismo inciso del artículo citado, en su versión anterior (modificado por
el Acto Legislativo 2 de 2015).

 

Para primer debate, en la Comisión Primera de la Cámara, se presentaron dos ponencias: una, suscrita por la mayoría de los ponentes
designados, y otra, firmada por las representantes Ángela María Robledo y Juanita María Goebertus. En tanto que en la ponencia mayoritaria
no se proponía modificación alguna al texto del proyecto, en relación con este tema 19, en la ponencia minoritaria se sugería que la
designación de tales funcionarios se hiciera mediante «concurso de méritos público y abierto», reglamentado por la ley (artículo 3° del
respectivo «pliego de modificaciones») 20.

 

Sin embargo, la ponencia minoritaria no fue aprobada por la Comisión Primera de la Cámara, y tampoco se adoptó cambio alguno sobre
este punto, en el texto del proyecto aprobado en primer debate21.

 

Para segundo debate en la Cámara de Representantes, se presentaron igualmente dos ponencias (una mayoritaria y otra minoritaria). En la
mayoritaria, no se proponía ajuste alguno al sistema de elección de estos funcionarios, mientras que en la

ponencia minoritaria22 se proponía que los contralores locales fuesen elegidos por las asambleas departamentales y los concejos
municipales o distritales, de terna,

mediante concurso público, realizado conforme a la ley23.

 

Como sucedió en el primer debate, la ponencia minoritaria fue derrotada, y el texto aprobado en segundo debate no incluyó cambio alguno
sobre este tema (artículo 5 del proyecto) 24.

 

Aunque la ponencia para tercer debate, en la Comisión Primera del Senado, no proponía, tampoco, reforma alguna en esta materia, en el
texto aprobado durante dicho debate se introdujeron dos modificaciones importantes: (i) se estableció que la elección de los contralores
territoriales se haría para un «periodo de cuatro años que no podrá coincidir con el periodo del correspondiente Gobernador o Alcalde», y (ii)
en armonía con lo anterior, se incluyó un parágrafo transitorio, según el cual: «La siguiente elección de Contralores territoriales se hará por
el término de dos años»25. Estos cambios obedecieron a modificaciones propuestas por el senador ponente26 durante la discusión del
proyecto, que la Comisión Primera del Senado acogió.

 

En la ponencia para cuarto debate, ante la plenaria del Senado de la República, los respectivos ponentes sugirieron un ajuste en el artículo
correspondiente del proyecto (que ahora era el 4), en el sentido de que la designación de los contralores locales se hiciera de ternas
conformadas mediante concurso público de méritos (y no convocatoria) 27.

 

El Senado de la República, en pleno, aprobó el texto propuesto en la ponencia, con los ajustes señalados en el pliego de modificaciones, el 5
de junio de 201928

 

Dado que existían diferencias entre el texto aprobado, en primera vuelta, por la Cámara de Representantes y por el Senado de la República,
se designó una comisión de conciliación que recomendó acoger el texto aprobado por la plenaria del Senado (artículo 4 del proyecto). El
respectivo informe de conciliación fue aprobado el 12 de junio de 2019 por la plenaria de las dos cámaras legislativas 29.

 

De esta manera culminó el trámite del proyecto de acto legislativo, en primera vuelta, y el texto definitivo se ordenó publicar por el
Gobierno Nacional, mediante el Decreto 1275 del 18 de julio de 2019, en cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 375 de la



Departamento Administrativo de la Función Pública

Concepto 2436 de 2019 Consejo de
Estado - Sala de Consulta y Servicio Civil

13 EVA - Gestor Normativo

Constitución Política30 y 119 de la Ley 489 de 199831.

 

En la ponencia para quinto debate (primero de la segunda vuelta), ante la Comisión Primera de la Cámara, se incorporó un «pliego de
modificaciones», pero no se propusieron ajustes en relación con la elección de los contralores territoriales, frente al articulado aprobado en
la primera vuelta.

 

No obstante, en el texto aprobado en dicho debate, se modificó la forma de elección de los contralores territoriales, para señalar que esta
se haría «de tema conformada por quienes obtengan los mayores puntajes en convocatoria pública conforme a la ley ...». Lo demás se
mantuvo igual, incluyendo el periodo de dichos funcionarios (4 años, que no podían coincidir con el periodo de los gobernadores y alcaldes)
y el parágrafo transitorio, para los próximos contralores que fuesen elegidos (2 años)32. El cambio señalado obedeció a una proposición
modificatoria que varios representantes presentaron durante la discusión.

 

En la ponencia para sexto debate (segundo de la segunda vuelta), se propuso una variación al artículo 4 del proyecto (que modificaba el
artículo 272 de la Carta), para «unificar el periodo y la fecha de elección de los contralores territoriales». Con este fin, se sugería modificar
el parágrafo transitorio de dicha norma, en el sentido de precisar que la próxima elección de todos los contralores territoriales sería para un
periodo de dos años, y adicionar que «los próximos contralores territoriales deberán elegirse y posesionarse entre el 1° de enero y el 28 de
febrero de 2020»33.

 

Con estas precisiones al parágrafo transitorio, se aprobó el texto de la iniciativa en sexto debate, en la plenaria de la Cámara de
Representantes 34.

 

En la ponencia para séptimo debate (tercero de la segunda vuelta), ante la Comisión Primera del Senado, se propusieron algunas
modificaciones al texto aprobado por la Cámara, pero no en relación con la elección de los contralores locales.

 

Sin embargo, durante el debate, como resultado de una proposición modificatoria presentada por los senadores Roy Barreras, Angélica
Lozano y Alexander López, se modificó el artículo que nos concierne, para disponer, de nuevo, que la designación de estos contralores se
haría «por concurso de méritos», y añadir que, con este fin, «la ley reglamentará la convocatoria y la implementación del concurso nacional,
único y simultáneo»35.

 

En la ponencia para octavo y último debate (cuarto de la segunda vuelta) se incluyó un «pliego de modificaciones». En este se explicó que,
como se proponía que los contralores territoriales fueran elegidos mediante concurso público de méritos, se sugería disponer que, hasta
tanto se realizara dicho concurso, los actuales contralores seguirían en sus funciones. En este sentido, se propuso reformar de nuevo el
parágrafo transitorio 1° del artículo 272 superior (artículo 4 de la iniciativa)36.

 

En el texto aprobado por la plenaria del Senado de la República, en último debate, el 11 de septiembre de 2019, se modificó de nuevo lo
dispuesto sobre la elección de los contralores territoriales, al establecerse que esta se haría mediante «convocatoria pública conforme a la
ley», para un periodo de cuatro años, que no podía coincidir con el de los gobernadores y alcaldes. En el parágrafo transitorio 1° de la
norma citada, se aprobó que la próxima elección de estos contralores sería para un periodo de dos años, y que tales funcionarios debían ser
elegidos y posesionados entre el 1° de enero y el 28 de febrero de 2020.

 

Asimismo, se incluyó un nuevo inciso en el citado parágrafo transitorio, para señalar que, «hasta tanto el Congreso de la República expida la
ley que reglamentará dentro del año siguiente a la expedición del presente acto la convocatoria pública prevista en este artículo, los
contralores territoriales serán elegidos conforme al procedimiento vigente con anterioridad a la promulgación del presente acto legislativo»
37.

 

Dado que, entre el texto aprobado por el Senado de la República y el aprobado por la Cámara de Representantes, en segunda vuelta,
existían algunas diferencias, se conformó de nuevo una comisión de conciliación, la cual presentó su informe a la plenaria de las dos
cámaras el 16 de septiembre de 2019.

 

En dicho informe, se recomendaba a los congresistas acoger el texto aprobado por la Cámara de Representantes.
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Con respecto al parágrafo transitorio 1° del artículo 272 de la Carta Política (artículo 4 del proyecto), se recomendó adoptar la redacción
aprobada por la Cámara, «con excepción de la parte final de este parágrafo, por la imposibilidad material de cumplir con el mismo» (se
resalta), para lo cual los respectivos comisionados invocaron que, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional38, las comisiones de
conciliación legislativas tienen esta atribución, en casos como el que nos ocupa.

 

Se recuerda que la parte final de dicho parágrafo era la que señalaba que los próximos contralores territoriales debían ser elegidos y
posesionados entre el 1 de enero y el 28 de febrero de 2020.

 

Al ser aprobado el mencionado informe de conciliación por las plenarias de las dos cámaras, el 17 de septiembre de 2019, quedó definido el
texto final del Acto Legislativo 4 de 2019, que fue promulgado el 18 de septiembre, mediante su publicación en el Diario Oficial. De esta
manera, el inciso 6° y el parágrafo transitorio 1° del artículo 272 constitucional, modificados por el artículo 4 de esta reforma constitucional,
quedaron definitivamente así:

 

(...)

 

Los Contralores departamentales, distritales y municipales serán elegidos por las Asambleas Departamentales, Concejos Municipales y
Distritales, de terna conformada por quienes obtengan los mayores puntajes en convocatoria pública conforme a la ley, siguiendo los
principios de transparencia, publicidad, objetividad, participación ciudadana y equidad de género, para un periodo de cuatro años que no
podrá coincidir con el periodo del correspondiente gobernador y alcalde.

 

(...)

 

Parágrafo transitorio 1º. La siguiente elección de todos los contralores territoriales se hará para un período de dos años.

 

(...).

 

Como puede inferirse del recuento anterior, las discusiones y votaciones del Congreso de la República en relación con este asunto, durante
todo el iter legislativo, recayeron sobre los siguientes puntos principales : (i) si la elección de los contralores territoriales debía estar
precedida de convocatoria pública o de concurso público de méritos; (ii) si dicho proceso de selección debía ser único y nacional o, por el
contrario, descentralizado y disperso; (iii) el número de candidatos elegibles con base en el cual debía hacerse la elección; (iv) el periodo de
los referidos contralores y, particularmente , si este debía coincidir o no con el de los respectivos gobernadores y alcaldes , y (v) las reglas
de transición para la elección de los próximos contralores locales.

 

2. La atribución otorgada a la Contraloría General de la República para desarrollar los «términos generales» de estas convocatorias públicas

 

En relación con la disposición incluida en el artículo 6 del citado acto legislativo, según el cual «[l]a Contrataría General de la República
desarrollará los términos generales para el proceso de convocatoria pública de selección de los contralores departamentales, municipales y
distritales» , al revisar los antecedentes parlamentarios del respectivo proyecto, se observa que dicha norma solo fue incorporada y
aprobada durante el octavo y último debate (segunda vuelta), en la plenaria del Senado de la República.

 

En efecto, tal disposición no estaba contenida en el proyecto de acto legislativo original, que presentó el Contralor General de la República y
un grupo de congresistas, y tampoco fue introducida posteriormente, ya sea en un artículo separado (el 6° u otro) o como parte de otro
artículo.

 

De acuerdo con los antecedentes del proyecto, esta norma fue objeto de una proposición que varios senadores presentaron en la sesión
plenaria del Senado de la República realizada el 11 de septiembre de 2019, y que fue aprobada ese mismo día, junto con el resto de
artículos del acto legislativo.
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Con respecto a dicha disposición (incorporada como artículo 6 del proyecto), la comisión de conciliación, en su respectivo informe, dejó
constancia de que esa norma no existía en el texto del proyecto aprobado, en segunda vuelta, por la Cámara de Representantes, pero que
sí hacía parte del texto acogido por el Senado de la República, durante la misma vuelta. A este respecto, la comisión manifestó que, «en
concordancia con el artículo 4, se incluye este artículo en el texto definitivo».

 

Así, al aprobar las plenarias de las dos cámaras el señalado informe de conciliación, quedó adoptado definitivamente el texto del acto
legislativo, incluyendo la norma que se comenta, como artículo 6.

 

Dado que el acta de la sesión plenaria del Senado correspondiente al 11 de septiembre de 2019 no ha sido publicada aún en la Gaceta del
Congreso, tampoco ha sido posible determinar, con precisión, el propósito que se buscaba con dicho artículo. No obstante, al revisar el
video de la mencionada sesión, publicado en la plataforma YouTube, se encontró la siguiente intervención de la senadora María del Rosario
Guerra39:

 

(...) yo quiero que pongan un poco de atención, los que recuerdan el proceso que hicimos para el Contralor General de la República. En la
ley, lo que decía era que era un concurso de méritos... perdón: una convocatoria pública; pero fue el Senado de la República, luego, el que
hizo el desarrollo de cómo se haría esa convocatoria pública. Ahí decidimos que había entrevista; que se hacía pública, para que se
inscribieran; quién lo manejara; los tiempos, etc. He radicado, con la firma de varios senadores ... como ya quedó aprobado que hubiera una
convocatoria pública para la escogencia de los elegibles a las 65 contralorías, que el desarrollo lo pueda hacer el Contralor General; porque
dejar que cada contraloría defina la particularidad, me parece que no debe ser. La propuesta es que pueda haber unos lineamientos
generales por parte de la Contraloría General de la República del alcance que debe tener la convocatoria pública. Esa es, señor presidente,
gracias. (Se subraya).

 

En ese momento del debate, la propuesta de la senadora Guerra y de otros congresistas no fue tramitada, pues, al parecer (según lo que se
infiere de lo explicado más adelante por el ponente), con dicha proposición se pretendía modificar o adicionar el artículo 4 del proyecto de
acto legislativo, norma que ya había sido votada y aprobada por el Senado de la República.

 

Sin embargo, más adelante, la misma disposición que se sugería, o una sustancialmente similar, fue objeto de una nueva proposición, pero
ahora como artículo nuevo del proyecto de acto legislativo (el número 6), y así fue aprobado por el Senado de la República.

 

De estos breves antecedentes legislativos, lo único que puede inferirse es que: (i) el artículo 6 del acto legislativo está relacionado con el
artículo 4 de la misma reforma, en el cual se regula la elección de los contralores territoriales , y (ii) la inclusión de aquella norma parece
responder a la intención de que no fuera cada contraloría departamental , municipal o distrital la que desarrollara , de manera
independiente , los términos de la convocatoria pública que debe efectuarse para elegir al respectivo contralor local, sino que fuera la
Contraloría General de la República (como órgano único y del nivel nacional) la que estableciera unos lineamientos generales y uniformes,
aplicables a todas las contralorías territoriales del país, en relación con estas convocatorias.

 

Observa la Sala que esta fórmula obedeció también a la tensión que se vivió, durante todo el trámite del proyecto de acto legislativo, entre
dos posiciones contrarias: la de algunos parlamentarios que pretendían eliminar las contralorías territoriales y la de aquellos otros que
proponían mantenerlas y, más aún, fortalecerlas. Entre estos dos extremos, se ubicó otro bloque de congresistas que proponía conservar las
contralorías locales, pero sujetas a fuertes controles por parte de la Contraloría General y de la Auditoría General de la República, así como
a un sistema de designación de los contralores territoriales que fuera nacional, único, simultáneo y basado exclusivamente en el mérito
(concurso público).

 

C. Alcance de la atribución otorgada a la Contraloría General de la República en el artículo 6 del Acto Legislativo 4 de 2019

 

Como se ha indicado, esta norma dispone que «fija Contraloría General de la República desarrollará los términos generales para el proceso
de convocatoria pública de selección de los contralores departamentales, municipales y distritales».

 

Dado que dicha disposición es de rango constitucional, puede surgir, entonces, una primera duda sobre la naturaleza y el alcance de esta
potestad otorgada a la Contraloría: ¿Se trata de una función de carácter regulatorio, en sentido estricto, en virtud de la cual dicho órgano de
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control podría expedir normas con carácter y efectos materiales de ley?, o ¿consiste en una simple facultad reglamentaria, subordinada, por
lo tanto, a la ley?

 

En cualquiera de los dos casos, habría que aclarar cuáles son los límites materiales y temporales de esta nueva competencia atribuida a la
Contraloría General.

 

Ante la escasez de los antecedentes legislativos, que solo aportan las dos conclusiones señaladas en el acápite anterior, es menester acudir
al tenor literal de la norma (interpretación gramatical o exegética), así como al contexto normativo dentro del cual se inscribe, conformado
no solamente por otros preceptos del Acto Legislativo 4 de 2019, sino también por otras normas y principios de la Carta Política.

 

Desde el punto de vista gramatical, la atribución otorgada a la Contraloría se refiere a desarrollar los términos generales de las
convocatorias. El verbo desarrollar, en su primera acepción, significa, según el Diccionario de la Lengua Española:

«Aumentar o reforzar algo de orden físico, intelectual o moral» (subrayamos).

 

Como puede verse, la acción de desarrollar supone ampliar, fortalecer, detallar, precisar, completar o mejorar algo que ya existe o ha sido
establecido previamente.

 

De esta manera, cuando el artículo 6 del Acto Legislativo 4 de 2019 señala que la Contraloría General de la República «desarrollará los
términos generales para el proceso de convocatoria pública ...» , no puede entenderse que atribuya a dicho órgano la función de legislar o
regular, de manera originaria , libre y completa esta materia, pues la norma comentada parte del presupuesto de que dicha regulación ya
existe, y que de esta forman parte los términos generales del proceso de convocatoria pública.

 

En ese orden de ideas, la competencia mencionada debe ser entendida como una potestad reglamentaria de la ley, es decir, como la
facultad que tiene la Contraloría para dictar normas que detallen, precisen o complementen los aspectos administrativos, jurídicos, técnicos
y económicos del proceso de convocatoria pública para la elección de los contralores territoriales, pero sin que tales disposiciones puedan
desvirtuar o contradecir lo establecido por el Legislador.

 

Esta hermenéutica se confirma al comparar la norma que se comenta con otros preceptos constitucionales relacionados con la materia
(interpretación sistemática).

 

En efecto, debe recordarse, en primer lugar, que, según el inciso séptimo del artículo 272 de la Constitución Política (modificado por el
artículo 4 del Acto Legislativo 4 de 2019), los contralores territoriales «serán elegidos ... de terna conformada por quienes obtengan los
mayores puntajes en convocatoria pública conforme a la ley, siguiendo los principios de transparencia, publicidad, objetividad, participación
ciudadana y equidad de género.». (Se resalta).

 

Como explicó la Sala en los conceptos 2274 y 2276 de 2015, esta norma se relaciona y complementa con lo dispuesto por el artículo 126 de
la misma Carta, cuyo inciso cuarto establece:

 

Salvo los concursos regulados por la ley, la elección de servidores públicos atribuida a corporaciones públicas deberá estar precedida de
una convocatoria pública reglada por la ley, en la que se fijen requisitos y procedimientos que garanticen los principios de publicidad,
transparencia, participación ciudadana. equidad de género y criterios de mérito para su selección.

 

Así, de los dos cánones constitucionales citados, en armonía con los artículos 23140, 25741 y 26742 de la Carta, puede inferirse claramente
que el Constituyente ha impuesto una condición para que las corporaciones públicas puedan elegir a los servidores públicos cuya
designación les competa. Tal condición consiste en que deben realizar previamente una convocatoria pública, y que dicha convocatoria
debe estar regulada por la ley. Conforme a lo dispuesto en el artículo 126 superior, esta regulación legal debe referirse, como mínimo, a los
requisitos para participar en la convocatoria y al procedimiento de la misma, lo que incluye, a su vez, las diferentes etapas en las que dicho
proceso de selección se lleve a cabo.
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En el mismo sentido se pronunció la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo de esta corporación, en dos ocasiones (por lo menos), al
declarar la nulidad, por inconstitucionalidad, del Decreto 1189 de 2016 y del Acuerdo PSAA16-10548, del mismo año, expedido por el
Consejo Superior de la Judicatura, mediante los cuales se reglamentaba, sin ningún fundamento legal previo, la convocatoria pública para la
elección de los magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial. A este respecto, la citada Sala manifestó, en sentencia del 5 de
diciembre de 201743:

 

30.1 Como corolario de todo lo expuesto es claro para la Sala que el Decreto 1189 de 2016 es contrario al artículo 126 de la Constitución
Política, puesto que ante la ausencia de una disposición clara expresa e inequívoca en el artículo 257 A de la Constitución Nacional que fije
la competencia para expedir el reglamento en cabeza del Presidente de la República , es necesario atender la cláusula general de
competencia que le asiste al Congreso de la República para realizar la ley de convocatorias de servidores públicos que no deben acceder a
la función pública por concurso y que deben ser elegidos por una corporación pública . prevista en el artículo 126 ibídem, a partir del cual la
elección de los Magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial… debe estar precedida por una convocatoria pública reglada por
ley. En consecuencia. el Presidente de la República no es competente para expedir actos que reglamenten dicha convocatoria, motivo por el
cual hay lugar a declarar su inconstitucionalidad del mencionado decreto presidencial. (Se destaca).

 

Adicionalmente, es del caso reiterar que la normativa que expida el Legislador debe respetar y desarrollar los principios de publicidad,
transparencia, objetividad, participación ciudadana, equidad de género y mérito.

 

Ahora bien, la condición de que la convocatoria pública para la elección de los contralores territoriales esté previamente reglada en la ley
fue prevista en el texto original del proyecto de acto legislativo que nos ocupa y se mantuvo constante durante todo el trámite del proyecto,
con algunos cambios de redacción, hasta su aprobación definitiva por parte del Congreso de la República, como se puede constatar con el
recuento efectuado en el acápite anterior y en las respectivas Gacetas del Congreso.

 

De hecho, resulta ilustrativo mencionar que, en el texto aprobado por la plenaria del Senado, en octavo y último debate, se incluyó un inciso
adicional al parágrafo transitorio 1° del artículo 272 de la Carta Política (artículo 4 del proyecto), que decía:

 

Hasta tanto el Congreso de la República expida la ley que reglamentará dentro del año siguiente a la expedición del presente acto la
convocatoria pública prevista en este artículo, los contralores territoriales serán elegidos conforme al procedimiento vigente con
anterioridad a la promulgación del presente acto legislativo. (Subrayas añadidas).

 

Aunque dicho inciso fue eliminado luego, en el texto propuesto por la comisión de conciliación, esto obedeció simplemente al hecho de que
los congresistas que integraban dicho cuerpo recomendaron acoger el texto aprobado por la plenaria de la Cámara de Representantes, en
el cual no aparecía el referido inciso.

 

Como puede apreciarse, desde el inicio del trámite legislativo era absolutamente claro para el Constituyente derivado que la convocatoria
pública exigida para la elección de los contralores departamentales, municipales y distritales debía estar regulada por la ley.

 

En consecuencia, la inclusión y aprobación, a último momento, del artículo 6 del Acto Legislativo, no desvirtúa ni aminora la fuerza de
aquella conclusión, por lo que no puede entenderse que las normas que llegue a dictar la Contraloría General de la República, en ejercicio
de la competencia que le atribuyó esa disposición, puedan sustituir, derogar o modificar aquellas que corresponde expedir al Legislador.

 

Como se indicó previamente, se trata de una potestad reglamentaria otorgada directamente por la Constitución Política, pero subordinada a
la ley, en una materia y con un objetivo claramente determinados: desarrollar los términos generales (que debe fijar el Legislador) de los
procesos de convocatoria pública para la elección de los contralores departamentales, distritales y municipales. Tratándose de autoridades
administrativas de carácter técnico, y a efectos de reforzar su autonomía, la Constitución Política les ha otorgado una potestad
reglamentaria secundaria y acotada a un ámbito especial y delimitado por la misma Carta. Por lo tanto, más allá del marco material
establecido por la norma superior, estas autoridades no podrían ejercer su potestad reglamentaria44.

 

Las normas que se expidan en desarrollo de esta potestad reglamentaria tendrán, por lo tanto , el carácter de actos administrativos de
alcance general, que estarán sujetos al procedimiento y a las demás reglas establecidas en el Código de Procedimiento Administrativo y de
lo Contencioso Administrativo , CPACA (Ley 1437 de 2011), y serán controlables por el Consejo de Estado, en atención a lo dispuesto por los
artículos 237 , numeral 1º, de la Constitución Política45 , 13546 y 149, numeral 1°, del CPACA47, en armonía con los artículos 13748 y 13849
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ibídem.

 

Asimismo , vale la pena mencionar que la facultad normativa otorgada por otras disposiciones de la Constitución Política al Contralor
General de la República (artículo 268 , numerales 1 y 12) ha sido calificada por la jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de
Estado como una potestad reglamentaria, similar a la ejercida por el Presidente de la República, pero asignada excepcionalmente por la
Carta a un órgano autónomo y técnico , para el adecuado y eficaz cumplimiento de sus funciones.

 

A este respecto, la Corte Constitucional manifestó, en la sentencia C-384 de 200350:

 

El poder reglamentario, en tanto que atribución a la Administración de una facultad de producir normas jurídicas, tiene como fundamento en
un Estado Social de Derecho la necesidad de adoptar disposiciones generales y abstractas mediante las cuales se desarrolle el sentido de la
ley, a fin de poder hacerla ejecutable. Este poder reglamentario está limitado por el espíritu y el contenido de la ley que reglamenta. Así
pues, el acto expedido en ejercicio de la potestad reglamentaria debe aportar los detalles, los pormenores de la ejecución de la ley, facilitar
su entendimiento y comprensión.

 

(...)

 

La potestad reglamentaria, entendida como la capacidad de producir normas administrativas de carácter general, reguladoras de la
actividad de los particulares y fundamento para la actuación de las autoridades públicas, la tiene asignada de manera general, en principio,
el Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el artículo 189-11 de la Carta Política, quien puede ejercerla en cualquier
momento sin necesidad de que la ley así lo determine en cada caso. Excepcionalmente. y por disposición constitucional, existe un sistema
de reglamentación especial respecto de ciertas materias y para determinados órganos constitucionales, al margen de la potestad
reglamentaria del Presidente de la República51. Tal es el caso... de la Contraloría General de la República52.

 

Así pues. la potestad reglamentaria que constitucionalmente tiene asignada el Contralor General de la República se limita a aquellos
ámbitos expresamente mencionados en los numerales 1 y 12 del artículo 268 Superior , es decir , para la prescripción de los métodos y la
forma de rendir cuentas los responsables del manejo de los fondos o de bienes de la Nación, indicar los criterios de evaluación financiera ,
operativa y de resultados que deben seguirse, así como a dictar las normas generales para armonizar los sistemas de control fiscal de todas
las entidades públicas del orden nacional y territorial. (...). (Subrayas fuera del texto).

 

En consecuencia, los límites materiales que tiene la Contraloría para el ejercicio de esta facultad reglamentaria están dados por la finalidad
y la materia a las que se refiere el artículo 6 del Acto Legislativo 4 de 2019: desarrollar los términos generales de las convocatorias públicas
para la elección de los contralores territoriales. Según los antecedentes legislativos, lo que se buscaba con esta disposición era que la
Contraloría General de la República estableciera los «lineamientos generales» de dichas convocatorias, a los que deban sujetarse todas las
asambleas departamentales y los concejos municipales y distritales del país, para efectos de realizar la elección de los respectivos
contralores territoriales.

 

Al mismo tiempo, el ejercicio de dicha potestad está subordinado a las normas superiores que le resultan aplicables: la Constitución Política,
especialmente, los artículos 126, 267, 268 y 272, y la ley que haya dictado o dicte el Congreso de la República para regular esas
convocatorias públicas.

 

Como el Legislador no ha expedido todavía una ley que regule específicamente el proceso de elección de los contralores territoriales, la
normativa que rige y debe seguirse aplicando es la contenida en la Ley 1904 de 2018, tal como se explicó en al acápite primero de este
documento. Por lo tanto, es a dicha ley a la que debe sujetarse la Contraloría General cuando expida la reglamentación prevista en el
artículo 6 del Acto Legislativo 4 de 2019.

 

A este respecto, vale la pena aclarar que ni la Ley 1904, ni su aplicación a la elección de los contralores territoriales (artículo 11), deben
entenderse derogadas por el Acto Legislativo 4 de 2019, pues no existe, en principio, ninguna clase de contradicción o antinomia sustancial
entre dichos cuerpos normativos, vistos en su integridad.

 

En efecto, los artículos 267 y 272 de la Constitución Política, tanto antes como después del citado acto legislativo, ordenan que la elección
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del Contralor General de la República y de los contralores territoriales esté precedida de una convocatoria pública reglada por la ley y sujeta
a los principios de transparencia, publicidad, objetividad, participación ciudadana, equidad de género y mérito.

 

Dado que la Ley 1904 de 2018 regula el proceso de elección del Contralor General de la República, mediante convocatoria pública y con
sujeción a los citados principios, y que dicha normativa es aplicable, también, en lo pertinente, a la elección de los contralores locales
(artículo 11), resulta claro que esta legislación es, en principio, compatible con las normas constitucionales actuales, en materia de control
fiscal.

 

Lo anterior debe entenderse sin pequ1c10 de que, en algún aspecto puntual, determinado artículo de la Ley 1904, o cierta parte del mismo,
resulte incompatible con el nuevo marco constitucional y deba, por esa razón, entenderse derogado o, al menos, inaplicable, en virtud de la
supremacía de la Constitución Política, ordenada por el artículo 4 ibidem53.

 

Tal situación ocurre, por ejemplo, con la aplicación del artículo 8, numeral 2°, de la Ley 1904 de 2018 a la elección de los contralores
territoriales, en tanto dicha norma ordena presentar al «Congreso en pleno» (en este caso, a la asamblea o al concejo municipal o distrital
en pleno) una lista de «10 elegibles», para realizar la elección. Dado que el artículo 272 de la Carta, en su versión actual, dispone que la
elección de los contralores territoriales debe hacerse de una terna, conformada por los tres aspirantes que hayan obtenido los mejores
puntajes en la respectiva convocatoria pública, es evidente que aquella norma legal no puede aplicarse, en esta parte, a la elección de los
contralores locales, pues la comisión que tenga a su cargo la confección de la lista de elegibles no puede enviar a la correspondiente
plenaria una lista de diez candidatos , para proceder a la elección, sino solamente de tres (es decir, una terna) , dando aplicación preferente
al artículo 272 constitucional.

 

Igualmente, vale la pena reiterar que, según el artículo 11 de la citada ley, sus disposiciones deben aplicarse, «en lo que correspondan», a
la elección de los contralores locales, hasta que el Congreso dicte normas específicas para la designación de dichos funcionarios. Por esta
razón, le corresponderá a la Contraloría General de la República, en forma previa a desarrollar los términos generales del proceso de
convocatoria pública, determinar y precisar cuáles de las normas de la Ley 1904 deben aplicarse a estos procesos de selección , por resultar
posible y pertinente su cumplimiento en el nivel territorial , y de qué forma debe efectuarse su aplicación a los contralores territoriales y a
quienes deben elegirlos , es decir , a las asambleas departamentales y los concejos municipales y distritales.

 

Así , en ejercicio de dicha potestad y dentro de estos límites, la Contraloría podría establecer los lineamientos generales de los términos de
estas convocatorias públicas, bajo los parámetros de la Ley 1904 de 2018 , en aspectos tales como la delimitación , secuencia y duración de
las etapas del proceso de selección; los puntajes mínimos y máximos que deben tenerse en cuenta para la calificación de las pruebas
realizadas y su ponderación, privilegiando siempre el criterio del mérito54 ; la forma de efectuar los aspirantes su inscripción y los
documentos que deben entregar para ello; la posibilidad de contratar instituciones de educación superior que ejecuten todo o parte de la
convocatoria pública, así como los requisitos de dichas entidades y de tales contratos; los medios para hacer las publicaciones y
notificaciones requeridas, por parte de las corporaciones públicas que lleven a cabo el proceso, o de las instituciones de educación superior
contratadas ; la manera en que deben comunicarse los aspirantes o candidatos con los organizadores de la convocatoria ; el momento y la
forma de realizar las entrevistas , y el modo de elaborar la terna , a partir de las calificaciones definitivas asignadas a los participantes
habilitados y preseleccionados , entre otros asuntos.

 

Ahora bien, en cuanto a los límites temporales que tenga la Contraloría General de la República para hacer uso de la atribución conferida
por el artículo 6 del Acto Legislativo 4 de 2019, debe señalarse, en primer lugar, que dicha norma no dispone que sea transitoria, ni
tampoco condiciona el ejercicio de esta competencia a un plazo o condición (suspensiva o extintiva). Tampoco está limitada a la «siguiente
elección» de los contralores territoriales, como lo dice el parágrafo transitorio 1° del artículo 272 superior (artículo 4 de la reforma), sino que
se refiere, en general, al «proceso de convocatoria pública de selección de los contralores departamentales, municipales y distritales».

 

Por estas razones, la Sala considera que dicha atribución reglamentaria no es de carácter transitorio , sino permanente , y que, en
consecuencia , puede ejercerse por la Contraloría General de la República en cualquier momento, una o varias veces , con la condición de
que se sujete a los límites materiales que se han señalado , y siempre que, claro está, la norma superior que le sirve de fundamento
(artículo 6 del Acto Legislativo 4 de 2019) no sea derogada o modificada , ni tampoco declarada inexequible por la Corte Constitucional.

 

D. Situación de las convocatorias públicas para la elección de los contralores territoriales, iniciadas con anterioridad al Acto Legislativo 4 de
2019
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Tal como se expuso en el capítulo primero de este concepto, los dos cambios más importantes que introdujo el Acto Legislativo 4 de 2019,
en relación con la elección de los contralores territoriales, son:

 

(i) Con respecto al periodo de dichos servidores, se pasó de establecer que este coincidiría con el periodo de los respectivos gobernadores y
alcaldes, a prohibir dicha coincidencia, pero manteniendo la misma duración (cuatro años). Para lograr el cumplimiento de esta regla, se
previó un régimen de transición, según el cual el periodo de los próximos contralores territoriales será de dos años.

 

(ii) Se dispuso que la elección de los contralores se hará de una terna conformada por los aspirantes que hayan obtenido los mejores
puntajes en la respectiva convocatoria. Antes, la norma constitucional no limitaba el número de candidatos entre los cuales debía hacerse la
elección, por parte de la respectiva corporación pública.

 

En lo demás , lo dispuesto por la Constitución Política, antes y después del citado acto legislativo, es coincidente , particularmente en los
siguientes puntos esenciales: (i) que la designación de dichos contralores debe ser efectuada , mediante una elección , por la
correspondiente asamblea departamental o concejo municipal o distrital; (ii) que tal elección debe estar precedida de una convocatoria
pública regulada por la ley, y (iii) que dicha convocatoria debe respetar y desarrollar los principios de transparencia , publicidad, objetividad
, participación ciudadana , equidad de género y mérito.

 

Asimismo, la ley que regula actualmente dichas convocatorias, a la luz de los principios constitucionales mencionados, es la Ley 1904 de
2018, que continúa vigente, como ya se explicó.

 

Estas consideraciones llevan a la Sala a concluir que las convocatorias públicas que se hubieran iniciado, por parte de algunas asambleas
departamentales o concejos municipales o distritales , antes de la entrada en vigencia del Acto Legislativo 4 de 2019 , podrían continuar ,
en principio, siempre que los términos y condiciones de aquellas se adecúen a las reglas contenidas en el nuevo marco constitucional , a la
ley que llegue a expedir el Congreso para regular específicamente el proceso de elección de los contralores territoriales y a las
disposiciones reglamentarias que dicte la Contraloría General de la República, en ejercicio de la nueva función que le otorgó el artículo 6 de
la reforma constitucional.

 

El primer cambio significativo que habría que hacer en las condiciones de las convocatorias que se tramiten es el de advertir expresamente
a los interesados, aspirantes o candidatos que el cargo que pretende proveerse mediante dicho proceso de selección no será para un
periodo de cuatro años, sino de dos.

 

Esto representa una modificación importante para todos los que se hayan inscrito en dichas convocatorias, pues, como resulta apenas
obvio, no es lo mismo aspirar a un cargo público de cuatro años que a uno de dos.

 

Por lo tanto , la Sala considera recomendable , en virtud de los principios de buena fe, transparencia , seguridad jurídica , confianza legítima
, precaución , eficacia y protección de las expectativas legítimas, entre otros, y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 3, numeral
1155, y 4156 del CPACA, que dichos procesos de selección se suspendan transitoriamente , para efectos de hacer los ajustes necesarios en los
términos y condiciones de las respectivas convocatorias , y que los aspirantes inscritos manifiesten expresamente su intención de seguir
adelante con el proceso de selección (bajo el entendido de que el cargo por el cual compiten tendrá una duración de dos años, y no de
cuatro) , o de retirarse, sin que esta última decisión pueda implicarles alguna sanción o consecuencia negativa para ellos.

 

En efecto, puede inferirse razonablemente, de acuerdo con las reglas de la experiencia, que algunas de las personas que se inscribieron en
una convocatoria pública para ocupar el cargo de contralor departamental, municipal o distrital por un periodo de cuatro años, podrían no
estar interesadas en ejercer ese mismo cargo para un periodo equivalente, apenas, a la mitad (dos años). Por lo tanto, deberían tener la
oportunidad de conocer claramente dicha circunstancia y de manifestar libre y expresamente si continúan o no en el proceso de selección.

 

Esta inferencia lógica es la que lleva a la Sala a considerar que los procesos en curso pueden suspenderse transitoriamente y luego
reanudarse, mientras se hacen los ajustes necesarios y se permite a los aspirantes inscritos manifestar expresamente su deseo de
continuar en el proceso o retirarse.

 

Ahora bien, la segunda modificación que tendría que hacerse en las condiciones de dichas convocatorias consiste en señalar que, una vez
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cumplido el proceso de selección y, más específicamente , una vez efectuada la calificación de todos los aspirantes y elaborado el listado de
elegibles , solamente debe presentarse a la plenaria de la correspondiente asamblea departamental o concejo municipal o distrital una
tema de candidatos , conformada por aquellos que hayan obtenido los tres mejores puntajes en la convocatoria pública.

 

Este cambio, a juicio de la Sala, no supone una dificultad importante en los procesos en curso, siempre que no se haya enviado ya a la
asamblea o al concejo la lista de diez elegibles, conforme a lo dispuesto en la Ley 1904 de 2018. Por el contrario, si esto ya ocurrió, la
respectiva asamblea departamental o concejo municipal o distrital tendría que devolver la lista a la respectiva comisión accidental (o su
equivalente), para que esta le remita una nueva lista (tema), conformada exclusivamente por los tres candidatos que hayan obtenido los
mayores puntajes en el proceso de selección, respetando, en todo caso, la calificación que ya se hubiera efectuado.

 

En este evento, debería notificarse dicha decisión a todos los candidatos que integraban originalmente la lista de elegibles, en cumplimiento
de los principios de transparencia, publicidad, objetividad, imparcialidad y buena fe, entre otros.

 

En atención a las consideraciones anteriores,

 

III. La Sala RESPONDE:

 

1. ¿Cuál es el alcance, bajo la normativa antes señalada, de la facultad otorgada a la Contraloría General de la República en el artículo 6°
del Acto Legislativo 04 de 2019?

 

Conforme a lo explicado en este concepto, la competencia otorgada a la Contraloría General de la República por el artículo 6 del Acto
Legislativo 4 de 2019 constituye una facultad reglamentaria de carácter permanente, pero limitada a la materia y a la finalidad señaladas
en dicha norma: desarrollar los términos generales (establecidos previamente por el Legislador) de los procesos de convocatoria pública
para la elección de los contralores departamentales, municipales y distritales.

 

Esta potestad debe ser ejercida dentro de los límites materiales y teleológicos indicados, y de forma subordinada a la Constitución Política
(especialmente, a los artículos 126 y 272) y a la ley que regule tales convocatorias (actualmente, la Ley 1904 de 2018), mediante la
expedición de actos administrativos de contenido general.

 

Mediante tales actos, y dentro de los límites señalados , la Contraloría podría reglamentar aspectos tales como la delimitación , secuencia y
duración de las etapas del proceso de selección ; los puntajes mínimos y máximos que deben tenerse en cuenta para la calificación de las
pruebas realizadas y su ponderación , privilegiando siempre el criterio del mérito; la forma de efectuar los aspirantes su inscripción y los
documentos que deben entregar para ello; la posibilidad de contratar instituciones de educación superior que ejecuten todo o parte de la
convocatoria pública, así como los requisitos de dichas entidades y de tales contratos; los medios para hacer las publicaciones y
notificaciones requeridas , por parte de las corporaciones públicas que lleven a cabo el proceso, o de las instituciones de educación superior
contratadas ; la manera en que deben comunicarse los aspirantes o candidatos con los organizadores de la convocatoria; el momento y la
forma de realizar las entrevistas , y el modo de elaborar la terna , a partir de las calificaciones definitivas asignadas a los participantes
habilitados y preseleccionados , entre otros asuntos .

 

2. Si una corporación pública inició el proceso de convocatoria antes de la entrada en vigencia del Acto Legislativo 04 de 2019, aplicando el
procedimiento señalado en la Ley 1904 de 2018 ¿Debe iniciar nueva convocatoria que se ajuste al nuevo marco jurídico o pueden realizar
las modificaciones que sean necesarias bajo la nueva normativa? o ¿Los actuales procesos de selección deben suspenderse hasta tanto se
expida la reglamentación legal especial o la Contraloría General desarrolle los términos generales de las convocatorias correspondientes?

 

Por las razones indicadas en este concepto , la Sala considera que pueden seguir adelante los procesos de convocatoria pública para la
elección de contralores territoriales iniciados antes de la promulgación del Acto Legislativo 4 de 2019 , pero deben ajustarse a los cambios
introducidos por dicha reforma constitucional , principalmente en los siguientes aspectos: (i) en cuanto al periodo de los próximos
contralores territoriales que sean elegidos , que no es de cuatro años, sino de dos, y (ii) en relación con el número de candidatos elegibles ,
entre los cuales las asambleas departamentales y los concejos municipales o distritales deben efectuar la elección , que ya no es de diez
(artículo 8, numeral 2°, en concordancia con el artículo 11 de la Ley 1904 de 2018) , sino de tres.

 



Departamento Administrativo de la Función Pública

Concepto 2436 de 2019 Consejo de
Estado - Sala de Consulta y Servicio Civil

22 EVA - Gestor Normativo

En virtud de los cambios indicados y, sobretodo, del primero, la Sala recomienda que los procesos en curso se suspendan ·transitoriamente,
para efectos de hacer los ajustes señalados y dar la oportunidad a todos los aspirantes o candidatos de manifestar expresamente si desean
continuar en el proceso de elección, bajo las nuevas condiciones, o retirarse, sin ninguna sanción o consecuencia negativa para ellos.

 

Sin embargo, no sería necesario suspender los procesos en curso hasta que la Contraloría dicte la reglamentación prevista en el artículo 6
del Acto Legislativo 4 de 2019, ni mucho menos hasta que el Congreso de la República expida normas legales específicas para la elección
de los contralores territoriales.

 

Remítase al director del Departamento Administrativo de la Función Pública y a la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República.

 

EDGAR GONZÁLEZ LÓPEZ

 

PRESIDENTE DE LA SALA

 

OSCAR DARÍO AMAYA NAVAS

 

CONSEJERO DE ESTADO

 

GERMÁN ALBERTO BULA ESCOBAR

 

CONSEJERO DE ESTADO

 

ÁLVARO NAMÉN VARGAS

 

CONSEJERO DE ESTADO

 

MAGDA CRISTINA CASTAÑEDA PARRA

 

SECRETARIA DE LA SALA (AD HOC)

 

LEVANTADA LA RESERVA LEGAL MEDIANTE OFICIO No. 20191400354301 DE FECHA 12 DE NOVIEMBRE DE 2019 - DEPARTAMENTO
ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA

 

NOTAS DE PIE DE PAGINA

 

1 «Por medio del cual se adopta una reforma de equilibrio de poderes y reajuste institucional y se dictan otras disposiciones»

 

2 «Sobre la organ1zación del sistema de control fiscal financiero y los organ1smos que lo ejercen».

 

3 «Por el cual se dicta el régimen especial para el Distrito Capital de Santafé de Bogotá».

 

4 «Por la cual se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto Extraordinario 1222 de 1986, se adiciona la Ley Orgánica de
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Presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, se dictan otras normas tendientes a fortalecer la descentralización, y se dictan normas para la
racionalización del gasto público nacional».

 

5 «Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios».

 

6 «Por la cual se desarrolla parcialmente el artículo 308 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones relativas a las Contralorías
Departamentales».

 

7 «Por el cual se modifica el período de los gobernadores, diputados, alcaldes, concejales y ediles».

 

8 «Por medio del cual se adopta una reforma de equilibrio de poderes y reajuste institucional y se dictan otras disposiciones»

 

9 Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, concepto 2274 del 10 de noviembre de 2015.

 

10 «(11] De esto se dejó constancia en el Acta de Comisión 25 del 13 de noviembre de 2014: "Doctor Bravo, frente a este último inciso de la
lectura de él, lo que se busca es simplemente que cuando se trate de elecciones o designaciones que haga una Corporación Pública,
llámense Concejos, Asambleas , Representantes, Cámara o Senado de la República, esa elección que hace cualquiera de estas
Corporaciones Públicas, siempre esté precedida de una convocatoria pública donde se fijen los requisitos, objetivos y claros, en esta
definición del último inciso del artículo 126, solo se refiere a las elecciones que realizan los miembros de las Corporaciones Públicas,
estamos hablando de Personeros , Contralores , Procurador , Defensor del Pueblo y demás, por eso creemos que podemos votar el artículo,
de pronto si es necesario hacer alguna aclaración la podemos recoger en la ponencia doctor Bravo, pero tal y como está redactada, da
precisión frente a que se trata de las elecciones que realizan las Corporaciones Públicas. Gracias, Presidente." (Gaceta del Congreso 38 de
2015)» [Sic].

 

11 Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, concepto 2276 del 19 de noviembre de 2015.

 

12 «Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. " Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad"».

 

13 Vale la pena aclarar que, aun cuando el artículo 272 de la Constitución (en su versión anterior al Acto Legislativo 4 de 2019) no indicaba
el número de candidatos elegibles , entre los cuales debían efectuar la elección del contralor territorial las asambleas departamentales y los
concejos municipales o distritales , al integrar esta norma con lo dispuesto en la Ley 1904 de 2018, aplicable a la elección de dichos
funcionarios, según lo dispuesto en su artículo 11, se llegaría a la conclusión de que la elección debla hacerse entre una lista de 10
candidatos. En efecto, el artículo 8 de la citada ley establece:

 

«Articulo 8 Funciones de la Comisión. La Comisión de que trata esta ley [se refiere a la Comisión Accidental para definir la lista de elegibles,
prevista en el artículo 7 ibídem]. tendrá las siguientes funciones:

 

1. Se entenderán habilitados para continuar en el proceso al menos 20 personas

 

2. La Comisión realizará audiencias públicas con la ciudadanía y todos los interesados para escuchar y examinar a los habilitados. Luego de
lo cual seleccionará los 10 elegibles que serán presentados ante el Congreso en pleno

 

3. Las demás que le señale la Mesa Directiva». (Se resalta).

 

Con todo, debe comentarse que, como esta norma legal fue promulgada el 27 de junio de 2018, no ha llegado a utilizarse para la elección
de los contralores territoriales
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14 «Por el cual se adopta una Reforma Política Constitucional y se dictan otras disposiciones».

 

15 «[3] Sentencia C-652 de 2003».

 

16 «[4] Sentencia C-957 de 2007»

 

17«[5] Aplica en este punto lo indicado por la Corte Constitucional, en el sentido de que la Constitución es ley, "en su expresión más
primigenia y genuina" (Sentencia C-739 de 2001)».

 

18 Gaceta del Congreso n.º 153 del 27 de marzo de 2019, p. 1 a 22 Posteriormente, el número del proyecto pasó a ser: 039 de 2019 Senado
- 355 de 2019 Cámara.

 

19 Gaceta del Congreso n ° 195 del 2 de abril de 2019.

 

20 Gaceta 207 del 8 de abril de 2019.

 

21 Gaceta n.º 260 del 24 de abril de 2019, p. 17 a 31.

 

22 Presentada por los representantes Ángela María Robledo, Juanita María Goebertus y Luis Albán

 

23. Gaceta del Congreso n. 260 del 24 de abril de 2019, p. 17 a 31

 

24 Gaceta n.º 330 del 9 de mayo de 2019, p. 27 a 30.

 

25 Gaceta 439 del 31 de mayo de 2019, p. 36 a 39

 

26 Roy Barreras Montealegre

 

27 Gaceta del Congreso 439 del 31 de mayo de 2019, p 1 a 35.

 

28 Gaceta 507 del 10 de junio de 2019.

 

29 Gacetas del Congreso números 488 y 507, ambas del 10 de Junio de 2019.

 

30 «Articulo 375. Podrán presentar proyectos de acto legislativo el Gobierno, diez miembros del Congreso, el veinte por ciento de los
concejales o de los diputados y los ciudadanos en un número equivalente al menos, al cinco por ciento del censo electoral vigente.

 

El trámite del proyecto tendrá lugar en dos períodos ordinarios y consecutivos. Aprobado en el primero de ellos por la mayoría de los
asistentes, el proyecto será publicado por el Gobierno. En el segundo periodo la aprobación requerirá el voto de la mayoría de los miembros
de cada Cámara. En este segundo periodo sólo podrán debatirse iniciativas presentadas en el primero» (Resaltamos).
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31 «Por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones,
principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución
Política y se dictan otras disposiciones». El artículo 119, literal a), de dicha ley dispone:

 

«Articulo 119 Publicación en el Diario Oficial A partir de la vigencia de la presente ley. todos los siguientes actos deberán publicarse en el
Diario Oficial.

 

a) Los actos legislativos y proyectos de reforma constitucional aprobados en primera vuelta;

 

(...)».

 

32 Gaceta del Congreso n.0 742 del 13 de agosto de 2019, p 61 a 68.

 

33 Ídem, p. 1 a 60.

 

34 Gaceta 769 del 22 de agostos de 2019, p. 36 a 39

 

35 Gaceta 820 del 9 de septiembre de 2019, p. 35 a 38.

 

36 Gaceta del Congreso 820 del 9 de septiembre de 2019, p. 16 a 60.

 

37 Gaceta 886 del 13 de septiembre de 2019, p. 9 a 12.

 

38 A este respecto, citaron, como fundamento, la sentencia C- 020 de 2018.

 

39 Esta intervención aparece registrada entre la hora 7:25:56 y la hora 7:27 :16 de la respectiva grabación.

 

40 Referente a la elección de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado.

 

41 Sobre la elección de los miembros de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial

 

42 Atinente a la elección del Contralor General de la República.

 

43 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia del 5 de diciembre de 2017, exp
11001-03-24-000-2016-00484-00(AI).

 

44 A este respecto, se recomienda consultar los conceptos 2291 del 14 de septiembre de 2016 y 2409 del 19 de febrero de 2019, de la Sala
de Consulta y Servicio Civil.

 

45 «Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado·

1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo. conforme a las reglas que señale la ley
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(...)» .

 

46 «Artículo 135. Nulidad por inconstitucionalidad. Los ciudadanos podrán, en cualquier tiempo, solicitar por si, o por medio de
representante, que se declare la nulidad de los decretos de carácter general dictados por el Gobierno Nacional, cuya revisión no
corresponda a la Corte Constitucional en los términos de los articules 237 y 241 de la Constitución Política, por infracción directa de la
Constitución.

 

También podrán pedir la nulidad por inconstitucionalidad de los actos de carácter general que por expresa d1spos1ción constitucional sean
expedidos por entidades u organismos distintos del Gobierno Nacional.

 

Parágrafo. El Consejo de Estado no estará limitado para proferir su decisión a los cargos formulados en la demanda. (...)». (Destacamos).

 

47 «Artículo 149. Competencia del Consejo de Estado en única instancia.

 

El Consejo de Estado, en Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, por intermedio de sus Secciones, Subsecciones o Salas especiales,
con arreglo a la distribución de trabajo que la Sala disponga, conocerá en única instancia de los siguientes asuntos:

 

1. De los de nulidad de los actos administrativos expedidos por las autoridades del orden nacional o por las personas o entidades de
derecho privado cuando cumplan funciones administrativas del mismo orden

 

(...)».

 

48 Que regula el medio de control de nulidad.

 

49 Sobre el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.

 

50 Corte Constitucional, sentencia C-384 del 13 de mayo de 2003, expediente D-4312.

 

51 «[2] Sentencia C-805 de 2001»

 

52 «[6] Articulo 268, numerales 1 y 12»

 

53 «Artículo 4°. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica,
se aplicarán las disposiciones constitucionales. (…)»

 

54 Sobre este punto, es importante señalar que, según el artículo 6, numeral 5°, de la Ley 1904 de 2018, «[e]n todo caso, el criterio de
mérito prevalecerá para la selección del Contralor General de la República, en virtud de lo previsto en el artículo 126 de la Constitución
Política» (resaltamos). Este mismo criterio es aplicable a la elección de los contralores territoriales.

 

55 «Artículo 3. Principios Todas las autoridades deberán interpretar y aplicar las disposiciones que regulan las actuaciones y procedimientos
administrativos a la luz de los principios consagrados en la Constitución Política. en la Parte Primera de este Código y en las leyes
especiales.

 

Las actuaciones administrativas se desarrollarán, especialmente, con arreglo a los principios del debido proceso. igualdad, imparcialidad,
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buena fe, moralidad, participación. responsabilidad, transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, economía y celeridad.

 

(...)

 

11. En virtud del principio de eficacia, las autoridades buscarán que los procedimientos logren su finalidad y, para el efecto, removerán de
oficio los obstáculos puramente formales, evitarán decisiones inhibitorias, dilaciones o retardos y sanearán, de acuerdo con este Código las
irregularidades procedimentales que se presenten, en procura de la efectividad del derecho material objeto de la actuación administrativa.

 

(...)». (Destacamos).

 

56 «Articulo 41. Corrección de irregularidades en la actuación administrativa. La autoridad, en cualquier momento anterior a la expedición
del acto, de oficio o a petición de parte, corregirá las irregularidades que se hayan presentado en la actuación administrativa para ajustarla
a derecho, y adoptará las medidas necesarias para concluirla». (Se resalta)
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